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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet Vignau.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 38ª, ordinaria, en 3 de agosto; 39ª, especial, y 40ª, ordinaria, ambas en 4 de agosto, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



3.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).


4.- Proyecto de ley sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones (boletín N° 7.029-15).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual comunicó que se ausentaría del territorio nacional entre los días 5 y 8 de agosto en curso, ambos inclusive, en visita oficial a la ciudad de Quito, República del Ecuador, y para participar en la ceremonia de transmisión del mando presidencial en la ciudad de Bogotá, República de Colombia.



Informó, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg.


--Se toma conocimiento.


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que ha aprobado las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que exceptúa a la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) de la aplicación del artículo 15 de la ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.022-08) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.


2.- Proyecto de ley que evita el no pago de la tarifa en vehículos de la locomoción colectiva (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.948-15) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Con el tercero informa que determinó, previo acuerdo del Senado, el archivo de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Prokurica, Espina, García y Horvath y del entonces Senador señor Lavandero, que establece la obligación de consignar el significado en español de los nombres de origen de accidentes geográficos, ciudades, poblados y bienes nacionales de uso público (boletín Nº 3.302-04).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Pizarro y Ruiz-Esquide, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en materia de educación sexual (boletín Nº 4.514-04).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los entonces Senadores señores Gazmuri y Núñez, que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, para incorporar el título profesional de geólogo entre aquellos que requieren el grado de licenciado universitario (boletín N° 5.037-04).



--Se accede a lo solicitado.


Dos de la Excelentísima Corte Suprema, con los cuales emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Allamand, en primer trámite constitucional, que regula la figura contractual denominada “acuerdo de vida en común” (boletín N° 7.011-07).


2.- Proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15).


--Se toma conocimiento y se remiten los documentos junto a sus antecedentes.


Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite igual número de copias autorizadas de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 7° de la ley N° 18.196; 7°, letra ñ), de la ley N° 18.755, y décimo, letra h), de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con los tres siguientes remite igual número de copias autorizadas de las sentencias dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos único de la ley N° 20.028; 364 y 372 a 387 del Código Procesal Penal; 390 del Código Penal, y 38 de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Dos del señor Ministro del Interior, con los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre de la Honorable señora Rincón, referidos a información acerca de la situación laboral que indica en la Intendencia de la Región del Maule y las Gobernaciones Provinciales respectivas.



Del señor Ministro de Justicia, con el que contesta un oficio cursado en nombre de los Honorables señor Bianchi, señora Pérez (doña Lily) y señores Chahuán, Horvath y Prokurica, acerca de la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contemple las ideas contenidas en la moción que presentaron para exceptuar del principio de gratuidad de la Defensoría Penal Pública a los condenados que indica y otorgar a los organismos policiales la facultad de recabar determinados antecedentes de las empresas de transporte, la que fue declarada inadmisible por comprender una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.


Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Frei, en relación con la necesidad de acelerar el proceso de concesión de la Ruta 5 Norte en el tramo La Serena-Vallenar.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, respecto de la declaración de área de interés turístico del cerro San Lorenzo, en la Región de Aysén, y la posibilidad de denominarla con el nombre de Juan Steffen, explorador de la Patagonia Occidental.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción, con el cual responde un oficio expedido en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a los contratos de arriendo que dicha institución ha celebrado con la Asociación Chilena del Litio y SOQUIMICH para la explotación del litio.



Del señor Director de la Biblioteca del Congreso Nacional subrogante, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Letelier, sobre diversos antecedentes relacionados con las pertenencias de la Corporación de Fomento de la Producción en el Salar de Atacama para explotar el litio.


--Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.085-15) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Chahuán y Tuma, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Sergio Abad Antoun (boletín N° 7.042-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.
Mociones



De los Honorables señores Tuma, Bianchi, Gómez, Horvath y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que establece los derechos del usuario de servicios financieros (boletín N° 7.120-03) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables señores Chadwick, Coloma y Longueira, con la que dan inicio a un proyecto de ley que reconoce la calidad de legítimo ocupante de inmueble dañado a causa de la catástrofe del 27 de febrero (boletín N° 7.121-14) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



De los Honorables señores Bianchi, Chahuán, Horvath y Tuma, con la que inician un proyecto de ley relativo al contrato de trabajador de temporada (boletín N° 7.122-13) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables señores Chadwick, Allamand y Cantero, con la que inician un proyecto de ley sobre violencia escolar (boletín N° 7.123-04) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables señor Bianchi, señora Rincón y señor Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre responsabilidad de las personas naturales que componen una sociedad (boletín N° 7.124-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

PREOCUPACIÓN POR MINEROS ATRAMPADOS EN

YACIMIENTO EN ATACAMA. OFICIO

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes del homenaje en memoria del ex Senador señor Luis Corvalán, queremos expresar la permanente preocupación de esta Corporación por la situación que aqueja a nuestros compatriotas atrampados en la mina San José, de Copiapó.



Solicito el acuerdo de la Sala para enviar un saludo a sus compañeros de trabajo, a sus familiares.



Todos esperamos que se puedan obtener a la brevedad resultados positivos en las labores de rescate que se están efectuando. Lógicamente, acompañaremos tanto en el sentimiento como en todas y cada una de las tareas que se requieren para el éxito del esfuerzo desplegado, que todos los chilenos estamos presenciando con gran dolor y sufrimiento.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, como Senadora de la Región de Atacama, le agradezco sus palabras.



Anoche regresamos con el Primer Mandatario después de haber acompañado cuatro días a los familiares, y solamente quiero atestiguar la grandeza, el estoicismo y la actitud ejemplar de esas personas.



El solo pensar en la realidad de los 33 mineros atrampados hace ya casi cinco días es en verdad dramático. Creo que se están viviendo las horas más complejas. Quiero que se sepa que el problema no es nada sencillo ni fácil; pero, como los mismos familiares lo dicen, no hay que perder la esperanza.



Así que, junto con un reconocimiento por sus expresiones, señor Presidente, y con adherirme a ellas, deseo dar este testimonio -repito-, porque me parece que realmente es preciso consignar el comportamiento a que hago referencia.



Y, por cierto, cabe manifestar que el Gobierno no ha escatimado recursos y que han prestado una colaboración enorme la empresa pública, la privada, las compañías mineras, la comunidad, toda la Región de Atacama, todo el país, haciéndose presentes en este momento, solidariamente, sea con maquinaria, sea con técnicos, sea con profesionales, sea con operadores, en todas las formas inimaginables.



La idea, por lo tanto, era que el Senado supiera lo anterior de buena fuente. Mi Honorable colega Prokurica se quedó allá. Y estimo legítimo, en nombre de la Región de Atacama, que representamos, dar a conocer aquí lo que he señalado y pedir, si es posible, que un proyecto de acuerdo en la materia no tenga que pasar a Comisión, para que ojalá pueda ser aprobado por la Sala.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sin duda, ese texto, una vez presentado, se aprobará como corresponde, Su Señoría. No hay problema.



El Honorable señor García hizo llegar también la información relativa al Senador señor Prokurica, de la cual se deja expresa constancia.



Si no existen objeciones, se enviará un oficio en los términos expuestos por la Mesa.



--Así se acuerda.
HOMENAJE EN MEMORIA DE EX SENADOR

SEÑOR LUIS CORVALÁN LÉPEZ

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación se llevará a cabo el homenaje en memoria del ex Senador señor Luis Corvalán Lépez.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente; señores Senadores; Diputados que nos acompañan; dirigentes del Partido Comunista de Chile presentes; familiares de don Luis Corvalán que nos honran con su presencia; señora Lily Castillo, viuda de don Luis Corvalán, gracias por estar aquí; compañeras y compañeros; señoras y señores:



He solicitado hacer uso de la palabra en esta Corporación para rendir homenaje a Luis Corvalán Lépez, quien falleció el pasado 21 de julio, no solo por tratarse de un ex Senador de la República, sino también, sin duda, de un actor relevante en muchas décadas de la política chilena y cuyo legado la historia sabrá recoger en muchas de sus páginas.



Y aun cuando lo lógico sería partir por hacer una reseña biográfica de su extensa y fructífera vida, describiendo algunos aspectos de su labor parlamentaria, como se usa en estos casos, o enumerando los múltiples hechos y momentos políticos en los cuales le tocó ser protagonista en nuestro país, la verdad es que, leyendo los numerosos antecedentes que he tenido a la vista, he preferido quedarme con el ser humano que fue hijo de Moisés y Adela, esposo, padre, profesor normalista, reportero, militante, dirigente y parlamentario a lo largo de envidiables casi 94 años.



Aunque en esta Corporación debiera destacar que Luis Corvalán fue Senador por la entonces Séptima Agrupación Provincial, que comprendía Ñuble, Concepción y Arauco, para el período 1961-1969 y después por la Tercera Agrupación Provincial, que consideraba Aconcagua y Valparaíso, para el período 1969 a 1977, prefiero decir que me he sentido honrado de saber que, si bien nació allá por 1916 en Pelluco, en la actual Región de Los Lagos, estudió en el Liceo de Tomé, donde fue profesor su padre, don Moisés Corvalán Urzúa, localidad aquella que tantas veces he visitado como parlamentario.



Diré que a partir de ahora, habiendo conocido antecedentes de su infancia y juventud, recordaré que don Luis y Renán Fuentealba jugaron, siendo aún niños, en los patios del Liceo de Tomé; que conoció y recorrió centenares de veces, como yo mismo lo he hecho, el cerro California, el cerro Estanque, Coliumo y Dichato, sectores tradicionales llenos de identidad, donde vive gente modesta, pero de mucho esfuerzo y trabajo.



En adelante, no olvidaré contarles a los jóvenes de Tomé que se empinan en los movimientos sociales, en la inquietud cívica, sindical y política, que un hombre de la talla de Luis Corvalán tomó la decisión de expresar sus ideales, valores y principios ingresando a militar al Partido Comunista de Chile, tras una reunión a la que asistió en esa comuna, a comienzos de 1932, invitado por un zapatero de apellido Palma, y que la primera manifestación en la que participó, instado por Manuel Cid, fue una marcha callejera y un mitin que se realizaron en Tomé el 26 de julio de 1931, día en que cayó el Gobierno de Carlos Ibáñez del Campo.



Podré contarles a los jóvenes de la provincia de Ñuble que Luis Corvalán se formó como maestro en la Escuela Normal de Chillán, la cual ocupaba entonces una manzana completa frente a la plaza Victoria, donde los jóvenes con vocación de enseñar no solo aprendían los mejores métodos de educación de la época, sino que también, por la alta probabilidad de tener que hacer clases en una escuela rural o campesina, debían dedicar un día de la semana a aprender y desarrollar tareas agrícolas en una parcela que el establecimiento tenía en Chillán Viejo. A esta última debieron trasladarse permanentemente luego de que el terremoto de 1939 derrumbara el edificio en la ciudad.


Por cierto, durante su estadía en Chillán, el joven Corvalán pudo conocer de cerca los efectos de la llamada “Gran Depresión capitalista” de 1929 y del cierre de las oficinas salitreras en el norte, que se tradujeron en cientos de familias completas que volvieron a sus tierras de origen buscando reinsertarse, pero que por mucho tiempo, como él mismo pudo constatarlo, concurrían diariamente hasta las puertas traseras de la Escuela Normal para recibir las sobras de la comida, lo que lo impresionaba y reafirmaba en sus convicciones fuertemente.



Como profesor, trabajó en la Escuela Santa María, de Iquique, la misma en que se había perpetrado la matanza de la cual se conmemora más de un siglo; luego, en Valdivia, y más tarde nuevamente en Iquique, esta vez en la Escuela Centenario N° 6, construida con los aportes de la numerosa colonia china de esa ciudad.



Tras haberse desempeñado en el vespertino “Frente Popular” y haber sido secretario personal del entonces Secretario General del Partido Comunista, Carlos Contreras Labarca, se integró a las labores periodísticas en el diario “El Siglo”, del que más tarde llegaría a ser su director.



El 1950 fue elegido por primera vez como miembro del Comité Central de su Partido, del que también fue Encargado Nacional de Propaganda, para ser más tarde, entre 1959 y 1989, su Secretario General, es decir, por 30 años.


Tras asumir como Senador por la que actualmente es la Región del Biobío, que hoy me honro en representar, integró las entonces Comisiones de Economía y Comercio, de Educación Pública y Mixta de Presupuestos.



En la Sala del Senado alzó su voz en muchas ocasiones, tanto para plantear asuntos y problemas de la Región, como para fijar posición sobre diversas cuestiones de interés nacional, muchas de las cuales siguen siendo motivo de preocupación.



Entre sus primeras intervenciones, lo vemos: 



-Rindiendo homenaje a Lenka Franulic, tras su deceso. 



-Reclamando por la represión de Carabineros en contra de una manifestación estudiantil.



-Hablando sobre el nuevo Gobierno instalado en Cuba, tras la Revolución.



-Refiriéndose a la modificación de las leyes sobre sueldos del personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros.



-Haciendo presente la situación de los damnificados por el terremoto de 1960. 



-Manifestándose acerca de los problemas de las provincias de Ñuble, Concepción y Arauco; las dificultades de los arroceros de Ñiquén; la constitución de sindicatos agrícolas; la jubilación de los obreros mineros; las infracciones a la justicia social; la situación de la Escuela Normal de Chillán y la Unificada de San Carlos; la maquila ante los compradores de molino; las rentas del Magisterio nacional; la rebaja de pasajes en ferrocarriles y líneas aéreas a delegaciones deportivas.



-Expresando su parecer sobre la detención arbitraria de una persona en Curanilahue; el desalojo de mapuches en la reducción de Hueñalihuén, en Cautín, y la planta y los sueldos del personal del servicio de prisiones.



Tal vez han cambiado los nombres, pero muchas de esas problemáticas siguen vigentes.



También son muy recordadas, al menos, tres de sus intervenciones en la Sala del Senado:



-Cuando manifestó su posición crítica al proyecto de Reforma Agraria presentado por el Gobierno de don Jorge Alessandri.



-Al pronunciarse el 11 de julio de 1971 sobre la modificación constitucional que permitió la nacionalización de la explotación del cobre. 



-Y cuando rindió homenaje en memoria del asesinado Presidente norteamericano John Kennedy.



Entre sus mociones más destacadas se hallan las que proponían nacionalizar la Compañía Chilena de Teléfonos, la Compañía Chilena de Electricidad y la industria salitrera nacional. 



Otra iniciativa de su autoría buscaba introducir enmiendas a la Ley de Propaganda Electoral, a fin de beneficiar la transparencia del sistema electoral. 



Aun cuando hoy le rendimos homenaje en su condición de ex Senador, lo más seguro es que Luis Corvalán será recordado por su dilatada trayectoria como dirigente del Partido Comunista de Chile, heredero del legado de Luis Emilio Recabarren y de Elías Lafferte.



Aprovecho la ocasión para decir a quienes fueron sus adversarios políticos y a algunos que todavía hoy podrían tener dicha calidad que Luis Corvalán no es la caricatura que han hecho quienes pretenden rebajar su tremenda calidad humana y su capacidad política al recordar que alguna vez le llamaron “Condorito”, o quedándose en frases que en su momento fueron sacadas de contexto para tratar de justificar una represión dictatorial, como cuando anunció la política de rebelión popular de masas o cuando señaló, tras los hechos de Carrizal Bajo, que había que guardar algunos “fierros”, por si las moscas. 


Luis Corvalán fue un enorme dirigente político, quien en la génesis y en la dirección del proceso de la Unidad Popular fue un incansable e intransigente defensor de la línea que buscaba ampliar la base social y política del Gobierno del Presidente Allende, y quien, por sobre todas las cosas, siempre estuvo del lado de los que creían que el camino de la construcción del Socialismo chileno, o la vía chilena al Socialismo, estaba pavimentada por la democracia y la paz.



Tras el golpe militar, Corvalán fue detenido el 26 de septiembre camino a su casa de seguridad. Fue llevado a la Escuela de Telecomunicaciones de Antonio Varas y luego, a la Escuela Militar. También estuvo preso en la Escuela de Infantería de San Bernardo, en isla Dawson y en los campos de concentración de Ritoque y Tres Álamos, para ser finalmente expulsado del país el 18 de diciembre de 1976 y “canjeado”, en Zurich, por el entonces disidente soviético -hoy candidato ruso- Vladimir Bukovski: don Luis se asiló en la Unión Soviética, mientras Bukovski partía a Estados Unidos.



  Pese a todo lo vivido durante su detención, el peor de los golpes lo recibió cuando su esposa y una de sus hijas llegaron hasta Tres Álamos un día que no era de visita para hablar con él, por cinco minutos en el descanso de una escala, y comunicarle que su hijo Luis Alberto, de veintiocho años, ingeniero agrónomo, militante de las Juventudes Comunistas de Chile, había fallecido en Bulgaria.



¡Luis Alberto había sido detenido el 14 de septiembre de 1973 y recluido en el Estadio Nacional!, donde fue torturado con golpes y aplicación de electricidad, con especial crudeza el 17 de ese mes, según señalaron los testigos ante la Comisión Rettig. Posteriormente, fue trasladado al campo de concentración de Chacabuco y liberado el 30 de julio de 1974. Se radicó primero en México y luego, en Bulgaria. En este último país los médicos le indicaron que su salud se encontraba sumamente resentida. El informe Rettig dice, en su página 114, que la Comisión adquirió la convicción de que en su muerte tuvieron responsabilidad agentes estatales que le infligieron torturas durante su detención, las que constituyeron violación de sus derechos humanos y afectaron su salud.



Por eso, en noviembre del año pasado, don Luis, su esposa y sus familiares, junto a la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, presentaron querellas por el caso de Luis Alberto y los de Arnoldo Flores Echeverría y Óscar Tapia Leyton, cuyas muertes aún siguen sin tener responsable ni sanciones. 



Quienes conocieron la preocupación permanente de don Luis Corvalán por la verdad y la justicia saben que en las últimas semanas de su vida estuvo muy preocupado por la nueva ofensiva de búsqueda de impunidad para violadores de derechos humanos, suscitada a partir del debate sobre un eventual indulto general. 



Él nunca estuvo por la revancha ni el odio, pero sí, por la justicia, por la verdad y, sobre todo, ¡contra la desmemoria!, que insiste en tratar de insertarse en nuestra sociedad.



La partida de Luis Corvalán ha sido noticia no solo en Chile, sino en gran parte del mundo, porque como líder de su Partido por tantos años, uno de los partidos comunistas más antiguos y arraigados del planeta, recorrió el globo entregando el mensaje de construcción del Socialismo chileno y solidarizando activamente con aquellos pueblos que luchaban por su materialización.



Por ese motivo, durante su detención en Chile recibió una enorme solidaridad internacional. Y en su dilatada vida se le dieron numerosas distinciones. Las enumero para testificarlo: 



-Premio Lenin de la Paz, que entregó la Unión Soviética en 1974. 



-Grado de Doctor Honoris Causa, que le confirió la Universidad Autónoma de Puebla, en junio de 1977.



-Medalla Julius Fucik, de la Organización Internacional de Periodistas.



-Orden Carlos Marx, de la República Democrática Alemana.



-Orden Playa Girón, de Cuba. 



-Orden Jorge Dimitrov, de Bulgaria. 



-Orden Clemente Gottwald, de Checoslovaquia. 



-Orden de la Gran Estrella, de Hungría. 



-Orden Tudor Vladimirescu, de Rumania. 



-Orden Suje Bator, de Mongolia. 



-Insignia de Honor del Komsomol, de la Unión Soviética. 



-Medalla Artur Becker, de la Juventud Libre Alemana de la RDA. 



-Medalla de la Federación Sindical Mundial. 



-Medalla Joliot-Curie, del Consejo Mundial de la Paz. 



-Medalla de la Federación Mundial de la Juventud Democrática.



-Medalla 17 de Noviembre, de la Unión Internacional de Estudiantes. 



-Medallas de Honor de las ciudades de Bolonia y Parma, en Italia.



El pasado 6 de junio de este año su Partido le entregó su máxima distinción: la Medalla Luis Emilio Recabarren.



Y como no todo es política, el 30 de octubre de 2008 el Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) también lo premió por su trayectoria pública.



Consecuente hasta el final, hace algunos años, en una entrevista que dio a la Biblioteca del Congreso Nacional, ante la pregunta: “¿Cuál es su legado?”, en forma sencilla y natural respondió: “Luchar hasta el último día de mi vida”. Y así fue.



Por eso hoy expreso mi saludo y respeto en memoria del ex Senador Luis Corvalán, los que transmito con afecto y cariño -como él prodigó durante toda su vida- a su compañera de siempre, a sus hijos, a su familia, a sus compañeros de Partido.



Como dijo Martí: “Se es más cuando se vive entre buenos y con cada bueno que se va se es menos”. Tras la partida de don Lucho Corvalán -porque le decían “don Lucho”-, ciertamente somos un poco menos. 



Por ello, en adelante, ante las múltiples tareas que deberá enfrentar la Izquierda chilena, su figura, al igual que la de Salvador Allende, de Gladys Marín, de Carlos Lorca, de Víctor Jara y de tantos otros, seguirá estando presente para acompañarnos en esos procesos, en los que seguramente le habría gustado participar.


Por eso, con cariño y cercanía, pero también con respeto, Luis Corvalán será recordado siempre como ¡don Lucho!, el compañero Corvalán.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, estimados Senadores y Senadoras, Diputados del Partido Comunista que nos acompañan desde las tribunas, compañeras y compañeros que asisten a este homenaje solemne:



No cabe duda alguna de que Luis Corvalán fue un actor principal de la política chilena del siglo XX. Sería muy difícil imaginarse treinta o cuarenta años del acontecer nacional de mediados de esa centuria sin su presencia. La historia reconocerá su aporte como un organizador de excepción. 



Seguramente, el Partido Comunista de Chile fue reconocido como una de las principales colectividades políticas “de Occidente” en la época de la Guerra Fría por las sobresalientes cualidades organizativas de Luis Corvalán, que transformó a aquel en una enorme fuerza política y social y -en lenguaje de ese entonces- en un gran partido de masas.



Y tampoco se explicaría la historia de Chile del siglo XX sin el aporte del Partido Comunista a la formación de la Unidad Popular y a la elección de Salvador Allende como Presidente de la República. Y, por cierto, el sello de Luis Corvalán ahí estuvo presente.



 Su manera de hacer política -su estilo- era, para algunos, campechana; para otros, astuta, inteligente o hábil. 



Fue uno de los factores que anudaron los entendimientos que posibilitaron que una diversidad significativa de partidos con origen en la Izquierda, pero más allá de ella, se transformara en una instancia capaz de ofrecer una alternativa de gobierno a Chile y ganara la primera mayoría relativa en las elecciones presidenciales de septiembre del año 70.



Y sin la capacidad de entendimiento de Luis Corvalán difícilmente la Unidad Popular de entonces habría logrado los acuerdos necesarios con la Democracia Cristiana para que Salvador Allende fuera ratificado por el Congreso Pleno como el Mandatario electo de la nación en octubre del año 70.



Dicho de otra manera, al homenajear a Luis Corvalán, estamos recordando mucho más que al Secretario General del Partido Comunista de Chile durante cerca de treinta años; estamos rememorando a una persona notable, de singulares capacidades políticas, de cualidades que tal vez ahora, en el vértigo de acontecimientos mediáticos que se suceden unos a otros sin ilación ni continuidad y en una marea confusa frente a la opinión pública, nos permitan reconocer en rigor una condición muy importante para una nación: la de dirigente político.



Porque Luis Corvalán nació, vivió y murió para la política: para una política de Izquierda y popular. Independiente de las diferencias que con él se hayan sostenido -porque las tuvimos-, hay que admitir que fue un político por excelencia.



Luis Corvalán no fue un simple agitador; no levantó demandas insensatas con fines de corto plazo. Su característica como jefe del PC chileno se puede perfectamente comparar con la de otros partidos comunistas del continente. Y sin lugar a dudas, se observa una diferencia notable. Con la sola excepción del que él dirigía, todos los partidos comunistas de la región eran fuerzas aisladas, arrinconadas y sin ninguna opción de ejercer una influencia real en la política de sus países. Si aquí ocurrió lo contrario, naturalmente no se debe única y exclusivamente a la persona de Luis Corvalán. Pero también se debe a él y a una mirada amplia, de país, que posibilitó que Chile fuera el primer lugar donde se intentó construir el Socialismo en democracia y libertad.



Por ese motivo, Salvador Allende tuvo en Luis Corvalán a uno de sus más activos colaboradores.



Las “Memorias” del Cardenal Raúl Silva Henríquez son elocuentes al señalar -además, constituyen un testimonio para la conciencia histórica de nuestro país- que, en el mes de agosto de 1973, ya desarrollada la crisis política que no logró una solución democrática y que, desafortunadamente para Chile, fracturó nuestro sistema de gobierno, el núcleo de la dirigencia del Partido Comunista, encabezado por Luis Corvalán, solicitó los oficios del Cardenal con el objeto de llevar adelante conversaciones, diálogos y consultas políticas que posibilitasen la exploración de alternativas que evitaran lo que fatalmente ocurrió: el golpe de Estado.



Más que cualquiera de nosotros, el Cardenal Raúl Silva Henríquez es un testimonio fidedigno de los esfuerzos de quienes pensaban que era indispensable impedir el golpe de Estado y la tragedia que sobre Chile se descargó. Como todos sabemos, tales conversaciones o diálogos no dieron ningún fruto. 



Es posible que la consigna de “No a la guerra civil”, planteada por el Partido Comunista en aquellos años, fuera en realidad inexacta. En Chile no estaba en discusión si habría o no una guerra civil. Eso -permítanme decirlo con mucha franqueza- no guardaba relación con la realidad. Lo que se hallaba en juego era si habría o no un golpe de Estado, si éramos o no capaces de sostener la democracia, de defender el régimen democrático. No existía relación de fuerzas entre unos y otros. Unos disponían del monopolio del uso de la fuerza, como quedó demostrado el 11 de septiembre de 1973, en perjuicio del propio Corvalán -quien, junto con los dirigentes de la Unidad Popular de entonces, fue relegado a la isla Dawson, encarcelado, maltratado y luego, exiliado-, y otros, por cierto, simplemente no la tenían.



El dilema era la defensa de la democracia.



Yo soy de los que siempre lamentan profundamente que el liderazgo político de la época careciera de la capacidad de comprender este dilema esencial.



Y así fue como, por la incomprensión del proceso histórico que se vivía, se derrumbó el régimen democrático en nuestro país. Y uno de los que más duramente sufrieron las consecuencias de ello fue Luis Corvalán y su hijo del mismo nombre, quien, por las secuelas de las torturas que recibió en el Estadio Nacional, murió dramáticamente pocos años después en el exilio.



A pesar de ello, Corvalán también debe ser reivindicado como un hombre valiente. Porque regresó a Chile; estuvo en la ilegalidad; buscó colaborar, desde su Partido, en la clandestinidad, por la recuperación de la democracia perdida.



No solo fue una persona que incitó a que otros se sacrificaran, sino que tuvo la consecuencia y lealtad consigo mismo y con los suyos de sacrificarse él también y de poner hasta la última gota de su energía en la búsqueda de recuperar para nuestro país la dignidad, la democracia y la libertad. 



De manera que, independientemente de las opciones políticas que podamos tener, creo profundamente justo que el Senado de la República hoy le rinda homenaje, ya que no solo fue dirigente del Partido Comunista de Chile, sino que, desde mi punto de vista, fue un profundo representante de nuestra cultura, de la sabiduría popular, de nuestra condición de chilenos.



En consecuencia, ¡rindo homenaje a ese gran compatriota que se llamó Luis Corvalán!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, señores Senadores, distinguida familia de nuestro ex colega don Luis Corvalán Lépez, señores representantes del Partido Comunista:



Vengo a esta Sala a rendir un homenaje y a despedir al que fuera Senador don Luis Corvalán. Lo hago en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana y a expresa petición del Vicepresidente de nuestra Corporación, Honorable señor Gómez.



Vengo a rememorar la zona de Ñuble, Arauco, Lota y Biobío, a las cuales hoy represento -al igual que el Senador señor Navarro-, como también lo hiciera aquel hace 40 años.



Vengo además a traer el recuerdo de sus camaradas de esa misma Región a quienes he conocido en mi ejercicio parlamentario.



Vengo a destacar aquí la visión de un hombre coherente y consecuente, con el cual nunca fuimos amigos cercanos, pero con el que mantuvimos respeto cuando nos tocó enfrentar momentos durísimos para Chile.



Era un hombre, como dicen en el sur, con quien se podía ir a la montaña, porque había certeza de que cumpliría los compromisos contraídos.



Vengo a dar testimonio de su inteligencia política. Cuando su Gobierno pasaba por momentos dificilísimos y ya temblaba, él luchaba por la racionalidad y para evitar el golpe militar que ambos queríamos detener.



Lo recuerdo en el último debate que sostuvimos en la radio de la Universidad de Chile el 9 de septiembre de 1973 en la noche, con un planteamiento fuerte y duro, pero con una fría racionalidad, tratando de llamar a la conversación que evitara que la sangre llegase al río.



Fue un debate muy duro. Nosotros, pese a estar en la Oposición, coincidimos permanentemente con él en cuanto a la necesidad de impedir a toda costa el golpe militar, porque este no mejoraría la circunstancia de nadie, sino que empeoraría la de todos.



Vengo a acompañar a sus camaradas -desde nuestra propia perspectiva- en su sufrimiento y en su dolor por la partida de su dirigente político, quien fuera un chileno notable. 



Cual sea la respuesta que se tenga a las preguntas que sobre él se hacen, no cabe duda de que se trató de un hombre que hizo historia en Chile durante 30 años.



Ellos sufren hoy por alguien que se fue, como sufrimos todos en el Senado cuando una persona muy principal, o muy cercana o extremadamente importante para nuestras ideas, deja de estar entre nosotros.



Vengo a decirles también a los señores Senadores, sin otra razón que el haberlo conocido en esas circunstancias, que las aspiraciones que Luis Corvalán expresaba desde el Senado -hemos leído toda su bibliografía- se han ido construyendo prácticamente con el correr del tiempo. Pero aún muchas de ellas están inconclusas.



Materias relacionadas con la Región que representó siguen todavía pendientes. Y cuando uno lee sus oficios, pareciera que nada hubiera cambiado en el tiempo, sobre todo la obligación del Senado de corregirlas.



Vengo a expresar, en nombre de mi Partido y del Senador señor Gómez, mis respetos a su memoria, porque en su hoja de legislador no hubo proyectos, mociones, intervenciones, discursos que apuntaran a favorecer el dinero, sino a los trabajadores; a solicitar la opresión, sino la libertad; a luchar por mantener una sociedad que en su tiempo era tal vez más opresora que hoy, sino para hablar de libertad, de relaciones humanas, de avenimiento entre los partidos, las personas y las naciones, aunque pensáramos en aquel entonces, con toda razón y con mucha fuerza, que las naciones a las cuales adhería desde su punto de vista político no representaban lo que realmente él aspiraba como hombre. Lo comprobó más tarde y lo reconoció con extraordinaria hombría.



Vengo a decirles que quienes pensamos de manera distinta a la suya reconocemos en él el valor de la tenacidad para difundir sus ideas y su limpieza política en el debate.



Luis Corvalán Lépez, en medio del tráfago del quehacer político y, también, de sus grandezas, representó hasta su muerte el sacrificio y dolor para difundir sus ideas, a veces por represión, a veces por el no cumplimiento y por el sufrimiento de luchar sin esperanzas.



Luis Corvalán representó esa coherencia entre el pensar y el actuar: vivir, hablar y escribir de la misma manera, aunque estuviese equivocado.



Representó también una forma de ilusión, que todos soñábamos en nuestras propias perspectivas, por el cambio social, por una nueva sociedad, por la esperanza de transformar a Chile, por nuestras preocupaciones, por la juventud, por la necesidad de tener algo en qué pensar.



Desde su visión, las ideas que tenía las soñó con la misma fuerza que la de todos quienes estamos en esta Sala, tratando siempre de mejorar nuestro país y de convencer con nuestras ideas.



Representó también una época de profundos trastornos que rompieron la paz entre nosotros. Muchos, en el Senado, fueron sus amigos -como aquí se ha dicho-, y numerosos otros, detractores profundos. Sin embargo, todos reconocieron que su gran valor y su testimonio ante el país fueron su lucha por defender lo que consideraba justo, actuando siempre dentro del marco de su convicción política y filosófica.



Permítanme dar a conocer una experiencia personal y una visión en retrospectiva.



El quiebre de Chile, en mi concepto, fue responsabilidad de todos. No hay nadie que pueda sentir que no la tuvo. Quizás, quienes disponíamos de más recursos para actuar ostentábamos mayor responsabilidad que aquellos que no disponían de otra forma para expresar sus puntos de vista. 



A veces deploro que los que estábamos de acuerdo en que no hubiera golpe militar ni opresión en Chile, y que deseábamos encauzar la vida política chilena de todos los sectores de manera distinta -dadas las divergencias existentes-, no hubiésemos alcanzado el consenso necesario para decir: “No más de esto, pero tampoco de lo otro, porque la guerra nada resuelve y la violencia solo engendra violencia”. 



Luis Corvalán logró victorias que lo llenaron de alegría, y fue -como dije-  un hombre clave en el Gobierno y en la Unidad Popular, a la que condujo, ayudó y nutrió con una fría claridad para conseguir su triunfo. 



Sin embargo, perdió en medio de una vorágine política, convirtiéndose en testimonio vivo del aprecio de sus amigos en el exterior. 



Hoy día, en el lugar que esté, según su visión de la eternidad -como expresaba-, nosotros los católicos sabemos que lo volveremos a encontrar. Y también estamos ciertos de que, a pesar de las contingencias terrenales, con su persistencia y la intensidad con que trabajó luego de volver a Chile, fue capaz de lograr que el Partido Comunista tuviera parlamentarios, para así terminar con la desigualdad y la discriminación. 



Permítanme, señores Senadores, dar lectura, por expresa petición del Presidente del Senado, a una nota que le enviara el ex Senador Alejandro Toro Herrera: 



“Señor Presidente del Senado de la República



“Estimado Senador: 



“En conocimiento que el próximo martes se realizará un homenaje al ex senador Luis Corvalán, le agradeceré haga llegar a dicha ceremonia el siguiente mensaje de adhesión: 


“ADHESIÓN HOMENAJE EX SENADOR LUIS CORVALÁN LÉPEZ:


“ANTE EL SENSIBLE FALLECIMIENTO DEL EX SENADOR LUIS CORVALÁN LÉPEZ, EXPRESO MIS MÁS SENTIDAS CONDOLENCIAS A SU FAMILIA Y AL PARTIDO COMUNISTA.



“PARA MÍ CONSTITUYE UN HONOR Y ORGULLO HABER SIDO UNO DE LOS NUEVE SENADORES DE LA BANCADA COMUNISTA QUE ENCABEZÓ LUIS CORVALÁN.



“EXPRESO MI RECONOCIMIENTO A SU LEGADO POLÍTICO Y VALORO SU CONTRIBUCIÓN A LA DEMOCRACIA Y SU FRUCTÍFERO TRABAJO LEGISLATIVO. 



“ALEJANDRO TORO HERRERA 



“EX SENADOR DE LA REPÚBLICA



“DIRECTOR DEL CÍRCULO DE EX PARLAMENTARIOS DE CHILE.”.



Señoras y señores, la muerte de alguien muy querido nos derrota y nos hace débiles. Pero cuando se trata de una figura tan importante para su familia y su Partido, o para cada uno de nosotros en particular, debemos mantenerla en nuestros recuerdos, honrarla y quererla por siempre. 



Así, su esposa y su familia tienen el derecho y casi la obligación de amar por siempre al ex Senador, que vengo a saludar en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana y del Honorable señor Gómez. 



He dicho. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, Honorables Senadores, querida familia de Luis Corvalán, compañeros de Partido, quiero esta tarde pronunciar algunas palabras en recuerdo de Luis Corvalán, no solo como Secretario General del Partido Comunista, sino en consideración al hombre que me tocó conocer muy de cerca por haber acompañado a mi padre en todas sus campañas, con quien recorrió el país región por región, pueblo tras pueblo, como una forma de dar testimonio del afecto entre ellos, de la lealtad con que Luis siempre participó en sus campañas, y de la nobleza con que lo apoyó durante todo el período de su Gobierno, incluso en los momentos más difíciles. 



Deseo destacar a este profesor de enseñanza básica graduado en la Escuela Normal de Chillán; a este maestro de niños que se convirtió muy joven en un comprometido militante del Partido Comunista, del cual llegó a ser su máximo líder -como aquí ya se expresó- por más de 30 años. 



Su trayectoria política es demostrativa de un hombre de excepción, consecuente con sus convicciones, que siempre trabajó de manera infatigable por los más postergados y construyó la unidad de los sectores progresistas que soñaban un Chile más justo y equitativo. 



Asumió en plenitud su responsabilidad como militante comunista. Y él mismo decía: “Ser militante y cumplir todos los días con los deberes que ello implica, significa dedicar la vida entera a la lucha por los intereses de los trabajadores, luchar contra la pobreza y la injusticia y por una sociedad sin explotadores ni explotados en la cual todos tengan los mismos derechos. Una persona que dedica su vida a esta causa descubre que la felicidad está en la lucha”.



A mi juicio, las palabras citadas lo reflejan plenamente. 



Por cierto, siempre lo acompañó esa familia que supo crear con su querida esposa Lily -aquí presente- y con sus cuatro hijos. Lamentablemente, uno de ellos -como se mencionó- falleció a consecuencia de las graves torturas a que fuera sometido en el Estadio Nacional después del golpe de 1973. 



Me gustaría hacer mención de las adversidades que vivió Luis Corvalán, como un reconocimiento más de lo que significa ser un militante consecuente: 



-Fue expulsado del Magisterio por haber pronunciado un discurso en la plaza pública en apoyo del Frente Popular, que posteriormente triunfaría con Pedro Aguirre Cerda en la década de los treinta.



-Fue detenido en 1943 por proferir “injurias” a Hitler en el diario “El Siglo” -donde trabajó como periodista-, como consecuencia de una querella interpuesta por la Embajada de Alemania.



-En 1947 el Gobierno del Presidente González Videla le impuso la pena de relegación, producto de la ley que proscribió al Partido Comunista. 



-En 1952 y 1957 fue recluido en los campos de concentración de Pitrufquén y Pisagua, respectivamente, bajo el Gobierno de Carlos Ibáñez. 



-Fue detenido y deportado a la isla Dawson después del golpe de Estado de 1973, y posteriormente llevado a los campos de concentración de Ritoque y Tres Álamos sin ser sometido a juicio, por cierto. Quienes lo recuerdan como prisionero (sus compañeros en Dawson) siempre destacan su dignidad y entereza frente a los malos tratos, características que lo llevaron a recibir su apoyo solidario. 



-Finalmente, fue expulsado del país en 1978, regresando de manera clandestina en 1983 para apoyar la organización de su Partido. 



Por cierto, en el Senado -el cual integró- se preocupó de los trabajadores y de defender a quienes más lo necesitan. 



Y no podemos dejar de señalar que, en una etapa compleja de nuestra historia política, a él le correspondió participar como máximo dirigente del Partido, en el triunfo de la Unidad Popular, en el quehacer de su Gobierno, bajo un clima de gran polarización y enfrentamiento que nos llevó, desgraciadamente, al golpe de Estado. 



En ese período, nuestro querido Lucho y el Partido Comunista mostraron madurez política frente a las discrepancias incluso en el seno de la Izquierda, que muchas veces limitaron la unidad de la coalición y la propia capacidad de acción del Gobierno para frenar -lamentablemente- la ofensiva golpista de las fuerzas opositoras apoyadas por el Gobierno de Nixon. 



En esa época, Luis Corvalán demostró sabiduría y profunda lealtad -una vez más- al Presidente Allende, y compartió con él a plenitud la estrategia de alcanzar el socialismo en democracia, pluralismo y libertad. 



En aquel difícil momento, Lucho Corvalán con algunos parlamentarios y líderes políticos socialistas y democratacristianos, entre ellos Bernardo Leighton, Radomiro Tomic y el Senador Ruiz-Esquide -aquí presente-, intentaron imponer la racionalidad política y evitar el golpe de Estado, cuyas brutales consecuencias conocemos; pero lamentablemente sus esfuerzos se frustraron. 



Por último, quiero destacar nuevamente la coherencia en el accionar político de Luis Corvalán, y, sobre todo, realzar a esa persona humana por su sencillez, dignidad y valentía; por el rigor con que ejerció sus cargos; por la unidad de la Izquierda chilena que siempre propició; por ser, como  Senador, inclaudicable y comprometido con los trabajadores; por la convicción de que siempre es posible soñar con un Chile distinto, con un Chile mejor.



Deseo homenajear a ese Senador, a ese dirigente, a ese político que vivió momentos tan complejos y que siempre fue tan cercano al Presidente Allende. Incluso compartieron la noche del terremoto de 1971, que los pilló en una reunión en el Palacio de La Moneda.



Pienso que los ideales de justicia, de libertad, de igualdad que abrazó Luis Corvalán siguen teniendo vigencia en el marco de una sociedad moderna que, necesariamente, debe seguir bregando y levantando la voz por los trabajadores, pero que también debe incorporar la defensa del planeta en contra de sus depredadores.



Quiero hacerles llegar a Lily, a toda su familia y a sus compañeros de Partido mis sentimientos de pesar por la pérdida de don Luis Corvalán, lamentando no haber estado presente en esos días para haberlo acompañado, como lo hizo el resto de mi familia.



Pero les digo que nos quedaremos para siempre con el recuerdo de Lucho participando en las campañas, y con esa lealtad y ese cariño con que siempre lo vi cerca de mi padre.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, señores Senadores, señores Diputados y dirigentes del Partido Comunista de Chile que nos acompañan; familia de don Luis Corvalán Lépez, en especial su viuda Lily y su nieta -a quien diviso en las tribunas-; compañeros y compañeras:



Como representantes del Partido Por la Democracia hemos querido sumarnos a este homenaje, para entregar nuestro saludo y respeto en este día.



Don Luis Corvalán, como se ha mencionado acá, fue Senador por la zona de Ñuble, Concepción y Arauco y por esta Región, en representación de las provincias de Aconcagua y Valparaíso.



Quiero referirme a dos aspectos de su persona.



Primero, a su legado. El Senador señor Navarro hacía referencia a que al preguntarle hace no mucho tiempo a don Luis Corvalán acerca de su legado, él habló básicamente de seguir luchando hasta el final.



Y ahí caben distintas interpretaciones.



Al mirar su vida, para muchos de quienes pertenecen a una generación más joven su figura oscilaba entre un personaje mítico y uno real; una persona a la que pintaban con sombras, y una que representaba una fuerza importante en Chile.



Para el Senador que habla, “luchar hasta el final” es ser coherente. Y la coherencia de don Luis Corvalán radicaba en ser alguien que creyó, a su manera, en un norte: superar desigualdades, pensar en los trabajadores, en los campesinos, en los que tienen poco, en los abusados. 



Pero esa coherencia también la demostró desde un Partido, desde lo colectivo -no solo lo individual-, en un país marcado por una realidad que no es la de hoy. 



Un Chile donde entre los años 30 y 70 ocurrieron cosas; un Chile en que se levantó la voz; un Chile que tuvo Presidentes progresistas y de derecha; un Chile con una democracia particular y muy peculiar que permitió esa alternancia con menos traumas que los de hoy, en la cual bastaba “tener una mayoría relativa” para ser Presidente y tratar de llevar a cabo un cambio social; y un Chile donde una fuerza política como el Partido Comunista estaba representada en el Senado.



Entonces, al hablar de un homenaje a la coherencia, debo decir que para mí esta no solo se trata de defender una causa común, sino también de poseer la capacidad de arribar a entendimientos y acuerdos. Esa fue la democracia chilena durante mucho tiempo; esas fueron las fuerzas progresistas en Chile. Y ello, a ratos, se echa de menos. 



Cuando escucho a personas que tuvieron más participación que yo -el Honorable señor Ruiz-Esquide mencionaba la crisis constitucional y el golpe de Estado- pienso en la incapacidad de llegar a acuerdos. 



Muchos de quienes nos hallamos en este Hemiciclo pertenecemos a una generación que heredó lo dejado por aquellos que tuvieron incapacidad de ver lo que iba a ocurrir. Y si tomo por ciertas las palabras que aquí he escuchado, quiere decir que don Luis hizo lo posible -tal vez no lo suficiente- para evitar algo que algunos intuían que sería dramático y doloroso; como lo fue.



Termino diciendo que el recuerdo de don Luis Corvalán permanecerá en muchas personas, gente joven de distintos partidos y colores políticos. Porque la coherencia en política posee un valor: uno cree en ideas y empuja en esa dirección. Y eso trató de hacer don Luis Corvalán, al igual que otros dirigentes.



Es de esperar que cuando rindamos el próximo homenaje a algún dirigente político chileno contemos con una Sala donde las ideas de don Luis Corvalán estén representadas. El año 1973, el Partido Comunista tenía 25 Diputados y 9 Senadores. Hoy, producto de un sistema electoral que no nos satisface, ese conglomerado solo dispone de 3 Diputados y ningún Senador.



Por las razones expuestas, hemos querido rendir el presente homenaje. 



En segundo término, algo importante de destacar en un político progresista de izquierda es el impresionante valor que le asignaba a su familia. En las no muchas instancias -debo confesarlo- que tuve oportunidad de intercambiar opiniones con don Luis Corvalán, este tema fue fundamental. 



Ello demuestra y reafirma que los afectos y las convicciones en ciertos asuntos también resultan primordiales a la hora de hablar de coherencia.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- De esta manera, el Senado de la República de Chile ha rendido homenaje en memoria del ex Senador don Luis Corvalán Lépez.



Agradezco la presencia de familiares y amigos, y de Diputados, dirigentes, militantes y simpatizantes del Partido Comunista de Chile.



Se suspende la sesión por cinco minutos para despedirlos.

______________



--Se suspendió a las 17:22.



--Se reanudó a las 17:26.

______________

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Proyecto de acuerdo



De la Senadora señora Allende, mediante el cual pide constituir una mesa de diálogo social minero, adoptar medidas respecto a los trabajadores de la Compañía Minera San Esteban y reestructurar el SERNAGEOMIN (boletín Nº S 1.281-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la presente sesión.

Permiso constitucional


La Honorable señora Allende solicita autorización para ausentarse del país a contar del 11 de agosto del año en curso.



--Se accede a lo solicitado.

______________

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero pedir que la moción que presentamos junto con la Senadora Allende y otros colegas a fin de cambiar la frase que se usa para abrir la sesión sea vista directamente por la Sala.


Creo que resulta inoficioso realizar todo el trámite de informe de Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya pasó a la Comisión de Constitución.



Lo que cabría es pedirle a la Honorable señora Alvear que procure que su despacho sea rápido.



A quienes lo han consultado, el Senador señor Letelier se refiere a la moción que modifica el Reglamento en materia de apertura de la sesión, con el objeto de agregar después de las palabras “En el nombre de Dios” la frase “y de la patria”.

El señor LETELIER.- Muchas gracias.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solo deseo recordar, a propósito de ese cambio, que desde mi primer año como Senador he insistido en que la frase con la cual nos tratamos no sea “Honorable Senador” sino “Ciudadano Senador”.



Ello, dado que la honorabilidad no se gana por una elección sino por una conducta de vida. Creo que es mucho más cercano el concepto de “Ciudadano Senador”.



Esa iniciativa se encuentra en la Comisión de Constitución hace ya varios años. Por lo tanto, solicito que a lo menos se pueda llevar adelante su debate.

El señor PIZARRO (Presidente).- No vamos a abrir la discusión ahora. Claramente, hay puntos de vista distintos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, podríamos tratar ese asunto en Comisión en lugar de debatirlo ahora en la Sala.

El señor NAVARRO.- Ya está allí.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Me parece bien, porque tenemos muchas ideas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, ya se encuentra en Comisión.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN DE FARMACIAS Y MEDICAMENTOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mociones de los Senadores señora Alvear y señores Girardi, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami, sobre modificación del Código Sanitario en materia de regulación de las farmacias y los medicamentos, con informe de la Comisión de Salud.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6523-11, 6037-11 y 6331-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (mociones de los Senadores señora Alvear y señores Girardi, Muñoz Aburto, Ominami y Ruiz-Esquide).


En primer trámite:


1) Sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009.


2) Sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008.


3) Sesión 82ª, en 6 de enero de 2009.


Informe de Comisión:


Salud, sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son los siguientes:



1) Regular el número de farmacéuticos o químicos farmacéuticos con que deben contar las farmacias.



2) Establecer mecanismos eficaces de información y comparación de precios de los medicamentos.



3) Impedir la integración vertical, prohibiendo la propiedad y administración de laboratorios y farmacias en manos de las mismas personas.



4) Prohibir los incentivos para la venta de determinados medicamentos.



5) Sancionar penalmente el comercio no autorizado de remedios y el uso indebido o malicioso de una receta médica.



Cabe recordar que la Comisión de Salud, en sesión de 30 de junio del año pasado, solicitó autorización a la Sala para discutir en general y en particular en el primer informe tres proyectos en conjunto, que corresponden a mociones de los Honorables señores Girardi y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami; del Honorable señor Muñoz Aburto, y de los Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide.



Esas tres iniciativas se aprobaron en general por tres votos a favor (de los Honorables señores Girardi y Ruiz-Esquide y del ex Senador señor Ominami) y un voto en contra (del Honorable señor Kuschel).



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Salud refundió los tres proyectos ya mencionados, y el texto resultante se puede consultar en la parte pertinente del informe de la Comisión.



La letra a) y el inciso final de la letra b) del artículo 1º se aprobaron por mayoría de votos. En el caso de la letra a), relativa al número de farmacéuticos, con el voto en contra del Senador señor Kuschel. Y el inciso final de la letra b) se aprobó con su abstención.



Corresponde señalar que la letra c) del artículo 1º, referida a la incompatibilidad entre la propiedad y administración de una farmacia o droguería con la de un laboratorio, fue aprobada por tres votos a favor (de los Honorables señora Rincón y señores Girardi y Rossi) y uno en contra (del Senador señor Novoa).



El Honorable señor Chahuán dejó constancia de su posición contraria a las normas que pretenden impedir la integración vertical.



La Senadora señora Matthei formuló cuestión de constitucionalidad respecto de la letra c) del artículo 1º, pues, a su juicio, en otras áreas de la economía la integración vertical se encuentra permitida.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero referirme al proyecto que presentamos junto con el Senador señor Ruiz-Esquide y que, como muy bien señaló el señor Secretario, se refundió con otras iniciativas que el Honorable señor Girardi (Presidente de la Comisión) y el Senador señor Ruiz-Esquide podrán explicar en toda su integridad.



Elaboramos la moción con la colaboración de los químicos farmacéuticos de la Quinta Región. Esta busca impedir todo tipo de incentivos, tanto para vendedores como para pacientes-clientes, a la venta de productos farmacéuticos que requieren receta médica.



Creemos firmemente que el ejercicio de estas prácticas se ha transformado en un problema de salud pública relevante que requiere una regulación para restringirlas y prohibirlas, antes de que una tragedia nos haga tomar conciencia de la necesidad de legislar.



Todos conocemos, estimados colegas, la costumbre que tenemos los chilenos de autorrecetarnos o de compartir los beneficios de algún medicamento con un vecino, familiar o amigo, sin pasar previamente por una decisión médica.



Y quiero subrayar un solo ejemplo, señor Presidente, que me parece pertinente al respecto.



Regularmente, cuando uno concurre a una farmacia observa que existe una oferta del mes o la llamada “oferta dos por uno” de un fármaco como el migranol, que se utiliza en el tratamiento de la jaqueca o los dolores de cabeza y que parece inofensivo. Sin embargo, dicho medicamento debería venderse siempre bajo receta médica y de ninguna manera ofrecerse en el mesón, menos aún aprovechando la posibilidad de llevar dos al precio de uno.



El consumo excesivo de migranol -como he recogido de médicos y especialistas en el tema- puede provocar serios trastornos a la salud. En personas con antecedentes de dolencias cardíacas y accidentes vasculares, aumenta la posibilidad de producir obstrucciones de las arterias cerebrales o cardíacas, ocasionando infartos o incluso la muerte. De ahí el peligro de vender en las farmacias un producto en oferta “dos por uno”, sin necesidad de receta médica alguna.



Asimismo, mediante el proyecto en debate quisimos relevar el rol del farmacéutico. Este es un profesional especializado que cumple una función significativa en la orientación de los pacientes-clientes y muchas veces se convierte en un verdadero protector público de la salud de las personas.



Sin embargo, dichos especialistas no solo han debido asumir su importantísimo desempeño profesional, sino que, muy por el contrario, su labor ha quedado en un segundo plano, debido a que hoy en la gran mayoría de las farmacias deben asumir como administradores o gerentes.



Soy Senadora de la Región Metropolitana, conozco la situación de las farmacias de mi circunscripción, que generalmente pertenecen a cadenas farmacéuticas, y he podido apreciar cómo las personas, cada vez que recurren al farmacéutico, tienen que esperar un largo rato, dado que esos profesionales deben desempeñarse simultáneamente como gerentes o administradores, en circunstancias de que esa función no es propia de ellos, quienes solo debieran preocuparse de velar por la protección de la salud de los pacientes.



Por tal motivo, nos parece insuficiente, dada la doble labor que desarrollan estos profesionales en establecimientos con altos volúmenes de ventas, contar con uno solo de ellos en cada recinto, tal como exige la normativa vigente. Somos partidarios de separar las funciones de administración y gerencia de una farmacia con las que debe cumplir un químico farmacéutico.



Por las razones anteriormente enunciadas, valoro que la Comisión de Salud haya analizado el proyecto y, desde ya, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar.



He dicho.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Aprovecho esta oportunidad para saludar a un grupo de adultos mayores de la comuna de Quilpué, pertenecientes a TURQUILAM (Turismo Quilpué del Adulto Mayor), que se encuentran en las tribunas.



Les damos la bienvenida a esta Alta Corporación y les agradecemos que nos acompañen hoy día.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto en debate es muy importante y nació de una situación dramática que vivió la sociedad chilena. Esta, en determinado momento, se vio enfrentada a la colusión de ciertos monopolios, los cuales representan cerca del 95 por ciento de los puntos de venta de medicamentos en el país y que -tal como se demostró- se coludieron para subir los precios de algunos fármacos hasta en un mil por ciento.



Esa práctica anómala provocó que una receta de medicamentos de uso corriente, que normalmente debiera costar alrededor de cinco mil pesos, superara los 20 mil pesos. Por ejemplo, un niño que padecía una bronquitis obstructiva y necesitaba dos inhaladores: el Salbutamol, cuyo costo se acerca a los mil 300 pesos, alcanzó un precio aproximado de 10 mil pesos; y el Inflammide, que vale cerca de 4 mil pesos, subió, más o menos, a 15 mil pesos.



Además, los precios de otros productos como los antibióticos se incrementaron de manera absolutamente excesiva. O sea, un tratamiento farmacológico de uso corriente se transformó en algo inaccesible. Igual situación quedó en evidencia con los hipotensores, los anticonceptivos, etcétera.



Por ello, algunos parlamentarios presentes en este Hemiciclo recurrimos a la Fiscalía Nacional Económica para interponer una denuncia que fue acogida por dicho organismo. Incluso algunas farmacias reconocieron posteriormente que fueron parte de la colusión y de ese fraude. Hoy día esa presentación todavía se encuentra en investigación e incluso introdujimos acciones penales.



La iniciativa legal que formulamos con los Senadores Soledad Alvear, Mariano Ruiz-Esquide, Pedro Muñoz Aburto, Fulvio Rossi y el que habla pretende establecer una prevención permanente y no ocasional a esta situación, y apunta a terminar, de una vez por todas, con estas prácticas inadecuadas.



Por ejemplo, el proyecto consagra y reitera una obligación. Las farmacias no tienen listas de precios. Nosotros acudimos a los tribunales e interpusimos acciones legales, con el fin de que fueran sancionadas por ello. Pero estas, de manera absolutamente reactiva, recurrieron a la Corte de Apelaciones sin pagar las multas que les fueron exigidas.



Toda actividad comercial requiere listas de precios. Las farmacias son las únicas instituciones del país donde los consumidores no pueden comparar los valores de los medicamentos.



Si ustedes, señores Senadores, desean comprar un paracetamol, les venderán el que el dependiente quiere y no les mostrarán el conjunto de denominaciones o marcas de paracetamoles para que puedan elegir de acuerdo a sus precios.



Por otro lado, tenemos el problema de que los precios no figuran en el envase de los medicamentos, razón por la cual se pueden modificar de manera oportunista dado que nadie conoce el valor verdadero, salvo el encargado de venderlos.



Asimismo, aspiramos a establecer una definición de “receta médica”, porque hoy día ese documento se ha convertido en un amplio espectro de situaciones distintas y consideramos fundamental establecer con claridad su definición. Y, al mismo tiempo, queremos impedir que la receta médica sea sustituida en función de las ventajas o intereses que persiguen las farmacias o de los convenios que suscriben con un determinado laboratorio, mediante el cual pueden rentar más por cierto medicamento y no por otro.



Los colegas Senadores saben muy bien que dentro de las denuncias que presentamos se mostraba el point of sale (POS) de una farmacia, esto es, el computador que tiene a la vista el dependiente. Con ello -y a veces esto sigue ocurriendo-, el vendedor no solamente tiene acceso al listado de medicamentos alternativos -por ejemplo, en lo que respecta a un paracetamol obtiene las distintas marcas con sus respectivos precios-, sino que además puede conocer la “cometa” que le entregarán. Es decir, si el dependiente vendía un paracetamol que estaba fuera del convenio ganaba 5 pesos por unidad vendida; en cambio, si ofrecía el producto que se encontraba en comisión obtenía 200 pesos por cada una.



Entonces, resulta evidente que ese trabajador, quien más encima debe hacerse su remuneración ofreciendo esos productos, prefería vender el fármaco que le abonaba los 200 pesos y no el más barato, el cual muchas veces resultaba más caro para el paciente.



Por lo tanto, este proyecto de ley sanciona y prohíbe el pago de “cometas”, pero -¡por favor!- no solamente al dependiente y a la farmacia en que labora, sino también a los médicos que indiquen medicamentos en virtud de algún tipo de estímulos que les ofrezcan los laboratorios.



En consecuencia, queremos abordar toda la cadena del proceso, no que el hilo se corte por lo más delgado. Por eso, el fin de los incentivos es una cuestión muy importante para nosotros.



Al mismo tiempo, disponemos que si el médico prescribe en su receta el medicamento de marca debe poner a la vez el alternativo genérico para darle la posibilidad al paciente de hacer las sustituciones del caso. Por ejemplo, si a una persona le recetan un antibiótico cuyo costo asciende a 30 mil pesos y existe el genérico con un valor inferior a 5 mil pesos, él podrá solicitar el fármaco más económico. Pero, lo que no resulta admisible es que el dependiente le cambie el medicamento caro por otro de similar precio; por último, debe ofrecerle solo el genérico.



El objetivo de esa norma es garantizar que el cambio en la receta vaya en beneficio del paciente y no en su contra.



Además, cabe recalcar que el proyecto prohíbe, entre otras cosas, la comercialización ilegal de medicamentos. En nuestro país hay ferias que son verdaderas farmacias, lo cual tiene que ver con un problema de acceso a los remedios. Sabemos que la gente a veces no tiene dinero, pero es muy peligroso vender medicamentos en esas condiciones, pues ignoramos lo que contienen. Algunos están vencidos; otros, cuando se exponen al sol pierden su característica farmacológica. Y eso, evidentemente, configura una situación compleja.



Se sanciona también el uso malicioso de la receta. Muchas veces se falsifican tales documentos para adquirir psicotrópicos, drogas; pero las sanciones son menores. También queremos regular esta materia.



Y algo muy importante. Se crea -con el común acuerdo del Ejecutivo anterior y del actual- la llamada “receta médica electrónica”.



Así como estamos avanzando en la licencia médica electrónica, propiciamos que exista en Chile la receta médica electrónica, que permita a los facultativos habilitados para extender ese documento, contar con un instrumento más ágil, menos burocrático, más transparente y sin el problema de la letra ilegible de nosotros, los médicos, que con frecuencia dificulta el acceso a su comprensión por parte del paciente. Además, genera nuevos canales de distribución y de venta. Y existirán mañana farmacias virtuales, que contribuirán a que haya más y mejor competencia.



También se consigna algo muy trascendente: la confidencialidad de los actos médicos. 



Sabemos que hay farmacias que violan el derecho a la información sensible de los pacientes -es una práctica común hoy día-, porque fotocopian la receta, donde aparece el nombre del médico, y se la envían a una empresa. Esta la codifica, efectúa un análisis de ella y le hace llegar a los laboratorios la información de lo que recetó dicho profesional. Ello, para que después aquellos puedan hacer -por así decir- un lobby dirigido al médico diciéndole: “Usted está recetando mucho -o muy poco- tal medicamento”. 



A nuestro parecer, eso constituye un uso abusivo de la información; un uso ilegal de una información sensible. Por lo tanto, se dispone la prohibición de utilizar información confidencial para cualquier otro fin que no sea el del interés del paciente. 



Ello no obsta a que las farmacias den a conocer tal información para usos estadísticos; pero no podrá llevar el nombre del paciente ni el del médico. 



Lo anterior es válido, igualmente, para los exámenes de laboratorios clínicos.



Además de las materias a las cuales se refirió la Senadora señora Alvear, a nuestro juicio, la iniciativa reviste gran trascendencia, dado que ayudará a prevenir irregularidades y a defender los derechos de los pacientes. Esto queda de manifiesto en el hecho de que actualmente las farmacias no cuentan ni siquiera con el elemento más simbólico: la lista de precios.



Por último, deseamos reafirmar nuestra decisión de regularizar las condiciones laborales en las farmacias, donde todavía existe mucha precariedad. Por ejemplo, el no cumplimiento de los horarios ahonda el problema y a menudo induce a irregularidades y hechos injustos cuya comisión no deseamos. 



En ese sentido, se requerirá -tal vez no en la ley- el apoyo de otras reparticiones o Ministerios, con el propósito de establecer un mercado transparente, no solo para los usuarios en cuanto a que no les suban los precios, sino también para los trabajadores de las farmacias.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se me ha pedido abrir la votación.

El señor NAVARRO.- Pero conservando el tiempo normal para las intervenciones. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto.



Si le parece a la Sala, se procederá en la forma indicada.



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hace algunos momentos escuché a la Senadora señora Alvear manifestar que cuando un químico farmacéutico se desempeña a la vez como administrador o gerente de una farmacia se produce tardanza en la atención al público.



Tal vez eso suceda en algún lugar del territorio, pero no es una realidad en el resto del país.



Pienso que debiéramos avanzar hacia una mayor modernidad con respecto al trabajo que realizan los químico farmacéuticos. Lo señalo porque, afortunadamente, Chile no es solo Santiago, donde existe una enorme cantidad de farmacias, que funcionan, por la competencia misma, las 24 horas del día. 



En Regiones esa situación no ocurre. Y no solo no ocurre sino que hay localidades aisladas, como Tierra del Fuego o Puerto Porvenir, que cuentan con una sola farmacia, ubicada al interior del único hospital público que ahí existe, que atiende 2 a 3 horas diarias, de lunes a viernes. No abre los domingos ni los festivos. Y esto se repite, sin lugar a dudas, en diversas partes.



Por eso, señor Presidente, quiero valerme de este proyecto de ley -entiendo que en su texto se refundieron tres mociones (entre otras, de los Senadores señor Muñoz Aburto, señora Alvear y señor Girardi)- para proponer una apertura hacia la modernidad: establecer el servicio de químico farmacéutico on line solo en lugares apartados, donde no pueda llegar uno de dichos profesionales a ejercer su función por resultar económicamente inconveniente para determinada cadena de farmacias. 



Este tipo de situación se presenta hoy en numerosas otras áreas. Se creó, por ejemplo, el sistema de firma electrónica, o el de estudios e-learning on line, donde uno puede perfectamente seguir una carrera, incluso profesional. 



Entonces, por qué no basarnos en esa modernidad para instaurar el servicio de químico farmacéutico on line, a fin de que esta prestación se entregue en todo el país y no solamente en la Capital, donde, por lo que he escuchado en intervenciones anteriores, la gente se queja de demora en la atención, producto de que el químico farmacéutico, simplemente, cumple también otras funciones.



Ojalá el Ejecutivo pudiera acoger la idea que he planteado, ya que en zonas apartadas, como Tierra del Fuego, Juan Fernández, Isla de Pascua, a las cuales, con enorme esfuerzo -según entiendo-, las cadenas de farmacias han destinado un químico farmacéutico, muchas veces este profesional no puede radicarse allí, con su familia, por no ser rentable para aquellas.



Por otra parte, señor Presidente, deseo aprovechar la oportunidad para solicitarle al Gobierno, al Estado de Chile, que de una buena vez haga algo por los adultos mayores que no pueden acceder a la compra de medicamentos cuando estos no se encuentran en el servicio público. 




Al respecto, es necesario -lo hemos expresado en innúmeras oportunidades- eliminar el IVA a los remedios para la diabetes, la hipertensión o afecciones cardiovasculares. Se trata de medicamentos especiales destinados a tratar, fundamentalmente, enfermedades que están más orientadas a la población de adultos mayores.



Se requiere la mano interventora del Estado para suprimir, de una vez por todas, el impuesto al valor agregado a los remedios de uso diario      -que los encarece- para pacientes del segmento de adultos mayores.



Anuncio que aprobaré en general la iniciativa, que, como dije, refunde tres proyectos, por cuanto, aunque no es un gran paso, constituye un avance importante. 



Y reitero la necesidad de abrirse a la discusión en el sentido de generar mucho más modernidad con relación al trabajo de los químico farmacéuticos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto de ley que nos ocupa, como bien han señalado los señores Senadores que me antecedieron, refunde tres mociones sobre la materia y fue motivo de un amplio debate en la Comisión de Salud de esta Corporación, donde se escucharon versadas opiniones de los representantes de distintos sectores relacionados con el tema farmacéutico.



Entrando en la materia sobre la cual recae la iniciativa, debo expresar, en primer término, que los medicamentos no son un producto comercial cualquiera. Cuando hablamos de fármacos o remedios, como comúnmente se les denomina, debemos conjugar necesariamente los términos de calidad y seguridad. 



Y si hablamos de salud pública, es preciso armonizar los riesgos del autoconsumo en la población, el costo social, el mayor gasto que significa asistir a quienes se intoxiquen y el fracaso del Estado en cumplir su deber primordial de tutelar la vida y la salud de todos los habitantes del país, obligación que, por lo demás, está expresamente establecida en la Constitución Política.



Los medicamentos, por su propia naturaleza o sus condiciones de su uso, llevan implícita la posibilidad de causar daño, eventualidad que no siempre se encuentra en la mayoría de los demás bienes que se venden y consumen ordinariamente en el país.



Los riesgos sanitarios para la población al no existir una venta asistida son, entre otros, los siguientes: aumento de las intoxicaciones; riesgos en la interacción de los fármacos; robo de estos, y pérdida de la función de asistencia en su adquisición.



En los países donde se han producido estas situaciones, las intoxicaciones y el gasto en salud pública se incrementaron dramáticamente. 
De ahí la necesidad de relevar efectivamente la importancia de los químico farmacéuticos, en particular en la atención al público cuando se hallan a cargo de este tipo de establecimientos.



Entonces, no podemos sino estar de acuerdo con la obligación que se consigna en el proyecto en orden a establecer una asistencia profesional farmacéutica en el expendio de medicamentos, salvo las excepciones calificadas que la misma disposición contempla.



De igual modo, concordamos con la obligación que se impone en el sentido de informar debidamente al público consumidor respecto del precio de los fármacos, en forma clara y transparente, como asimismo de las normas que rigen su venta, de modo que puedan ser entendibles plenamente por aquel.



También, compartimos absolutamente la disposición que obliga al expendio de medicamentos sobre la base de receta extendida por un profesional de la salud, en forma legible, cuyo contenido ha de ser reservado y revelable solo con consentimiento expreso del paciente, dado por escrito. Esto, atendidas fundamentalmente denuncias formuladas sobre el particular y que se han hecho públicas.



Concordamos igualmente con la responsabilidad solidaria que se atribuye al propietario del establecimiento farmacéutico, a su director técnico y al auxiliar que hayan provocado daños a la salud por venta de medicamentos sin receta no obstante tener que hacerlo bajo prescripción contenida en ella. Todo esto, sin perjuicio de la responsabilidad sanitaria que proceda.



Además, estamos contestes en que debe sancionarse penalmente la importación, fabricación, adquisición o almacenamiento de productos farmacéuticos sin la respectiva autorización sanitaria, o la comercialización de ellos.



Por último, compartimos el texto del artículo 319 bis, nuevo, que se introduce al Código Penal, norma que sanciona corporalmente el uso indebido o malicioso de recetas médicas, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondiere aplicar a causa de la muerte o lesiones que derivaren de tales hechos dolosos.



Como se puede apreciar, este proyecto de ley conjuga una serie de disposiciones que van en el sentido correcto. Por tanto, estamos plenamente de acuerdo con la idea de legislar respecto a esta materia tan sensible.



En tal virtud, compartimos la mayor parte de su texto, por cuanto es menester incorporar las normas ya referidas tanto al Código Sanitario como al Código Penal.



Sin embargo, al igual que la Senadora Evelyn Matthei, quien forma parte de la Comisión de Salud, hago expresa reserva de constitucionalidad sobre lo establecido en el nuevo inciso que se incorpora al artículo 126 del Código Sanitario, pues la integración vertical a que se refiere dicho precepto no es necesariamente negativa. Y si se dan malas prácticas o abusos, hay otros mecanismos legales destinados a corregirlos, los cuales se encuentran contenidos en distintos cuerpos legales, como la Ley de Libre Competencia o la Ley de Protección al Consumidor.



Por otra parte, todos sabemos que en otras áreas de la economía la integración vertical sí es plenamente permitida, porque, al igual que en este caso, existen los resguardos legales para evitar abusos o malas prácticas.



Por las razones expuestas, daré mi respaldo a este proyecto de ley. Y, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicito votación dividida para la letra c) del artículo 1° de esta iniciativa refundida, a la vez que reitero mi reserva de constitucionalidad en cuanto al nuevo inciso que se incorpora al artículo 126 del Código Sanitario en lo concerniente a la integración vertical.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, vamos a aprobar en general, creo yo (y me alegro de eso), el proyecto en debate. Y nosotros, sus autores, por supuesto que lo respaldaremos con mucha fuerza, porque surgió de un esfuerzo que se hizo en la Comisión de Salud para unir tres iniciativas que abordaban distintos aspectos relacionados con la misma materia.



El punto central de las modificaciones radica en, primero, tener conciencia de que la farmacia; el despacho y la distribución de medicamentos; las recetas médicas, la observancia de ellas y su privacidad son elementos esenciales para las personas en el manejo de las enfermedades.



En esta Sala hemos hablado varias veces de que a lo largo de casi 30 años en Chile se ha ido haciendo fuerte la tendencia a comunicarse entre el médico, los laboratorios, las farmacias y algunas entidades económicas y financieras para saber quién es quién en el despacho de las recetas; conocer la verdadera realidad, y, a partir de esa relación, sacar conclusiones francamente inadmisibles, pues las recetas, al igual que las licencias médicas, deben ser, a nuestro juicio, esencialmente privadas.



Por eso, refundimos todo lo que venía en proyectos separados y discutimos sobre aquello en lo que creímos posible avanzar. 



Nos quedan cuestiones esenciales. Por ejemplo, la de la colusión, que en este momento se halla en la justicia; por lo tanto, no podemos intervenir a su respecto.



De otra parte, parece absolutamente inadecuada la integración que hoy se observa entre laboratorios, recetas, médicos y pacientes. Todos se coluden, y de alguna manera se termina haciendo de la receta médica el elemento más caro que existe ahora en la red o en la cadena de salud o de mejoramiento de las personas. Y esto nos ha llevado a un encarecimiento casi inaceptable de los medicamentos.



En la actualidad, de todos los actos de la medicina, probablemente el de la receta médica y los fármacos es el más caro para el paciente. La receta es la parte más onerosa. Después vienen los exámenes; luego, la atención médica especializada; en seguida, la medicina general, y por último, todo lo relativo a prevención, en circunstancias de que, en una adecuación razonable de los tiempos, debería ser justamente al revés.



Señor Presidente, en este proyecto hay tres o cuatro cosas a las que deseo referirme. Las otras ya fueron colocadas en el debate.



Primero, la existencia de un farmacéutico o químico farmacéutico para la atención a los usuarios no es un afán inútil. No se trata de un encarecimiento innecesario, contrariamente a lo que algunos podrían pensar. Se requiere esa participación en las farmacias porque la experiencia indica que en determinado momento personajes insólitos despachan recetas a personas que no tienen un alto nivel educacional, a las que les pasan gato por liebre -por decir lo menos-, o las inducen a comprar lo más caro, o les hacen cambios -a veces son necesarios- sin ninguna cultura farmacéutica o bioquímica.



En consecuencia, a nuestro entender, debe mantenerse la exigencia que se impone sobre el particular.



Aunque de un ámbito distinto, hay otro aspecto que consideramos de la mayor relevancia: la incorporación en el artículo 123 bis de la obligación de informar claramente el valor de cada medicamento. Alguien citó diversos casos para justificar tal exigencia. Pero la verdad es que basta ir de una farmacia a otra para ver que la diferencia de precios es abismante.



Ahora bien, se ha discutido y rechazado aquí, en el Senado, la idea de la integración. Eso está relacionado con los dos aspectos anteriores: precio y despacho de los fármacos correspondientes y adecuados.



La primera manera de comprender aquello pasa necesariamente por entender que el expendio de medicamentos tiene una connotación distinta de cualquier otra venta, de la naturaleza que sea. Es posible intercambiar cigarrillos, en fin. Pero comercializar fármacos a través de una persona carente de conocimientos es altamente inconveniente, insano, aparte implicar uso arbitrario de un derecho que no se les ha conferido a las farmacias.



Esa materia -no recuerdo bien si viene o no aquí; me parece que sí- dice relación también a algunas de las propuestas que se han traído al debate, en el sentido de hacer posible la venta de medicamentos en otros lugares; por ejemplo, en los supermercados.



Considero, señor Presidente -lo digo con franqueza-, que estamos en pañales en cuanto al control a las farmacias.



Desde los tiempos muy lejanos en que yo ejercía la medicina, ha pasado mucha agua bajo los puentes. Pero, a decir verdad, en aquellos años teníamos una exigencia muy grande en materia de vigilancia a las farmacias. El médico era del todo responsable; y el farmacéutico, también.



En la vieja farmacia de barrio, ahora tan preteritada, obviamente era más fácil exigir ese control. Hoy día, no obstante, existen carencias a tal efecto, pues las farmacias, constituidas en cadenas, han ido sobrepasando la ética esencial, sin la cual nunca podremos controlar ni el problema de los medicamentos, ni el de la salud, ni el de la atención, a menos que se impartan sobre el particular clases obligatorias en todas las escuelas.



Si ya tenemos dificultades con lo que se hace hoy en las farmacias, donde existe un profesional de la salud -por lo tanto, una persona que cuando jura se compromete a dar cumplimiento a las normas éticas-, ¡Dios nos pille confesados frente a lo que pueda ocurrir en los supermercados...!



Sé que algunos señores Senadores sostienen: “Mientras más abramos la venta a los supermercados, más posibilidades de que haya abaratamiento de los fármacos”.



En mi concepto, al abrir uno el mercado da lugar a grandes cadenas que igual terminan encareciendo los medicamentos, sobre todo cuando se necesita un remedio de urgencia a las doce de la noche y se paga por él lo que cobre la farmacia.



Se dice: “Si tiene algún problema para comprar un fármaco, busque, rebusque”.



Yo quiero saber una sola cosa: si para atender a una persona que enfrenta en la noche una urgencia cardiológica o de cualquier otra naturaleza se necesita un medicamento por el que una farmacia cobra determinado precio, ¿se encontrarán abiertos a las dos de la mañana otros establecimientos donde se pueda buscar un costo alternativo menor?



Desgraciadamente, el Gobierno terminó sacándole la característica de ley a otro proyecto que tenemos, en materia de turnos de farmacias. Así, para este efecto, únicamente se necesita, al parecer, un decreto o una ordenanza del Ministerio de Salud. Pero lo cierto es que ahora no hay farmacias de turno, pues, según sus propietarios, ¡no sale a cuenta...!



Entonces, señor Presidente, estamos tergiversando el sentido de los medicamentos.



Finalmente, en el minuto que me queda, quiero hacer hincapié en que el inciso sexto del artículo 127 de reemplazo que se propone para el Código Sanitario dispone, como cosa esencial, que “Las recetas médicas, los análisis y exámenes de laboratorios clínicos y los servicios relacionados con la salud son reservados...”.



Como ya lo mencioné, la circunstancia de que no haya reserva a ese respecto termina repercutiendo económicamente. Porque hoy  los bancos aprovechan las conexiones que tienen con las isapres, con el FONASA, con los laboratorios y con las farmacias para saber si le dan o no un préstamo a determinada persona.



Por eso, aprobaré la idea de legislar. Y todavía existe la chance de introducir en la discusión particular algunas modificaciones que me parecen convenientes.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, aquí se han enumerado los aspectos más importantes de este proyecto, que hoy se votará en general.



Quiero recalcar que se trata de una iniciativa trascendente. No resuelve todos los problemas que hay en el mercado farmacéutico. Empero, indudablemente, regula y ayuda a corregir varias imperfecciones que existen en un mercado bastante asimétrico.



A quienes no hayan leído su texto en detalle debo señalarles que la ley en proyecto -despejaré una duda- no tiene ninguna relación con la venta de medicamentos OTC o medicamentos para cuya venta en supermercados u otros lugares distintos de las farmacias no se requiere receta. Estoy de acuerdo con esto último. De hecho, comentábamos con el Senador Tuma que hoy las farmacias parecen supermercados, porque a veces expenden de todo, menos fármacos.



Ahora, el proyecto en debate nació -ya lo expresaba el Presidente de la Comisión de Salud- cuando se produjo la colusión o el cartel de las grandes cadenas farmacéuticas, lo que finalmente se tradujo en la fijación de precios y en un abuso contra los consumidores y la gente modesta que concurre a las farmacias en busca de un tratamiento.



Por eso yo resalto, quizá como los más relevantes, justamente los aspectos que no le gustan demasiado al colega Chahuán: los relacionados con la prohibición de la integración vertical.



Esta iniciativa -y en la Comisión hubo votación dividida al respecto- prohíbe que el dueño de una farmacia lo sea además de un laboratorio. 



Creo que el daño que causa el cartel o la integración horizontal es muy similar al que provoca la integración vertical en cuanto a la forma como afecta al consumidor o al usuario de la farmacia respecto del precio del medicamento. Y lo hemos visto en reiteradas ocasiones en muchas cadenas farmacéuticas que a la vez son dueñas de laboratorios y, además, se coluden transversalmente y venden a precio preferencial cierto fármaco o genérico que producen.



Otro aspecto importante de la iniciativa es el establecimiento del respeto a la receta médica, que finalmente es el respeto a la prescripción del médico y al paciente en cuanto a que reciba el tratamiento que corresponde.



Los medicamentos son cambiados en la farmacia muchas veces por un incentivo, por la famosa “canela” que se paga al dependiente, al auxiliar, al director técnico e incluso al propietario de aquella.



Por consiguiente, este proyecto, con relación a la receta, solo permite el cambio al genérico. 



Es relevante destacar aquello, porque se consagra la obligatoriedad de colocar en la receta médica no solo el nombre de fantasía o el medicamento marca registrada, sino también el principio activo, el fármaco genérico (recordemos que 40 por ciento de los remedios que se venden y consumen en Chile son genéricos, y de muy buena calidad, por lo demás).



Eso, sin duda alguna, le va a significar al paciente, al momento de ir con su receta a la farmacia, la posibilidad de experimentar un ahorro notable. El genérico es bastante más barato.



Está igualmente la libertad del paciente para elegir entre un medicamento de marca y el genérico. Pero la farmacia tendrá la obligación de venderle este último. Y el médico deberá establecer el fármaco genérico en la receta, junto al nombre de fantasía, y de manera legible, con letra de imprenta, en una receta foliada o electrónica, para evitar su mal uso, el cual, por lo demás, se sanciona también en esta iniciativa. 



Asimismo, me parece importante resaltar lo concerniente a la confidencialidad de la receta. Porque los datos que figuran en ella, tanto el nombre del médico que prescribe el medicamento cuanto el del paciente, son íntimos, sensibles, confidenciales, y, por tanto, no pueden ser utilizados ni por la farmacia ni por la isapre que tenga algún convenio con ella.



Hace algún tiempo denunciamos la existencia de un convenio entre dos isapres y una cadena farmacéutica que vulneraba la confidencialidad de la información en comento.



Otro aspecto bastante significativo del proyecto tiene que ver con la obligación de las farmacias de contar permanentemente, mientras estén abiertas, con un químico farmacéutico.



Sé que algunos Senadores han manifestado preocupación por localidades pequeñas donde se dificulta el acceso de los pacientes a los fármacos. En este sentido, la iniciativa faculta a la autoridad sanitaria para permitir el funcionamiento de una farmacia, en esas circunstancias extraordinarias, sin un químico farmacéutico.



Por último, también se obliga a las farmacias a tener una lista de precios a la que se pueda acceder sin intervención de terceros, lo que permite comparar y transparentar el mercado farmacéutico en beneficio de los pacientes.



Estamos ante un proyecto relevante; no resuelve -insisto- todos los problemas existentes en el mercado farmacéutico, pero, sin duda, constituye un avance.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nuestra bancada aprobará la idea de legislar en torno a la iniciativa en debate.



Desde nuestro punto de vista, mediante ella se abordan bien diversas cuestiones que a la larga pueden constituirse en incentivos perversos a la hora en que el usuario debe decidir respecto, particularmente, a los medicamentos.



Y, desde ese punto de vista, estimamos tremendamente acertado abordar, en el artículo 127 que se contempla, la idea de que el profesional que extienda la receta, al margen de hacerlo con letra imprenta legible, debe indicar la denominación genérica, para que, en definitiva, el usuario disponga de una alternativa.



Complementario con lo anterior, señor Presidente, también es sumamente importante, para evitar distorsiones que se pueden traducir en un mayor costo para el usuario, la prohibición de incentivos de distinta naturaleza para profesionales, dependientes o consumidores.



Y, desde ese punto de vista, asimismo estimamos correcto que, respecto de algunos de los dependientes que trabajen en una farmacia, se castigue como delito, en definitiva, la entrega de un medicamento distinto del que indica la receta.



Pero, con relación a esta norma en particular, quisiera hacer una reserva de constitucionalidad, porque, en el ámbito penal, no existe la responsabilidad objetiva, sino una de carácter personal. Y el inciso quinto del artículo citado expresa, a la letra: “El propietario, el director técnico y el auxiliar de la farmacia en que se expenda un medicamento diferente del indicado en la receta”. Evidentemente, es válido establecer como delito precisamente esta acción, pero la responsabilidad penal consiguiente no puede extenderse -repito- a otros. Esta última significa que media un dolo, una intención.



Por lo tanto, hago una reserva de constitucionalidad respecto de la materia. No puede existir una responsabilidad objetiva, en efecto, sino responsabilidades personales, cuando el delito se halla tipificado.



Quisiera referirme igualmente a la integración vertical. 



En verdad, señor Presidente, hemos creado toda una institucionalidad en relación con la libre competencia. Existen una Fiscalía Nacional Económica, para investigar los delitos en ese campo, y un Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. En consecuencia, esas son las instancias para establecer o no si se registran problemas de esa índole.



Y, desde ese punto de vista, impedir la integración per se no nos parece lógico. Tendrá que intervenir dicho Tribunal o llevarse a cabo una investigación por la Fiscalía.



Ahora, si eventualmente se cometen delitos en las relaciones que pueden registrarse, estos ya se encuentran tipificados y sancionados. Pero no porque se establezca la integración vertical se va a resolver el asunto. Son cuestiones de distinta índole. Es decir, la colusión o cualquier ilícito en que se incurra en materia económica siempre va a ser investigado y sancionado por la Fiscalía y el Tribunal de la Libre Competencia.



Y creo, además, que la situación se minimiza bastante a raíz del contenido del proyecto de ley. Es decir, el hecho de que el usuario tenga la alternativa del genérico, en primer lugar; de que no existan incentivos, en seguida, y de obligarse a cualquiera que trabaje en la farmacia -al dependiente, al profesional- a entregar efectivamente el medicamento indicado en la receta, por último, va impidiendo un conjunto de prácticas.



Estamos de acuerdo con lo planteado por mi Honorable colega Chahuán, entonces, en términos de hacer reserva de constitucionalidad respecto del artículo ya mencionado.



Sin perjuicio de lo anterior, señor Presidente, juzgamos que el proyecto de ley contiene elementos valiosos como el que indiqué y vamos a aprobar la idea de legislar, sin perjuicio de abocarnos en la discusión particular a los aspectos que he expuesto en orden a perfeccionarlo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta es una iniciativa que refleja una altísima preocupación ciudadana en relación con la forma como en las farmacias se logra vender y hacer llegar hoy diversos medicamentos a los usuarios y consumidores, registrándose situaciones muy complejas que ponen en riesgo hasta la vida de quienes desean conseguirlos.



Debo consignar que el llamado “escándalo de colusión” lo denuncié en la Fiscalía Nacional Económica en su debida oportunidad. Los delincuentes de cuello y corbata que se apropiaron de 25 mil millones de pesos en dos años, coludidos respecto de más de 220 medicamentos y generándoles un mayor costo a enfermos crónicos -por cierto, los más vulnerables-, se permitieron devolver, por iniciativa propia, 2 mil 500 millones, o sea, solo 10 por ciento de lo defraudado.



La ley actual permite, en un caso semejante, que alguien sorprendido robando y a quien se le va a incautar el vehículo, por ejemplo, diga: “Me quedo con todo el auto, pero restituyo los neumáticos”. Esa es la garantía que exhibe hoy día la situación de las farmacias.



La acción de la Fiscalía Nacional Económica o del Tribunal de la Libre Competencia no ha logrado resolver la cuestión. Han pasado largos meses, años, y ninguno de los coludidos se encuentra preso. Por el contrario, en general se han radicado en otros empleos, y, por lo pronto, los dueños de las farmacias han comprado supermercados.



Ahora nos comunica el señor Mañalich, Ministro de Salud, que quiere que estos últimos establecimientos también vendan medicamentos. Y se trata de los mismos dueños. Farmacias Ahumada y otros retails como Falabella poseen acciones compartidas. Por lo tanto, se presenta una debilidad en la protección del usuario, del consumidor, de los enfermos, con ocasión de la venta de dichos productos, frente a tres cadenas que han comprado todas las esquinas del país y que, en definitiva, han matado a los más pequeños en el rubro.



Por mi parte, he sostenido la necesidad de dictar una legislación que permita resguardar la posibilidad de una mayor competencia, de que los químicos farmacéuticos puedan tener farmacias alternativas y de que estas no sean destruidas por las otras.



El proyecto apunta, en ese sentido, a un avance en la protección. Quiero dejar establecido que me voy a oponer a todo lo que signifique, impulsado por el señor Ministro o por quien fuere, vender medicamentos en los supermercados. A mi juicio, esa es una situación altamente negativa.



Lo anterior ha sido dicho por todos los especialistas, en particular por el doctor Humberto Guajardo, Director de la Unidad de Adicciones de la Universidad de Santiago: “Todo medicamento puede producir un efecto negativo”. Y ha advertido que la venta de ellos, sin receta, en las góndolas de los establecimientos podría aumentar la automedicación, habiéndose registrado efectos perversos en países como los Estados Unidos y Argentina.



Cabe agregar que más de 180 personas son recluidas en la Clínica Las Condes por este concepto. No solamente se medican los pobres, sino también los ricos, los ABC 1, quienes llegan por intoxicaciones debidas a automedicación, es decir, porque compran y toman remedios sin una receta. El proyecto tiende a que exista siempre esta última y, por cierto, a regular la venta.



En este sentido, señor Presidente, pienso que la figura de los auxiliares de farmacia debe cobrar una mayor relevancia. Los trabajadores de las empresas del rubro farmacéutico y de venta de medicamentos han denunciado una situación extraordinariamente apremiante -el Senador Girardi ya la mencionó-, porque, en contravención al más mínimo y elemental criterio de servicio público en materia de salud poblacional, se registran presiones indebidas en el cumplimiento de metas impuestas por la venta de medicamentos. Y al que no las logra se le amenaza en su estabilidad laboral.



Es un factor de precariedad en el empleo del auxiliar de farmacia, además, la multiplicidad de funciones que debe asumir. ¡Qué tal! Es preciso ofrecer tarjetas de crédito, cargar celulares, hacer aseo, revisar el vencimiento de productos, reponer medicamentos, solicitar aportes para instituciones de beneficencia y revisar pedidos.



Siempre me he preguntado adónde van las platas que se donan, señor Presidente. Por mi parte, siempre aporto, no sin alguna reticencia. Porque informan: “Va a tal hogar”. Ojalá pudiéramos tener claridad sobre el particular y hubiera una especie de cuenta. 



Pero todo lo que he señalado lo hace el auxiliar de farmacia, además de entregar la boleta.



En contravención a las normas sobre remuneración y los criterios de un empleo decente, los medicamentos vencidos y los inventarios negativos son descontados a los trabajadores, al igual que los bomberos, en las estaciones de servicio, tienen que pagar el cheque que sale protestado. El abuso es tal que, en el caso de medicamentos vencidos o de un inventario negativo -o sea, si faltan productos-, se hace el descuento respectivo en las liquidaciones de sueldo.



En ese aspecto, estas últimas no contienen el detalle de las ventas y solo señalan el pago de comisiones no especificadas. La cuestión es clara, porque la consignación de ese primer dato daría una cuenta inequívoca de la existencia de laboratorios privilegiados, de que opera el sistema del incentivo.



Es importante que los auxiliares de farmacia reconocidos por el Ministerio de Salud puedan acceder a la capacitación adecuada, figura que, por lo tanto, es preciso fortalecer. No media hoy día una alta exigencia para desempeñar el cargo, sino solo requisitos muy diversos. Tendríamos que poner especial interés en una mayor especialización. El servicio de Salud debiera contemplar ese factor.



Comparto por completo la determinación de una responsabilidad solidaria para los responsables de daños a la salud por el consumo de medicamentos que se suministren sin receta. Entonces, estamos discutiendo un proyecto de ley que aplica sanciones por ese concepto y nos encontramos con una iniciativa del señor Ministro de Salud respecto de tales productos, quien quiere ponerlos en góndolas.



Aquí tenemos que efectuar un debate mayor, señor Presidente.



En la Comisión se registraron votos en contra -entiendo que las objeciones de constitucionalidad del Senador señor Orpis algo tienen que ver con eso-, pero resulta claro que aquí es preciso legislar a favor de los enfermos, de los usuarios, de los consumidores. Porque, además, creo que las farmacias ya cuentan con suficientes abogados y defensa.



Ojalá que esta Corporación pueda legislar a favor de los débiles y no de los poderosos, porque estos no han pagado un peso. Ninguno de ellos se encuentra preso, a pesar del tremendo abuso cometido con motivo de la colusión de las farmacias.



El proyecto apunta a normar una situación muy desregulada y a beneficiar, por cierto, a las personas que hacen un uso intensivo de los medicamentos y a los consumidores, en general.



Por mi parte, voy a votar a favor de la iniciativa. Cabe discutir aspectos que pudieran ser revisados, pero manifiesto desde ya mi total oposición a que sea posible vender medicamentos en los supermercados, máxime cuando sus dueños son los mismos de las farmacias.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Pido al Honorable señor Escalona que presida por un momento.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en mi opinión, estamos discutiendo el proyecto con quince años de atraso. Recuerdo que en 1994 se constituyó en la Cámara de Diputados una Comisión Investigadora respecto del mercado de los medicamentos. Y ahí están las conclusiones. Ya en ese tiempo se afirmaba que existía un monopolio, un dominio absoluto de algunos poseedores de acciones de varias farmacias. En ese tiempo no se habían formado mucho todavía las cadenas. Sin embargo, se preveía que era un sector cada día más controlado por pocas manos. 



Se conocía también la vinculación “incestuosa”, en mi opinión, de propiedad entre los dueños de los laboratorios y los de las farmacias. Y, naturalmente, las pequeñas “boticas”, como eran llamadas en ese tiempo, tendieron a cerrar, porque los descuentos a las cadenas vinculadas a la propiedad del laboratorio hacían absolutamente inviable la continuidad de la prestación de servicios y la competencia.



Fue así como las grandes empresas compraron...

El señor NAVARRO.- ¡Las esquinas...!

El señor TUMA.- No solamente las esquinas, sino también el establecimiento completo, muchas veces con el personal incluido. Y se fueron instalando en todo el territorio nacional, hasta quedar en muy pocas manos 90 por ciento de la oferta de medicamentos, sobre la base de la vinculación de propiedad vertical con los productores, que son los laboratorios.



Ese es el mercado que tenemos hoy día y lo que ocurrió un par de años atrás, cuando se descubrió una concertación de precios y la burla a los más débiles, a los más enfermos, a muchos chilenos que, mes a mes, cada vez que reciben su pensión, van a dejar una parte importante de ella a la farmacia, con el propósito de ceñirse a una receta que prescribe un consumo permanente.



Cuando hacemos referencia al mercado de los medicamentos, entonces, aludimos a la salud, a la vida. No se trata de cualquier producto. Es algo que tiene que ver con la existencia de las personas. Y, por eso, es un ámbito que debe ser considerado con mucha cautela para el efecto de regularlo, de establecer condiciones para garantizar la salud y, al mismo tiempo, el acceso a esta.



Porque, curiosamente, a algunos señores parlamentarios que son médicos, respetables, les he escuchado exponer la necesidad -y con razón- de que todo cuente con receta y de que al facultativo se le garantice que un paciente siempre recurrirá a sus servicios para luego ir a la farmacia. Pero, al mismo tiempo, debemos garantizarles a todos los pacientes, de cualquier nivel de ingresos, el acceso a un médico. Una cantidad importante de ellos, varios miles, se hallan en espera de una consulta de especialidad, y si no pueden ser atendidos por el profesional, no lograrán ni la receta ni el medicamento. Entonces, la cuestión tiene que ver con la forma como se establecen las medidas para asegurar que los sectores más vulnerables, los de menos recursos, junto con cautelarles la salud, accedan a esta.



Voy a votar a favor del proyecto, porque apunta precisamente a las conclusiones que en la Cámara de Diputados recomendábamos hace 15 años respecto del control de la propiedad de estos servicios y de los laboratorios y su relación con las farmacias.



Creo que también debemos asegurar la reserva de los antecedentes médicos. En la Comisión de Economía estamos trabajando en un proyecto marco que tiene que ver con la manera de manejar los datos de las personas para garantizar que su titular es el dueño, sin cuya autorización nadie va a poder usar, administrar ni mucho menos difundir esa información, en especial si se trata de algo sensible.



A mi juicio, el proyecto es un avance mientras no se cuenta con una ley que proteja ese contenido de la privacidad. En particular, creo que reviste ese carácter al resguardar al menos lo concerniente a la salud de las personas y mantenerlo en reserva.



Luego, con relación al químico farmacéutico, no me parece que el acceso al medicamento, en el caso de una localidad pequeña o aislada, tenga que exceptuarse de la participación de ese profesional. Todos han señalado aquí la importancia que reviste. Si es tan indispensable, entonces ni siquiera en los pueblos apartados se puede omitir su intervención. Pero ¿qué hacemos si no es posible financiarlo; si no es posible garantizar que en pequeñas localidades esté presente las 24 horas del día o mientras funcione la farmacia?



Más bien, lo que haría el Senador que habla es modernizar y considerar la historia de la ley. Cuando se estableció la obligación de que esos establecimientos contaran con un químico farmacéutico, era la época en que los medicamentos se preparaban detrás del mostrador o por el propio profesional. Pero hoy día recorro las farmacias y la verdad es que no tengo memoria, en los últimos veinte años, de haber visto a algunos de ellos en una labor de esa naturaleza. Su presencia es importante, sin embargo, porque los consumidores necesitan consultarle. Si es así, ¿por qué tengo que obligar, a través de una ley, a que el local disponga de un químico farmacéutico durante las 24 horas, en circunstancias de que es posible comunicarse por la vía virtual, en línea o telefónica? 



¿Por qué no establecemos en la ley que todas las farmacias deberán garantizar algún modo de comunicación inmediata, directa, con el cliente? Así evitaríamos lo planteado por la Senadora señora Alvear: que los químico farmacéuticos hagan de todo -administrar, revisar los stocks, gerentear, ir al banco, financiar- menos cumplir con lo que señaló el legislador cuando consagró la obligación de que las farmacias contaran con dicho profesional.



Yo soy partidario de modernizar dicho servicio. Presentaré  indicaciones en su oportunidad para los efectos de que todas las farmacias del país dispongan de algún otro sistema. Las que quieran funcionar con la presencia de un químico farmacéutico, bueno, lo podrán hacer. Y verán la reacción del público frente a esa ventaja respecto de la competencia. Pero otras podrán decir: “Nosotros habilitaremos un call center, una plataforma a través de la cual se garantizará a todos los clientes la comunicación directa con el químico farmacéutico, quien resolverá todas las consultas que se le formulen”. 



Porque hoy día no se cumple la función que se fijó en la legislación, que -como dije- obligaba a tener un químico farmacéutico presente en cada farmacia.



De hecho, sugeriría capacitar y dar mayor relevancia a los auxiliares de farmacia, quienes debieran jugar un papel más importante en la orientación de los pacientes.



Señor Presidente, el proyecto apunta en la dirección correcta; por tanto, voto favorablemente la idea de legislar. Espero, sí, que en la discusión particular se acojan las indicaciones que tiendan a modernizar ese sector de la economía.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, anuncio mi voto favorable a este proyecto, que refunde tres mociones de colegas Senadores y que, en mi opinión, va en la dirección adecuada. 



Como es natural, los medicamentos, sobre todo los con receta retenida, deben ser proporcionados por los químico farmacéuticos. Ello me parece absolutamente correcto y constituye un resguardo para toda la ciudadanía.



En todo caso, estaremos muy atentos para presentar indicaciones en el plazo que se fije, porque hay que introducir algunos perfeccionamientos a la iniciativa.



Intervengo, señor Presidente, más que nada para advertir de algo que ya nos ha pasado en otros proyectos de ley: que Comisiones especializadas en un área se inmiscuyen en ámbitos propios de otras. Tiempo atrás vimos cómo la Comisión de Transportes propuso modificaciones al Código Penal. Ahora sucede una situación similar: la Comisión de Salud, en el artículo 2°, plantea agregar dos artículos -el 319 y el 319 bis- a ese mismo Código, materia que es competencia de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



En consecuencia, solicito que la iniciativa también sea conocida por este último órgano técnico, a fin de que revise la incorporación de esas dos normas al Código Penal. 



Recuerdo a los colegas que hace algún tiempo, en el mes de noviembre del año pasado, la Comisión de Transportes sugirió una enmienda terrible a dicho cuerpo legal, que, afortunadamente, paramos en la Sala. Espero que lo mismo pase con el referido artículo 2º.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la salud y, por ende, la atención sanitaria de la población es un derecho humano esencial y debe ocupar el mayor cuidado de las autoridades. 



El éxito de las acciones que se realizan con dicho fin pasa por la provisión suficiente, oportuna y a precios adecuados de las atenciones médicas, de los exámenes y tratamientos, y de las medicinas indispensables para la recuperación de los pacientes.



En este último ámbito, la ciudadanía fue testigo de cómo tres cadenas de farmacias, que concentran buena parte del mercado nacional, utilizaron su posición comercial privilegiada para establecer acuerdos sobre los precios de los medicamentos más solicitados, afectando con ello la competencia y perjudicando gravemente a los usuarios.



La Fiscalía Nacional Económica formuló la denuncia correspondiente al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y el litigio se encuentra en avanzado estado tras la confesión de una de las partes involucradas. 



El hecho motivó la enorme preocupación y, por cierto, la indignación de la comunidad y de diversos sectores del quehacer nacional, ya que se trata de un ámbito demasiado sensible para la población. 



Fruto de ello, la normativa protectora de la libre competencia ya experimentó modificaciones importantes.



Sin embargo, con el objeto de evitar que situaciones tan reprochables puedan reiterarse en el futuro, diversos parlamentarios han propuesto soluciones legislativas que buscan brindar una mayor transparencia, específicamente, al mercado farmacéutico.



Entre ellas, me parece una contribución la que impone a los distribuidores de medicamentos la obligación de señalar claramente en los envases el precio de los remedios. Así se evitan acciones inescrupulosas que, valiéndose de la desinformación, buscan impedir que la ciudadanía adquiera los de menor valor.



Hasta ahora, lamentablemente, los mostradores de las farmacias, más que un lugar para acceder a una solución económica y eficaz al problema de salud, son el escenario de una cuasi guerra, en que los dependientes, a causa de las políticas de incentivo, tratan de influir en la decisión de los compradores al instarlos a preferir determinados productos. La transparencia, la solidaridad y la preocupación fundamental por la recuperación de la salud pasan a segundo plano en este tira y afloja, donde muchas veces también la prescripción médica es desatendida.



Considero que el proyecto a que ha arribado la Comisión, que es el resultado de tres mociones parlamentarias, constituye un importante aporte para que nunca más volvamos a tener hechos tan vergonzosos como los vividos con la colusión de esas cadenas. 



Por ello, voto a favor.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Había pedido la palabra para fundar su voto el Senador señor Letelier, pero no se encuentra ahora en la Sala.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor, 1 en contra y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón, y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Kuschel.



No votó, por estar pareado, el señor Lagos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por desgracia, señores Senadores, no contamos con quórum para fijar plazo de indicaciones.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Efectivamente, no hay quórum, por lo que tendría que darse por terminada la sesión. 



En todo caso, pido que quede resuelta la solicitud que hice llegar a la Mesa a efectos de remitir el proyecto también a la Comisión de Constitución.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Ello también quedará pendiente para mañana, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Como no existe quórum suficiente para tomar acuerdos, se levantará la sesión, pero antes daremos curso a los oficios requeridos.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALVEAR:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe sobre DIVERSOS ASPECTOS DE PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE AUTOPISTA “COSTANERA CENTRAL”.



Del señor HORVATH:


A la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándole REVISIÓN DE PROYECTO DE CENTRAL TERMOELÉCTRICA CASTILLA.



Del señor KUSCHEL:



Al señor Ministro de Educación, requiriéndole antecedentes acerca de AVANCE DE PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN DE ESCUELAS Y LICEOS EN REGIÓN DE LOS LAGOS, y al señor Alcalde de Castro, pidiéndole informar sobre REPARACIÓN Y MEJORAMIENTO DE CAMINO A TEN-TEN.



De la señora RINCÓN:


Al señor Ministro de Educación, para que informe respecto a TRAMITACIÓN DE EXPEDIENTE SOBRE SUBVENCIÓN PARA ESCUELA RURAL DE LENGUAJE “MUNDO INFANTIL”, DE CHADA (Región Metropolitana).



Del señor ROSSI:



A los señores Intendente y Contralor de Arica y Parinacota, solicitándoles INFORME SOBRE MOTIVOS DE PETICIÓN DE ANTECEDENTES A SEREMIS EN RAZÓN DE ÚLTIMO MENSAJE PRESIDENCIAL, CON INDIVIDUALIZACIÓN DE FUNCIONARIO REQUIRENTE.
)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente accidental).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:43.








Manuel Ocaña Vergara,
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXCEPTÚA A EMPRESA NACIONAL DE PETRÓLEO (ENAP) DE APLICACIÓN DE ARTÍCULO 15 DE LA LEY Nº 20.402, QUE CREA MINISTERIO DE ENERGÍA

(7022-08)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Agrégase en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.402, que creó el Ministerio de Energía, la  siguiente frase después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.):

“Lo anterior es sin perjuicio de las atribuciones que la ley N° 9.618, que creó la Empresa Nacional del Petróleo, confiere al Ministerio de Minería respecto de la Empresa Nacional del Petróleo, en la cual el referido Ministerio conservará todas las atribuciones señaladas por dicha ley.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EVITA EL NO PAGO DE TARIFA EN VEHÍCULOS DE LA LOCOMOCIÓN COLECTIVA

(6948-15)


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
"Artículo 1°- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 200 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones: 

a)En su número 39 sustitúyese la coma (,) y la conjunción copulativa “y” que le sigue, por un punto y coma (;); 

b)En su número 40 reemplázase el punto final (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa “y”, y 

c)Agrégase el siguiente número 41:

"41. No pagar la tarifa en vehículos de locomoción colectiva.".

Artículo 2°.- Incorpórase el siguiente inciso noveno, en el artículo 22 de la ley Nº 18.287:

"Los infractores que fueren condenados por no pagar la tarifa en el transporte público de pasajeros serán anotados en un "Sub Registro de Pasajeros Infractores" que se creará en el "Registro de Multas del Tránsito no pagadas" contemplado en el artículo 24 de esta ley. El Secretario del Tribunal, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su anotación, al Servicio de Registro Civil e Identificación. El procedimiento de anotación y eliminación de los infractores sancionados se reglamentará por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones conjuntamente con el Ministro de Justicia. La anotación se eliminará, por el solo ministerio de la ley, transcurridos tres años contados desde su efectiva anotación en el Sub Registro o con anterioridad, si el sancionado paga el total de la multa infraccional aplicada y los aranceles correspondientes.".".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, , Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES  RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA EL RÉGIMEN JURÍDICO DEL TRANSPORTE PÚBLICO CONCESIONADO

(7085-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”, el 28 de julio de 2010.
- - - - - - - -


Dejamos constancia que este proyecto de ley se discutió sólo en general, en conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36, del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Son normas de rango orgánico constitucional el inciso doce y veinte del artículo 3º de la ley Nº 18.696, contenidos en las letras d) y f), respectivamente, del numeral 1) del artículo único; el artículo 3º duodecies, contenido en el numeral 3) del artículo único y el artículo 2º transitorio,  en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional,  por cuanto se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.


Por lo tanto, para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia que dichos preceptos requieren para su aprobación, de acuerdo con el artículo 66 de nuestra Carta Fundamental, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

- - - - - 

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que por acuerdo de la Sala del Senado, se dirigió oficio Nº 554/SEC/10, de 28 de julio de 2010, a la Excma. Corte Suprema, para recabar su parecer en relación a las normas de esta iniciativa legal, señaladas anteriormente, que dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en cumplimiento con lo preceptuado por la Constitución Política del la República y en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, incisos segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. 
- - - - - - 

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA 


Deberán, ser conocidos por la Comisión de Hacienda los artículos 1º y 2º transitorios del proyecto de ley, y aquellos que esa Comisión estime que son de su competencia, si inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado, de acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y en conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 27 y quinto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - - - 


Dejamos constancia que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, durante el estudio de esta iniciativa legal, tomó conocimiento del Oficio Nº 025/2010, de 3 de agosto de 2010,  del Presidente de la Comisión de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones de la Honorable Cámara de Diputados, señor René Manuel García García, que contiene un borrador de las conclusiones de la Comisión Investigadora sobre el Desfinanciamiento del Transantiago.

- - - - - - - - - - - - 


A una de las sesiones en que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones analizó esta iniciativa legal asistieron además de sus miembros, el Honorable Senador señor Hosain Sabag y el Honorable Diputado señor Patricio Hales.


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé; de la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt; del Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado; del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González; del Asesor del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, señor Eduardo Cordero y de la Asesora de la Ministra de la Secretaría General de Gobierno, señora Carolina Infante.

- - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Modificar el marco jurídico del transporte público remunerado de pasajeros, con la finalidad de permitir al Estado contar con las herramientas adecuadas para una mejor gestión de los contratos de los servicios concesionados y así garantizar una prestación con un alto estándar de calidad y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos jurídicos necesarios que le permitan enfrentar en forma oportuna las contingencias que impidan la correcta marcha y prestación del servicio actual. Todo lo anterior, equilibrando, por un lado, las necesidades de los usuarios y, por otro, los derechos de los concesionarios.


ANTECEDENTES JURÍDICOS


Este proyecto de ley se relaciona con las siguientes normas jurídicas:
- Ley Nº 18.696, modifica su artículo 3º, sustituye su artículo 3º sexies y agrega los artículos 3º septies a 3º tredecies, nuevos.
- Ley Nº 19.011, modifica artículo 3º de la ley Nº 18.696.
- Ley Nº 20.223, que crea el Administrador Provisional de Transporte.
- Código de Comercio, artículo 55 del Título IV del Libro IV.
- Código de Procedimiento Civil, artículo 44 Nº 17.
- Ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado. Artículos 45, 46, 47 y 48.

- Ley Nº 20.378, crea un subsidio nacional para el transporte publico remunerado de pasajeros.
- Ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile. Artículos 34, 35, 236, 58, 61, 69, 70 y 71.
- Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, artículo 113.
- Decreto Supremo Nº 212, Reglamento de los servicios nacionales de transporte público de pasajeros, de 21 de noviembre de 1992, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, artículo 1º bis.


Las citadas disposiciones legales regulan las siguientes materias:

El artículo 3º sexies, que se sustituye, norma los contratos de concesión y los principios que inspiran su celebración y ejecución y las facultades del Ministerio.


A este respecto la ley Nº 18.696, modificada por la ley Nº 20.223, así como los pronunciamientos del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema han declarado expresamente que esta actividad constituye un servicio público, cuestión que le da una fisonomía jurídico-pública a los contratos de concesión.


En tal sentido, el proyecto explicita que este contrato tiene por finalidad satisfacer el interés público que exige la prestación de un servicio de transporte de calidad, debiendo garantizar su continuidad, permanencia y seguridad.


De esta forma, el proyecto establece que estos principios inspiran la celebración y ejecución de este contrato, otorgando a la Administración las atribuciones necesarias para cumplir dicha finalidad y asegurar el equilibrio económico-financiero de los concesionarios.


El artículo 3º octies, nuevo, regula la obligación de informar por parte de los concesionarios y de su fiscalización.



En la actualidad la obligación de informar al Ministerio por parte de los concesionarios se encuentra consagrada en los respectivos contratos, con la finalidad de ejercer la fiscalización y control en el cumplimiento de sus obligaciones.


De esta forma, se dispone que los concesionarios quedarán sujetos a la supervisión y control del Ministerio, quien podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio y,  en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. El incumplimiento de este deber conlleva una sanción establecida a nivel legal.


El artículo 3º nonies, nuevo, norma el régimen de los bienes afectos a la concesión.


Actualmente los bienes afectos a la concesión carecen de una regulación que permita garantizar su vinculación con la prestación continua del servicio. Al respecto, el artículo 3º sexies de la ley Nº 18.696, introducido por la ley Nº 20.378 de 5 de septiembre de 2009, establece que la transferencia de estos bienes a quien suceda en la concesión respectiva podrá ser regulada en las bases de la licitación y en los contratos de concesión, si así lo estima el Ministerio. Por otro lado, el artículo 445 Nº 17 del Código del Procedimiento Civil declara que estos bienes son inembargables.


El proyecto establece que el Ministerio deberá llevar un registro público de estos bienes los que estarán excluidos de la administración de un síndico en caso que se declaré la quiebra del concesionario. En este caso, quedarán a disposición del Ministerio para efectos de determinar la continuidad del servicio o su desafectación. 


Por su parte, los bienes afectos a la concesión quedarán a disposición de un Administrador Provisional en todos los casos de término anticipado de la concesión (caducidad, quiebra o término anticipado).


El artículo 3º duodecies, nuevo,  regula la quiebra del concesionario.


Este constituye uno de los puntos más débiles del régimen jurídico actual, especialmente si se considera que las normas generales sobre la materia no resuelven adecuadamente el tema de la continuidad del servicio.


En el caso de la quiebra, se establecen normas expresas sobre la materia respecto del término de la concesión, la continuidad del servicio y la administración de los bienes afectos a la concesión. En este sentido el proyecto señala que la declaración de quiebra del concesionario constituye una causal de término de la concesión. En este evento, la autoridad podrá nombrar un Administrador Provisional el cual se hará cargo de los bienes afectos a la concesión. A su vez, estos bienes quedarán fuera de la administración del síndico y, por tanto, del respectivo procedimiento concursal.


El artículo 3º tredecies, nuevo, dicta normas sobre los mecanismos de continuidad del servicio.


Uno de los principales problemas que plantea el régimen actual del sistema de transporte es la falta de mecanismos e instrumentos para enfrentar la suspensión en la continuidad del servicio, cualquiera sea la causa que dé lugar a esta contingencia.


A este respecto, las normas actualmente vigentes consideran dos situaciones particulares:


a) El deber del MTT de adoptar las medidas necesarias destinadas a garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios; y


b) La regulación de la continuidad del servicio en el caso de término anticipado del contrato, lo que permite recurrir a la figura del Administrador Provisional, sin perjuicio del deber que tiene el Estado de adjudicar nuevamente la concesión bajo licitación pública o, en casos excepcionales, mediante contratación o trato directo.


A este respecto el proyecto adopta dos medidas concretas:


1. Se extiende la aplicación de las medidas de continuidad del servicio a todos los supuestos que conlleven a su suspensión o que constituyan un riego cierto a su continuidad, como ocurre, por ejemplo, en el caso de la quiebra del operador.


2. La continuidad del servicio hace necesario determinar los bienes que estarían afectos a la concesión y, además, las fórmulas destinadas a dar a los continuadores (Administrador Provisional o nuevo concesionario) la posibilidad de contar con capital de trabajo que le permitan llevar adelante dicha continuidad.
ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que dio origen a este proyecto de ley señala que uno de los problemas prioritarios que debe enfrentar el país y que constituye uno de los desafíos que demanda nuestra sociedad actual de parte del Estado es la necesidad de contar con un sistema de transporte público eficiente, de calidad y seguro. 


El crecimiento de las ciudades y una mayor concentración de la población en los núcleos urbanos ha generado desde hace ya largo tiempo una serie de problemas asociados a la congestión de sus vías, la extensión de los tiempos de viaje, la contaminación atmosférica y acústica, afectando, en definitiva, la calidad de vida de todos los ciudadanos.


A la fecha este diagnóstico no ha mejorado, a pesar de haberse diseñado y proyectado diversos modelos para enfrentar estas dificultades. Con tal objeto se ha hecho un acabado estudio para determinar cuáles debieran ser las alternativas y herramientas con que debe contar el Estado de Chile para incorporar modificaciones al sistema de transporte público nacional y así mejorar las condiciones y calidad de dicho servicio.


El Ejecutivo ha elaborado el presente proyecto de ley, con la finalidad de contar con un marco jurídico que asegure un servicio de transporte con un adecuado estándar de calidad y que permita una mejora efectiva que favorezca a todos los ciudadanos y usuarios de dicho sistema.


Hasta el año 1975 esta fue una actividad intensamente regulada. La Subsecretaría de Transportes contaba con una serie de atribuciones sobre la materia, tales como la determinación de las rutas o recorridos por donde debía operar el servicio, las condiciones técnicas y el número de buses que debían circular, sus frecuencias, sus tarifas, etc. Además, cualquier operación del transporte público o privado exigía de un permiso o autorización previa de la autoridad.


La política de liberalizaciones implementada desde mediados de los años setenta determinó una progresiva desregulación de la actividad mediante diversas medidas (derogación de regulaciones de frecuencia, tarifas y número de buses, flexibilización de recorridos, etc.), que se extendió hasta 1988 cuando se procedió a liberalizar totalmente la actividad al eliminarse la necesidad de obtener autorización previa para operar. De este modo, a finales de la década de los ochenta cualquier persona podía comprar un bus y desempeñarse como transportista sin mayores restricciones, fueren de tarifas o recorridos. La implementación de esta política en el transporte público permitió incrementar sustantivamente la oferta, lo que  significó un aumento positivo en la cobertura y una disminución de los tiempos de espera, todo ello en beneficio de los usuarios. Sin embargo, no se logró una disminución de los precios de viaje y, además, afloraron una serie de externalidades negativas, como fueron los problemas de congestión en determinadas zonas, contaminación ambiental, falta de seguridad en los viajes por las carreras que acostumbraban a realizar los buses para obtener más pasajeros, etc.


A partir de 1990 comenzó una tercera etapa, que se inicia con la dictación de la ley N° 19.011, del 12 de diciembre de 1990, que incorporó al régimen vigente de la ley N° 18.696, del 31 de marzo de 1988, un nuevo artículo 3º. Esta disposición establece que el transporte público es una actividad libre, lo cual significa que los particulares tienen libre iniciativa para desarrollarlo. Sin embargo, se facultó al Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones (MTT) para intervenir en esta actividad por dos vías:


a) A través de la regulación, estableciendo reglamentaciones generales relativas a la forma en que deben operar dichos servicios; y


b) Entregando en concesión a particulares el uso de las vías mediante un procedimiento de licitación pública y la suscripción de los contratos de concesión respectivos para la prestación de dicho servicio de transportes.


La incorporación de esta normativa se realizó con el explícito objetivo de  perfeccionar el funcionamiento del mercado de transporte público de pasajeros en atención a las externalidades negativas que estaba provocando, aunque respetando en todo momento la titularidad privada en la prestación de este servicio.


En el marco descrito anteriormente, se diseñó centralmente el Plan de Transporte Urbano de Santiago (Transantiago), a partir de la exclusión de determinadas vías de la región metropolitana del régimen general (actividad libre), sometiéndolas a un sistema de licitación más intenso y global respecto de lo que venía ocurriendo desde el año 1990.


De esta forma, Transantiago se construyó sobre los siguientes pilares:


a) Concesión de vías para la prestación de servicios de transportes en unidades de negocios troncales, que deben circular por las principales vías de la ciudad; y unidades de negocios alimentadoras, que cubren los viajes al interior de las comunas y cuyos servicios “alimentan” a las unidades de negocios troncales.


b) Integración del transporte desarrollado por los concesionarios de vías y la actividad del Metro.


c) Integración del acceso y la administración del sistema, mediante la recaudación de la tarifa a pasajeros a través de un medio de acceso tecnológico.


d) Provisión adicional de una plataforma tecnológica para la gestión de las flotas de buses de los concesionarios.


Todo lo anterior supuso la licitación de tres servicios diversos, pero complementarios: a) servicio de transporte de pasajeros; b) servicio de administración financiera y de asistencia operacional del Sistema; y, c) servicio de información y atención de usuarios.


De esta forma, se estableció un sistema integrado de transporte público conformado sobre una red superpuesta de contratos públicos, de diverso origen y consecuencia, que integrados conforman un sistema, a partir de lo establecido en el artículo 3º de la ley Nº 18.696 y el artículo 1 bis del decreto supremo Nº 212, de 1992, que aprueba el Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público.


Sin embargo, es un hecho público que la dificultosa y muchas veces deficiente implementación del sistema ha dado cuenta de una serie de graves problemas estructurales en su concepción y diseño, tanto desde el punto de vista de su institucionalidad, sustentabilidad económica y de gestión, lo cual afecta directamente el servicio que se entrega a los usuarios.


Estas profundas deficiencias, responsabilidad de quienes diseñaron y pusieron en marcha el sistema, exigen la revisión de las normas a las cuales actualmente se encuentra sujeto el sistema de transporte público en nuestro país, con el objeto de establecer un marco jurídico que permita contar con un servicio de calidad, disponiendo el Estado de las herramientas necesarias para tal objeto y asegurando que los operadores del sistema actúen dentro de un marco objetivo que reconozca como núcleo central el interés público, creando las condiciones que incentiven su participación sobre la base de un régimen que otorga seguridad, certeza y garantía de sus derechos.


En tal sentido, este proyecto considera la regulación de aquellas materias que permiten al Estado contar con más herramientas en la gestión de los contratos de concesión de transporte público licitado y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos adecuados para prever y enfrentar las contingencias que pudiesen afectar la buena marcha y continuidad de los servicios.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto de ley en estudio se encuentra estructurado en un artículo único y dos artículos transitorios.


El artículo único, introduce diversas modificaciones al artículo 3º de la ley Nº 18.696. 


El numeral 1), modifica los incisos octavo, noveno, décimo, doce, trece y  veinte del artículo 3º, mediante las letras a), b), c), d), e) y f), respectivamente.


La letra a), agrega, en el inciso octavo, relativo a normas sobre publicación de la licitación y a la resolución que otorga la concesión la que deberá concretarse en un contrato entre la empresa beneficiada y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, contrato en el cual ambas partes se obligan a los términos incluidos en las bases de la licitación y en el que establecen sanciones para cada parte en el caso de incumplimiento. Se agrega que “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.”.


La letra b), introduce tres enmiendas al inciso octavo, que pasó a ser inciso noveno, desde su tercera oración hasta el punto aparte final.


La primera, sustituye su primera oración por otra que señala que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras b) mutuo acuerdo, c) caducidad, d) quiebra del concesionario y e) las demás razones que establezcan las leyes o las bases de licitación del artículo 3º decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio. 


La segunda enmienda, modifica la responsabilidad del administrador provisional quien responderá de la culpa levísima.


Finalmente, la tercera enmienda que se introduce al inciso noveno de este artículo dispone que sin perjuicio de lo anterior, la persona a la cual se le ha caducado su concesión por las causales establecidas en las bases de licitación, quedará inhabilitada para presentarse nuevamente por sí o por interpósita persona, sea ésta natural o jurídica en procesos de licitación de concesiones reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años.


La letra c), modifica el inciso décimo del artículo 3º, complementando su primera oración en el sentido de que el Ministerio podrá efectuar la designación del administrador provisional desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión o la que declara la caducidad, según corresponda.


En seguida, modifica la siguiente oración de este inciso estableciendo que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada.


La letra d), sustituye el inciso doce, por otro que establece que excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. En seguida, señala el procedimiento a seguir. 


La letra e), agrega un inciso trece, nuevo, que señala que la caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitacion y en los respectivos contratos.


La letra f), elimina en el inciso veinte, que trata de la interposición de un recurso por suspensión o cancelación de un servicio de transporte o de caducidad de una concesión por las afectados la frase que señala que el Tribunal conocerá del recurso “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”. O sea, el Tribunal conocerá del recurso con los antecedentes que se le proporcionen y los que estime necesario requerir y deberá emitir su fallo en un plazo máximo de 30 días. El fallo será susceptible de apelación, en el solo efecto devolutivo.


El numeral 2), sustituye el artículo 3º sexies, que trataba de los bienes afectos a la concesión por otro que regula el contrato de concesión y los principios que inspiran su celebración y ejecución.


El numeral 3), agrega los artículos 3º septies a 3º tredecies, nuevos.


El artículo 3º septies, versa sobre la modificación del contrato de concesión.


El artículo 3º octies, se refiere a la supervigilancia, control e información a que quedarán sujetos los concesionarios.


El artículo 3º nonies, regula los bienes afectos a la concesión.


El artículo 3º decies, señala las causales de término de las concesiones.


El artículo 3º undecies, indica las normas sobre término de la concesión de mutuo acuerdo.


El artículo 3º duodecies, regula la quiebra del concesionario.


El artículo 3º tredecies, se refiere a la continuidad del servicio.


El artículo 1º transitorio, establece que los contratos de concesión actualmente vigentes celebrados de acuerdo con el artículo 3º de la ley Nº 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, principalmente en cuanto a las sanciones, multas y causales de caducidad.


Su inciso segundo faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos señalados en el inciso anterior, por exigirlo el interés nacional, que comprendan la prestación de servicios de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, facultad que podrá ser ejercida después de 30 días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de 3 años contados desde la misma fecha.


Su inciso tercero, señala el plazo que tendrán las partes para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y el procedimiento a seguir.


Su inciso cuarto, mediante 7 literales: a), b), c), d), e), f) y g), señala el procedimiento de indemnización que será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, en caso que no exista acuerdo entre las partes.


El artículo 2º transitorio establece el procedimiento de reclamo ante la Corte de Apelaciones de Santiago de la legalidad de la resolución que declara el término anticipado de los contratos y el monto de la indemnización.

DISCUSIÓN EN GENERAL

Exposición del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, inició su presentación informando que el Ejecutivo tiene una opinión relativa a la situación legal, jurídica y regulatoria en la que se desenvuelve el transporte público de pasajeros en la ciudad de Santiago. 


Con base en esa opinión, que ha sido informada por eminentes juristas y Estudios Jurídicos competentes en la materia, se ha llegado a la conclusión de que con el actual marco regulatorio que se construye, básicamente, sobre bases de licitación y contratos con los operadores, no se podrá abordar de manera adecuada el mejoramiento del sistema de transporte público en Santiago, anhelo que es muy sentido por aproximadamente 4.000.000 de personas a las cuales se les debe una solución para el transporte público tomando en consideración que en los últimos tres años, el sistema de transporte público ha sido reformado en forma sustancial y con resultados que no han sido los que los usuarios esperaban, además no han tenido un costo razonable, por lo que este año las tarifas han subido en forma relevante.


El Ejecutivo tiene la determinación de buscar un sistema de transporte público, en el mediano plazo, que atienda las necesidades de los usuarios de la ciudad de Santiago, que sea un sistema eficiente, desde el punto de vista financiero y que responda a la naturaleza de un servicio público entendido en forma amplia.


Como consecuencia de lo anterior, se ha concluido que para poder avanzar en la dirección de conseguir un transporte público a un costo razonable es fundamental contar con una base legal, que permita a la autoridad contar con las atribuciones suficientes para poder reformarlo, intervenirlo y resguardar los intereses de los usuarios en mejor forma de lo que ha sucedido a la fecha.


El marco normativo actual tiene su origen en una ley de 1993, en las bases de licitación y en los contratos que rigen a los operadores y que presentan los siguientes problemas:


1.- Problemas de concepción y de diseño jurídico del sistema. El marco normativo se basa en normas dispersas y excepcionales, que dejan muchos vacíos legales; hay una estructura de contratos superpuestos e interrelacionados, son contratos que no son uniformes, sino que diferentes para cada operador y que en los últimos tres años se han modificado 17 veces y lo que ha resultado de estas modificaciones no representa un grado de uniformidad suficiente.


A su vez, estas modificaciones no han sido suficientes para lograr un mejor sistema de transporte público.


Estos contratos tienen una serie de defectos que dicen relación con la forma en que se remunera a los operadores, los incentivos para no controlar la evasión por parte de los operadores y desincentivo para otorgar un buen servicio a los usuarios.


Además, en algunos casos se trata de contratos con vencimientos a largo plazo. En el caso de los “Alimentadores” los contratos vencen en octubre de 2011, sin embargo, los contratos de los “Troncales” vencen entre el año 2018 y 2024, dependiendo de si los propios operadores deciden extender el plazo, por la vía de renovar la flota de buses.


De esta forma, se puede señalar que existe una rigidez de los contratos hasta el año 2018 y con probabilidades hasta el año 2014, en condiciones contractuales en que el usuario no resulta bien atendido.


El Administrador Financiero del Transantiago (AFT) también tiene contrato vigente hasta el año 2018 en condiciones que tampoco son satisfactorias.


2.- Percepción de servicio de interés público discordante. En esta materia el Ministro señaló que se trata de un servicio público, no obstante, las facultades del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para actuar, intervenir y fiscalizar en concordancia con ese concepto son muy limitadas.


Los contratos no contemplan la posibilidad de término anticipado, por lo tanto, si la autoridad pretende lograr el término anticipado se encuentra con mucha incertidumbre y riesgos. Los costos para modificar los contratos son muy altos, así lo experimentó el ex Ministro señor René Cortázar, que modificó 17 veces los contratos vigentes y cada modificación era muy cara para el Estado y esto pesa en la actualidad en el costo del sistema.


Existe incertidumbre respecto de las consecuencias jurídicas de los efectos de los incumplimientos de los contratos y una asimetría de regulación con otros sectores concesionados. 


El sistema público de transporte tiene el carácter de utilidad pública, sin embargo, carece de una regulación acorde con ese concepto cuando se compara con otros sectores regulados, como el agua potable y la electricidad, en que existe una autoridad fuerte que norma, supervisa, interviene y provee al usuario de continuidad en el servicio. En el caso del transporte público licitado de la ciudad de Santiago esta situación no ocurre.


Esta asimetría también se da en el ámbito de la quiebra, de la continuidad del servicio y de la tutela laboral de los trabajadores de esta actividad.


3.- Dificultades actuales para intervenir el sistema. Existe una amenaza latente y permanente de una paralización del servicio por parte de los operadores, las normas vigentes establecen que en el caso de una paralización del servicio, por dos días consecutivos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tiene las atribuciones para pedir la caducidad de la concesión, sin embargo, se inicia un proceso de caducidad de la concesión que demora entre 45 y 55 días, período en el cual no se puede instalar en la empresa que está en problema un interventor o administrador provisional, con lo cual la continuidad del servicio está en riesgo y no se garantiza.


En el caso de la Empresa Transaraucaria, la administración del problema ha sido factible, en la medida en que se han asignado las rutas de esa empresa a otros operadores en un plan de contingencia. Esta situación es posible cuando se trata de una empresa pequeña que tiene sólo 200 buses, sin embargo, esta situación sería mucho más compleja en el caso de un troncal que tiene 1.000 buses.


El hecho de que los operadores puedan paralizar el servicio implica que cuando el Ministerio pretende reestablecer condiciones contractuales está en un pie de negociación muy desmedrado.


Los riesgos de judicialización del marco normativo actual son elevados y el Ministerio no tiene muchas garantías de tener éxito en esos procesos. 


Además, faltan herramientas para inducir renegociación de contratos y cualquier tipo de compensación que se pudiera establecer no está bien definida en las normas.


El tipo de medidas que la autoridad podría pretender instalar en el transporte público de la ciudad de Santiago debe analizarse con los instrumentos de que dispone la autoridad, sin embargo, existen altos costos y riesgos para conseguir el resultado buscado. 


De esta forma, si se pretenden dictar normas generales que incidan en los contratos, existe el riesgo de la presentación de recursos judiciales, órdenes de no innovar, recursos de amparo económico, que podrían entrabar esta medida por un tiempo y provocar la discontinuidad del servicio.


Tampoco está establecida la forma en que procede el pago de las indemnizaciones, en caso que fuere necesario, y siempre estará en riesgo la prestación del servicio.


En caso de quiebra de un operador, que es una medida de presión muy fuerte, tiene un trámite muy incierto que arriesga la prestación del servicio y la discontinuidad del mismo en el tiempo. Por otra parte, los bienes de los operadores son inembargables, con lo cual se impide el traspaso de los bienes al siguiente operador del servicio, además, en este caso el Síndico de Quiebras incluiría esos buses dentro de la masa de bienes, con lo cual no se podría continuar con la prestación del servicio.


Los contratos con los operadores no contemplan la posibilidad de terminación de común acuerdo, hay una discordancia con las normas de las Bases de Licitación, además, esta posibilidad puede ser rechazada por la Contraloría General de la República y siempre está presente la imposibilidad de continuidad en la prestación del servicio.  


Los riesgos indicados que emanan del marco regulatorio actual, que es disperso, sobre la base de contratos heterogéneos no apuntan en la dirección del beneficio del usuario.


El proyecto de ley, en análisis, tiene por finalidad establecer una serie de modificaciones al marco jurídico del transporte público remunerado de pasajeros licitado, que permitan al Estado contar con las herramientas adecuadas para una mejor gestión de los contratos de los servicios concesionados, con el objeto de garantizar una prestación con un alto estándar de calidad y, al mismo tiempo, disponer de los instrumentos jurídicos adecuados que le permitan enfrentar en forma oportuna las contingencias que impidan la correcta marcha y prestación del servicio actual. 


El proyecto de ley busca equilibrar, las necesidades de los usuarios con los derechos de los concesionarios, puesto que se trata de que existan operadores privados que provean el servicio de transporte de pasajeros.

Contenido del proyecto de ley


a) Obligación de informar por parte de los concesionarios y de su fiscalización. En la actualidad, la autoridad puede requerir información financiera a los concesionarios, sin embargo, en caso que no entreguen la información se exponen a multas mínimas, con lo cual en la práctica, muchos operadores no entregan la información solicitada.


La autoridad carece de la potestad para solicitar revisar y exigir información contable auditada respecto de un operador, tampoco pueden exigir la entrega de datos relativos al cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales, inspeccionar las instalaciones y vehículos.


El proyecto de ley en estudio propone una multa proporcional a la falta de no presentar la información solicitada de 200 Unidades Tributarias Mensuales (UTM). 


b) Mención expresa de las causales de término de los contratos. Se considera el plazo como una variable importante. Se incorpora en forma explícita el mutuo acuerdo entre las partes para terminar un contrato; la caducidad y la quiebra del concesionario se establecen con más precisión.


El Ejecutivo ha estimado que para el futuro las Bases de Licitación tienen que contemplar como causal de término de contrato el incumplimiento de las obligaciones laborales. No pueden volver a ocurrir situaciones como la de Transaraucaria. 


c) Regulación del Mutuo Acuerdo como causal del término. En este caso, se establece la obligación del concesionario de mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. Dicho plazo, se puede reducir en el caso que se nombre un administrador provisional o se adjudique a un tercero la concesión o el área o zona, vuelva al régimen general de regulación que contemplan otras normas del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


d) Regulación de la caducidad. Se reconoce como causal legal genérica de incumplimiento grave de contrato y se puede designar un administrador provisional una vez iniciado el proceso si hay dos o más días de paralización, previa autorización judicial, la que es apelable con un procedimiento abreviado, que no debería exceder de 48 horas. El concesionario caducado no puede licitar por cinco años otras unidades de negocio en la Región Metropolitana.


e) Regulación de la quiebra: Se establece en forma explícita que se notificará la declaratoria de quiebra al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, asimismo, los bienes afectos se excluyen de la masa y se designa un Administrador Provisional que pueda continuar con la prestación del servicio, mientras el Síndico de Quiebras liquida los activos para responder a los trabajadores y a los acreedores. 


Por último, se establece que cualquier conflicto entre éste y el Síndico lo resuelve el juez de la quiebra.


f) Régimen de los bienes afectos a la concesión. Se establece el concepto de bienes necesarios para la prestación básica del servicio con una calidad mínima y se inscriben en un registro, para lo cual se contempla la dictación de un reglamento. Los bienes afectos a la concesión sólo pueden ser desafectados fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Estos bienes mantienen su carácter también para al Administrador Provisional, en cuyo caso se compensa al anterior propietario. 


g) El interés público comprometido se establece en el contrato de concesión junto con las facultades correlativas del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. El proyecto de ley contiene una mención explícita en el sentido de que se trata del transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión. Es un servicio público y tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes. Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las bases de licitación respectiva. 


Las Bases de Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.


h) Regulación integral de los mecanismos de continuidad del servicio. La figura del Administrador Provisional ya existe en la ley para el caso de la caducidad y se agrega la aplicación de este interventor para el caso de la quiebra y de terminación anticipada del contrato. También, se consideran atribuciones para el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para requerir la fuerza pública para el cumplimiento de sus resoluciones.


i) Regulación transitoria para los contratos vigentes. Los contratos de concesión actualmente vigentes seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación del año 2003 y en los respectivos contratos suscritos entre los años 2005 y 2009. Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para ponerles término en forma unilateral, dentro del plazo de tres años, contado desde la publicación de la ley. 


En este caso se establece un procedimiento para el pago de una indemnización que contempla la dictación de una resolución fundada conjunta del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Hacienda, que se notificará por carta certificada a los concesionarios dentro del plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización y condiciones que se deberán cumplir para garantizar la continuidad del servicio. 


El pago de la indemnización será a los 30 días desde la total tramitación de la resolución de acuerdo. Si no existe acuerdo, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos de la ley Nº 20.378, que crea el subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros, a solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mediante procedimiento abreviado. 


Dentro de los 5 días desde la notificación de la resolución de término unilateral, el concesionario podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago. Tanto el concesionario como el Ministerio podrán impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución. Se aplicará el procedimiento de los artículos 69 a 71 de la Ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central. La Corte de Apelaciones sólo podrá suspender la ejecución de la resolución a petición fundada del interesado cuando la causal de impugnación se refiera a la ilegalidad del acto y su ejecución pudiere causar un daño irreparable. En caso que la sentencia fije la indemnización definitiva por un monto superior a la determinada en la resolución recurrida, se imputará a aquélla el monto pagado o consignado, debidamente reajustado. Si fuere inferior a la reclamada, el reclamante deberá restituir el exceso que hubiere percibido. 

Finalizada la intervención anterior, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y observaciones:


1.- La Honorable Senadora señora Rincón señaló que esta modificación se refiere a la normativa legal que regula el sistema jurídico del transporte público concesionado, por lo tanto, se debe entender que estas normas se podrán aplicar tanto en la Región Metropolitana, como en las demás regiones del país, por lo que resulta importante determinar cuál es el juez competente, en caso de caducidad de la concesión.


Se respondió que es juez competente el juez de turno en la comuna donde se prestan los servicios, por lo que puede ser la Región Metropolitana u otra región del país.


En seguida, la señora Senadora señaló que esta legislación es producto de toda la experiencia recogida del Transantiago y debe servir para que en el futuro se pueda establecer un buen sistema de transporte en las regiones del país, en que existen diversas experiencias, buenas y malas para los usuarios.


A continuación, preguntó la razón por la cual este proyecto de ley ingresó separado de aquél que solicita nuevos recursos para el Transantiago y por qué lo hicieron por diferentes Cámaras del Congreso Nacional y en qué medida esta iniciativa legal recoge los temas que se discutieron y las conclusiones de la Comisión Investigadora del Déficit del Transantiago. Agregó que se ha señalado que se podría establecer un Protocolo de Acuerdo, que vincule este trabajo y el proyecto de ley de financiamiento del Transantiago, con el que modifica el marco regulatorio del sistema de transporte público de Santiago y proveer mecanismos para evitar el alza de las tarifas.


Finalmente, solicitó información en relación a la tecnología, seguridad del sistema de transporte público y respecto de los derechos de los trabajadores.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, confirmó que esta iniciativa legal será una ley que se aplicará en todas las regiones del país que cuenten con un sistema de transporte público licitado. En esta materia, anunció que el Ministerio está estudiando alternativas para otorgar soluciones al transporte público en las regiones y que no necesariamente significan licitaciones y concesiones de recorridos. 


En la actualidad, se trabaja con el Arquitecto señor Marcial Echenique, experto en urbanismo y transporte urbano, en cuatro ciudades, de tamaño medio, Talca, Arica, Concepción y Valdivia, para que en conjunto con las autoridades regionales, provinciales, comunales y representantes de los gremios del transporte y de la comunidad, proponer una mejora al transporte público que sea visible para los usuarios y que no signifique una concesión.


Las necesidades de las ciudades de menor tamaño son diferentes a las de Santiago, con lo cual en algunos casos basta con un ordenamiento de las calles, una mejor semaforización, chatarrizar buses viejos, otorgar incentivos adecuados para mejorar el transporte, sin incurrir en un gran costo para los usuarios como ha sucedido con el Transantiago.


Para la elaboración de estos proyectos se ha considerado un plazo de 2 años, para las cuatro ciudades mencionadas y dependiendo de los resultados que se obtengan se ampliará a otras ciudades. 


En esta misma materia, informó que desde la ciudad de La Serena se recibió una proposición de los operadores relativa a un sistema de transportes especial para dicho lugar.


Asimismo, informó que la Comisión Investigadora del Déficit del Transantiago, realizó un análisis del transporte público en la ciudad de Santiago y recomienda que se establezca un marco regulatorio más potente, firme, con nuevas atribuciones para la autoridad y compensaciones para los usuarios y que la autoridad propicie los medios para que los aumentos de tarifas no sean tan significativos, como lo que ha sucedido durante el primer semestre del presente año.


El Ejecutivo está recogiendo esas observaciones y en ese sentido ha presentado a trámite legislativo esta iniciativa legal que contiene un nuevo marco regulatorio, reformulado, que permitirá cambiar la imagen del transporte público y posteriormente, un segundo proyecto de ley, que permitirá contar con los recursos suficientes para que los aumentos de tarifas sean más moderados.


La razón por la cual el proyecto de financiamiento está separado de aquél que contiene el marco regulatorio, es por una razón práctica, puesto que se considera que la discusión del marco regulatorio tiene que ser en su propio mérito y diferente a la solicitud de recursos adicionales sobre la base del acuerdo del año 2009 para financiar el transporte público de la ciudad de Santiago, en que se produjo falta de cumplimiento de los acuerdos, retrasos en el alza de las tarifas, lo que implica que se requieran nuevos recursos para que cuando se converja a un sistema en régimen, la compartición de las cargas sea homogénea, entre tres distintos aspectos: aumento de las tarifas moderado; reformulación del sistema que permita ahorrar un 10% del costo actual del sistema y que exista una mayor contribución de los usuarios. De esta forma, se evitará que todo el peso del transporte público recaiga en los usuarios.


En caso que no se hiciera nada, en términos de allegar nuevos recursos y de reducciones de costo, para hacer más eficiente el sistema, a comienzos del año 2012 la tarifa alcanzaría a $ 800, en plata actual; si se aplican reducciones de costos sobre la base del nuevo marco regulatorio, las tarifas pueden llegar a $ 720, que también se considera desmedido para el tipo de servicio que recibe el usuario y, si se cuenta con recursos adicionales acotados, la tarifa será inferior a $ 720, pero superior a la actual.


El proyecto de financiamiento ingresará por la Honorable Cámara de Diputados porque contempla presupuesto y financiamiento.


2.- El Honorable Senador señor Chahuán señaló que la declaración de servicio público del transporte de pasajeros y la posibilidad de que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones pueda poner término a los contratos y establecer causales de término como la caducidad y en caso de quiebra contemplar la posibilidad de transferir los bienes necesarios para prestar el servicio, van a producir un alivio para los usuarios.


Este proyecto de ley apunta en la dirección correcta y es necesario otorgar una señal a los usuarios del Transantiago, que han visto alzas importantes en las tarifas, en el sentido de que el Congreso Nacional se está haciendo cargo, en conjunto con el Gobierno, de este problema, por lo que solicitó la pronta aprobación en general de esta iniciativa legal.


A continuación, informó que en Valparaíso próximamente se realizará una licitación del transporte público en que es muy importante generar un transporte público integrado con MERVAL. En la V Región se corrigió el Transvalparaíso, recorriendo los puntos críticos, se efectuó un control de los recorridos, se cursaron multas a los operadores y con las Juntas de Vecinos y Uniones Comunales se modificaron las mallas de recorridos, con lo cual se incorporaron las inquietudes de los usuarios, sin perjuicio de lo cual todavía existen problemas de frecuencia, de respeto a los derechos de los trabajadores, en que la Inspección del Trabajo se encuentra ante la disyuntiva de proceder como corresponde o dejar paralizado el transporte.


Finalmente, señaló que un estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional concluyó que el mayor costo del transporte en América Latina lo detentan las ciudades de Concepción y Valparaíso.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que en Valparaíso el sistema de transportes está concesionado, por lo tanto, se le aplicaría esta iniciativa legal.


3.- El Honorable Senador señor Novoa coincidió con los planteamientos anteriores, no obstante, manifestó que la mayor señal será para los operadores del sistema de transporte público, porque esta iniciativa legal permitirá exigir el cumplimiento de los contratos. El mayor problema se presenta con los ingresos garantizados de los concesionarios. 


Todas las modificaciones efectuadas con anterioridad se transformaban en un negocio para los concesionarios puesto que cada vez que se les exigían más buses aumentaba la tarifa para ellos; cuando se extendían los recorridos se subía la tarifa para ellos, porque esa era la fórmula de los contratos y el costo no se podía traspasar al público y ahora se ha constatado que, en la medida, que se va traspasando se produce un alza de 25% en los pasajes en el primer semestre del año y puede ser mayor.


También en la línea de dar una señal a los concesionarios, principalmente a los troncales, se debe considerar la caducidad de la concesión. El proyecto de ley, en debate, establece que la caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones de los concesionarios, a continuación, agrega que deberá ser conforme a los términos previstos en las bases de licitación de los respectivos contratos. 


En opinión del señor Senador, este tema debe estudiarse en profundidad, en el ámbito del derecho administrativo y del derecho constitucional, en el sentido de si es posible establecer que la caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, con lo cual existiría la posibilidad de que si jurídicamente se puede declarar la caducidad a un operador actual, éste se va a esmerar en cumplir con las obligaciones.


Más adelante, la norma agrega que la sanción de caducidad aplicada al concesionario deberá ser impuesta conforme al procedimiento establecido en las bases de licitación, con lo cual se asocia la caducidad a las bases de licitación. Si las bases de la licitación que dio origen al Transantiago tienen un procedimiento, no existiría problema, pero en caso que no tengan un procedimiento, podrían quedar fuera de la normativa los actuales contratos de los concesionarios.


Este es un tema jurídicamente complejo puesto que se alegarán derechos adquiridos, alteración de contratos por parte de la ley, por lo que la ley debe establecer en forma precisa que el incumplimiento de las obligaciones actuales puede significar la caducidad de la concesión.


La obligación de informar mensualmente el cumplimiento de las obligaciones laborales es fundamental, es la forma que tiene la autoridad para evitar que se paralice el servicio porque a los trabajadores no se les paga. El no pago de las cotizaciones previsionales y de las remuneraciones, debería constituir un incumplimiento grave de las obligaciones del contrato, porque está generando una situación que puede motivar la suspensión del servicio público de transporte. No puede ser que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones se convierta en el empleador de los conductores del Transantiago, no obstante, puede exigir que el concesionario cumpla con sus obligaciones.


Respecto de las multas que se establecen en el proyecto de ley, señaló que no existe un procedimiento especial por lo que debería consignarse. Tampoco existe un procedimiento para la desafectación de bienes, por lo que esta materia se tiene que considerar en el reglamento.


En cuanto al juez competente expresó que se debe precisar cuando se trata de concesionarios que operan en más de una comuna.


En relación a la facultad del concesionario para reclamar ante la Corte de Apelaciones por el término del contrato, expresó que no se aclara si es necesario agotar en forma previa las instancias administrativas y judiciales, por lo que se debe establecer con precisión que es obligatorio el cumplimiento de las etapas de conciliación, para evitar la judicialización y entrabamiento del procedimiento.


Luego, señaló que la convergencia a largo plazo es la misma que planteó el Gobierno anterior, vale decir, llegar a un sistema que se autofinancia con la tarifa más el subsidio permanente del pasaje escolar. La discusión es la misma del año 2009, no obstante, la situación es más delicada de lo previsto porque subieron los costos de los operadores y la evasión no disminuyó en la proporción que se consideró.


En seguida, consultó qué sucede con el conflicto laboral de Transaraucaria y si el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tiene alguna facultad para asegurar que los trabajadores de la concesionaria que caducará reciban una solución a su problema laboral.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, señaló que estas observaciones serán analizadas cuidadosamente y serán consideradas para la presentación de las indicaciones durante la discusión en particular de esta iniciativa legal. 


En cuanto a la situación de Transaraucaria, informó que no paga los sueldos de los trabajadores desde finales del mes de junio del año en curso. Los trabajadores realizaron una paralización y después de 48 horas de no proveer el servicio se inició el proceso de caducidad del contrato. Mientras tanto, a partir de un plan de contingencia se han provisto los servicios por otros seis proveedores que circulan cerca del área de concesión de Transaraucaria, con lo cual la calidad del servicio, según los usuarios, es superior al que prestaba la concesionaria.


Desde que asumió el cargo de Ministro, tuvo información relativa a la situación laboral de los trabajadores de esta concesionaria y se han remitido los antecedentes a la Dirección del Trabajo, entidad que ha concurrido a verificar la situación y ha cursado multas. El Ministerio no tiene facultades legales para efectuar otras intervenciones, no obstante, se ha detectado que se pueden cursar multas a la empresa por una norma que lo permite por “otros incumplimientos” aún cuando, los montos son muy bajos, sólo alcanzan a 20 unidades de fomento mensuales, con lo cual no se ha conseguido ningún resultado.


A través de la Dirección del Trabajo, el Ejecutivo ha orientado a los trabajadores para que hagan valer sus derechos respecto de la empresa, que se encuentra en una situación financiera lamentable, sin embargo, tiene activos, terminales, sitios, parcelas y 8 buses libres de gravámenes. Asimismo, han solicitado a las otras concesionarias que contraten a los trabajadores que quedarán cesantes.


4.- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, recordó que durante mucho tiempo se le solicitó al ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar, la presentación de un proyecto de ley de características similares a la iniciativa legal en estudio. Agregó que se ha reunido con sindicatos de trabajadores y es muy importante establecer garantías relativas al cumplimiento de las normas laborales por parte de las empresas, como condición de pago de sus servicios.  


5.- El Honorable Diputado señor Hales señaló que la gran pregunta que se debería responder previamente a la aprobación de esta iniciativa legal es para qué son estas atribuciones. No resulta coherente para esta materia que se considera tan grave, de la que ha sido crítico desde sus inicios, no indicar las medidas que se adoptarán en relación a frecuencia, transbordos, recorridos, relaciones entre urbanismo y humanismo, la antropología del establecimiento de la red vial, porque en este caso primó un estudio de ingeniería vial y no un estudio de actividades humanas que justifican el transporte.


La iniciativa legal en estudio contiene la creación de nuevas atribuciones que estarían contenidas en los contratos vigentes y en las bases de licitación.


Después de las medidas, que se implementarán, se deberían conocer las atribuciones que solicita el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poder aplicar esas medidas y, a continuación, tramitar el proyecto de ley relativo al financiamiento del Transantiago y no que se soliciten los recursos en forma simultánea a este proyecto de ley. Junto con lo anterior, se debe discutir el proyecto de ley que sanciona la evasión que dice relación con el mal comportamiento de los usuarios por un sistema de transporte que no funciona.


Finalmente, junto con la aprobación de este proyecto de ley debería suscribirse un Protocolo de Acuerdo para conocer el compromiso del Ejecutivo.

6.- El Honorable Senador señor Chahuán destacó la activa participación del Honorable Diputado señor Hales en la Comisión Investigadora del Transantiago, con los riesgos que ello implicaba en un año eleccionario, para corregir el sistema de transporte público de pasajeros de Santiago.


En seguida, manifestó su preocupación por las expectativas que se pueden generar con la aprobación de esta iniciativa legal, porque no se puede asegurar que las tarifas se congelen, sino que tienden a estabilizarse y dentro de un año y medio, podrán estar en un valor cercano a $ 620.


El esfuerzo del Estado en relación a suplementar recursos no podrá contener los ajustes del sistema que no funciona en forma adecuada.


Esta iniciativa legal es un gran mensaje político para los operadores del Transantiago, para que mejoren el sistema de transporte de Santiago puesto que son los usuarios del transporte público los que se verán afectados.


Agregó que no tiene reparos en suscribir un Protocolo de Acuerdo relativo a las medidas que se pretenden implementar y el destino que se dará a las facultades solicitadas por el Ejecutivo, no obstante, este tema debe enfrentarse como una política pública. Esta situación del transporte público es heredada del Gobierno anterior y se debe solucionar entre todos.

FUNDAMENTOS DE VOTOS


El Honorable Senador señor Novoa anunció su voto a favor y expresó que muchas de las conclusiones del informe de la Comisión Investigadora del Déficit del Transantiago, de la Honorable Cámara de Diputados respecto a las mejorías del sistema de transporte público remunerado de la ciudad de Santiago son de tipo técnico y se deberían implementar mediante gestiones y modificaciones de contratos.


En cuanto a los proyectos de ley que debería considerar el acuerdo para mejorar el Transantiago, está aquél que aumenta los subsidios y la ampliación de las facultades fiscalizadoras que contiene la iniciativa legal en estudio.


Respecto del tema laboral de los trabajadores del Transantiago hizo presente que esa materia se debe analizar durante la discusión en particular de este proyecto de ley. En el caso de estos trabajadores se debe tratar de asegurar el mayor grado de cumplimiento de las normas laborales porque el conflicto laboral en una empresa de transportes afecta a toda la comunidad.



Luego, manifestó su disposición a que durante la discusión en particular el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones informe de las medidas que adoptará para mejorar el sistema, agregó que no tiene conocimiento si en la discusión financiera anterior se adoptó este mismo mecanismo, no obstante, es importante señalar que el acuerdo anterior no produjo los efectos esperados. 


En consecuencia, es muy positivo que en el Congreso Nacional se tenga información relativa a la dirección que apuntan las acciones destinadas a mejorar el Transantiago y cuál es la orientación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones porque de esa forma se podrá evaluar semestralmente la evolución del Transantiago. El problema del transporte público no se soluciona con la aprobación de esta iniciativa legal y el otorgamiento de nuevos recursos. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que debería establecerse un criterio de pago garantizado a los trabajadores del sistema público de transportes, estableciéndose una simetría con los pagos garantizados a los operadores del sistema. Hay temas que se podrán resolver con la presentación de las indicaciones pertinentes las que podrían ser concordadas entre el Ejecutivo y esta Comisión. Asimismo, añadió que existe interés en contar con una nómina de mejoras de servicio, que no necesariamente son indicaciones. Existe consenso en mejorar la calidad del servicio en temas como, aumento de las frecuencias, disminución de los transbordos, por lo que sería importante contar con esa nómina de mejoras para poder opinar y complementarlas. En la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, existe disposición para colaborar en mejorar el Transantiago. Algunos parlamentarios han considerado oportuno aprobar esta iniciativa legal para analizar posteriormente la entrega de mayores recursos porque existirá claridad respecto de los fines a que se destinarán.


Manifestó que es muy importante circunscribir la política de transporte a una política maestra de ordenamiento territorial y de desarrollo urbano y que el transporte público sea un elemento de concreción de una visión de país. Se debe generar un espacio de estudio. No se puede continuar con este sistema de políticas ciegas. La aprobación de esta iniciativa legal es una señal para que el sistema mejore.  Es importante conocer una nómina de las mejoras que se pretenden realizar.


Debe existir una política de país en materia de transporte público que colabore a un ordenamiento territorial, al desincentivo del crecimiento de megas ciudades.


La Honorable Senadora señora Rincón coincidió con los planteamientos anteriores, haciendo presente que las conclusiones del informe de la Comisión Investigadora del Déficit del Transantiago, de la Honorable Cámara de Diputados, dicen relación con los dos proyectos de ley relativos al nuevo marco regulatorio del Transantiago y el financiamiento del sistema de transporte público.


En seguida, señaló que es necesario construir un consenso en relación al destino que se le dará a las nuevas facultades solicitadas para el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Recordó que durante la última discusión del financiamiento para el Transantiago, se le exigió al ex Ministro señor René Cortázar, la suscripción de un documento detallado de los contratos que se le autorizaban a firmar, en un contexto de discusión política muy exigente, por lo tanto, solicitó que se informe las acciones que se adoptarán con estas nuevas facultades y que se suscriba un Protocolo de Acuerdo, con los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Hacienda, relativo a este nuevo marco regulatorio del transporte público que dice relación con la calidad de vida de la comunidad. 


Transantiago afecta a la ciudad de Santiago y su experiencia servirá para que no se cometan nuevamente estos errores en las regiones del país. No obstante lo anterior, el sistema de transporte público de Santiago es un privilegio en relación al transporte de las regiones.


El Honorable Senador señor Cantero informó que durante la discusión del financiamiento del Transantiago durante el Gobierno anterior, se llegó a buenos entendimientos entre el ex Gobierno y la antigua oposición y las decisiones se adoptaron con la información que se disponía en esa oportunidad.


En seguida, señaló que el problema del Transantiago es de difícil solución porque el sistema de transporte público de pasajeros está implementado con muchas carencias y deficiencias, es un sistema que está mal operado y desfinanciado y seguirá estando desfinanciado durante un buen tiempo.


A continuación, manifestó su preocupación por el hecho de que este tema se debe analizar vinculado al crecimiento urbano de Santiago. El Estado debe cumplir el rol que le corresponde y establecer ciertas limitaciones al mercado para cautelar el bien común, no es razonable que las personas se trasladen durante más de una hora para llegar a sus trabajos y luego viajen otra hora para volver a sus casas.


En su opinión, por regla general, los sistemas de transportes no se autofinancian y el Estado tiene que enfrentar esta situación y se deben otorgar los recursos para contar con un sistema de transporte eficiente que les otorgue buena calidad de vida a los usuarios. Si es necesario continuar financiando en forma permanente al Transantiago, las regiones no podrán contar con sistemas adecuados de transporte público, por lo que debe acotarse esta situación.


El problema del transporte debe analizarse desde un punto de vista sistémico, integral y relacionado con otros ámbitos. Esta iniciativa legal y la relativa al financiamiento del Transantiago no dará respuesta a esta situación, no obstante, el Estado debe hacerse cargo de esta situación regulando la operación del mercado inmobiliario, porque de otro modo, se hipotecará el futuro de las regiones.


Este sistema de transporte no se financiará adecuadamente durante un largo tiempo y el Estado deberá continuar entregando subsidios más allá del horizonte que se estableció con el ex Ministro señor René Cortázar.


El sistema está mal operado, debería tener algunas extensiones mayores, mejor aprovechamiento de los troncales, complementaridad de los alimentadores. Se debería intentar disminuir el número de los transbordos y abordar la evasión que alcanza niveles muy altos.


El Estado necesita mayores atribuciones para poder intervenir en forma adecuada en el sistema de transporte público de pasajeros.


Finalmente, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé, agradeció la disposición unánime de esta Comisión para votar a favor esta iniciativa legal que revela el espíritu de cooperación de la Comisión para avanzar en una solución al transporte público de Santiago y por extensión a las regiones.

El Ejecutivo pretende contar con un marco regulatorio y legal que permita construir un sistema de transporte mejorado, que sea más eficiente y viable desde el punto de vista financiero en el largo plazo y más adecuado para el transporte digno de las personas.


En la actualidad, la autoridad carece de las atribuciones necesarias para conseguir un mejor sistema de transporte. Los contratos vigentes y las bases de licitación sobre las cuales se construyeron los contratos son instrumentos insuficientes para efectuar cambios mayores.


En seguida, ofreció presentar a la Comisión una nómina precisa de aquellos aspectos que pudieran estar contenidos en los contratos y que también están mencionados en la ley, y en algunos casos son instrumentos propuestos por la autoridad y en otros, son cláusulas de los contratos.


Asimismo, señaló que se puede realizar un bosquejo respecto de lo que el Ejecutivo pretende alcanzar con el nuevo marco regulatorio, como la disminución del número de transbordos y otros aspectos que interesan mantener, como es la tarjeta electrónica como medio de pago. Hay elementos que se deben considerar en forma más precisa para lograr un adecuado sistema de transporte público de pasajeros.


Respecto de los aspectos laborales señaló que son fundamentales y deben considerarse en forma explícita en el proyecto de ley. El Ejecutivo estima que debe contar con las atribuciones para que en las futuras bases de licitación se establezca que los operadores deben cumplir con las normas laborales y que el Ministerio tenga la posibilidad de caducar una concesión cuando un empresario no cumpla con las normas laborales y previsionales. 


En relación a las expectativas de una pronta solución del Transantiago, el Ministro señaló que es importante contenerlas, para ello se pretende contar con las herramientas para mejorar el sistema de transporte público de pasajeros, no obstante, debe existir conciencia de los usuarios que este sistema presentará mejorías dentro del plazo de un año y medio, ello por la forma en que se han estructurado los contratos y por el diseño del sistema.


Respecto de los temas relativos al desarrollo urbano estimó que son muy pertinentes y se comprometió a llevar el tema al Comité Interministerial de Desarrollo Urbano e Infraestructura del Gobierno.

VOTACIÓN EN GENERAL


Luego de escuchar las exposiciones anteriormente señaladas sobre este proyecto de ley y de efectuarse los planteamientos y observaciones consignados, los Honorables señores Senadores votaron en general la idea de legislar sobre esta materia.


- Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones procedió a aprobar el proyecto de ley en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Cantero, Chahuán, Girardi y Novoa.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.696:


1) Modifícase el artículo tercero en el siguiente sentido: 


a) Agrégase, en el inciso octavo, después de la frase “en el caso de incumplimiento” la oración “Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.” y reemplázase el punto seguido (.) con que termina esta oración por un punto aparte (.), pasando el párrafo que viene a continuación a ser inciso noveno, nuevo.  


b) Modifícase el inciso noveno nuevo, de la siguiente forma:


i) Sustitúyase el primer párrafo, que se inicia con la oración “En los casos en que conforme a las Bases de Licitación corresponda” hasta el punto seguido (.) por el siguiente: 


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio.”.


ii) Reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.


iii) Reemplázase la frase final que dispone  “en el proceso de licitación de la concesión caducada” por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años.”.


c) Modifícase el inciso décimo, en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la primera vez que aparece la expresión “que declara la caducidad” por la frase siguiente:


“que pone término a la concesión o la que declara la caducidad, según corresponda.”.


ii) Sustitúyase la oración “contado desde la fecha en que la caducidad ha quedado ejecutoriada” por la siguiente: “contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada”.


d) Sustitúyase el inciso doce, por el siguiente:


“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, quien deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación de acuerdo a las reglas de los incidentes, debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión”.


e) Agrégase el siguiente inciso trece, nuevo:


“La caducidad de la concesión podrá ser declarada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las Bases de Licitación y en los respectivos contratos.”.


f) Elimínase del inciso veinte la frase que señala “sin forma de juicio oyendo al Ministerio”.


2) Sustitúyase el actual artículo 3º sexies por el siguiente:


“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso 2º del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.


Además, podrá comprender la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las Bases de Licitación respectiva.” 


3) Agréganse los siguientes artículos 3º septies a 3º tredecies nuevos:


“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas Bases de Licitación.

Las Bases de la Licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Trasportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.


Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes.


El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de la licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso.


Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, a través de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División, Programa o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.


No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las Bases de Licitación.


Desde el inicio de la concesión y hasta su término, los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función.


Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las Bases de Licitación.


Artículo 3° decies: Causales de término de las concesiones. Las concesiones reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:


a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.


b) Mutuo acuerdo.


c) Caducidad.


d) Quiebra del concesionario.


e) Por las demás que establezcan las leyes o las Bases de Licitación.


Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. Dicho plazo se puede reducir en el caso que se nombre un administrador provisional, se adjudique a un tercero la concesión o el área o zona vuelva al régimen general previsto en inciso 1º del artículo 3º.


Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dentro de las veinticuatro horas siguientes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido en el mismo plazo y forma.


Pronunciada la declaración de quiebra, el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.


Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión.


Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional, será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.


Artículo 3º tredecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, pudiendo requerir, a través del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones.


En el caso del término anticipado de la concesión, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá asegurar la continuidad del servicio designando un administrador provisional o nombrando a un nuevo concesionario.


Lo anterior, es sin perjuicio que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso 1º del artículo 3º.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero Transitorio.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696, seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se le puedan aplicar.


Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios de transportes público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de tres años contados desde la misma fecha.


Para tal efecto, el Ministerio iniciará el procedimiento mediante una resolución fundada, suscrita también por el Ministro de Hacienda, que deberá ser notificada por carta certificada a los concesionarios. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo será aprobado mediante resolución del Ministerio la que deberá llevar además el visto bueno del Ministro de Hacienda. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.


En caso que no exista acuerdo entre las partes, la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:


a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo, el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, la que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.

b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los articulos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.


c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.


d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso, el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.


e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar a favor de una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.


f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución, que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución, podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.


g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley, sin que éstos se hubieren deducidos, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución  correspondiente.


Artículo Segundo Transitorio.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. En el mismo plazo tanto el concesionario como el Ministerio podrán impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución. Para tal efecto será aplicable, en todo aquello que fuera procedente, el procedimiento establecido en los artículos 69 a 71 de la Ley 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, con excepción del inciso tercero del artículo 69. En consecuencia en este procedimiento no será exigible boleta de consignación.


La Corte sólo podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida, a petición fundada del interesado cuando la causal de impugnación se refiere a la ilegalidad del acto y su ejecución pudiere causar un daño irreparable.


En caso que la sentencia fije la indemnización definitiva en un monto superior a la determinada en la resolución recurrida, se imputará a aquélla el monto que se haya pagado o consignado, debidamente reajustado según sea la fecha que haya considerado la sentencia para la determinación de la indemnización definitiva. Si la sentencia fijare la indemnización definitiva en una suma inferior a la reclamada, el reclamante deberá restituir el exceso que hubiere percibido debidamente reajustado en la forma que determine la sentencia.”.

- - - - - - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 4 de agosto de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y señores Carlos Cantero Ojeda, Francisco Chahuán Chahuán y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 9 de agosto de 2010.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHAHUÁN Y TUMA, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SEÑOR SERGIO ABAD ANTOUN

(7042-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al señor Sergio Abad Antoun.





La presente iniciativa tuvo su origen en moción de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán y Eugenio Tuma. Posteriormente, se adhirió, también, el Honorable Senador señor Hosain Sabag.





Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, con fecha 6 de julio de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.





A la sesión en que la Comisión estudió este proyecto asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Antonio Horvath y Eugenio Tuma.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, y lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -  

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho.


La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación.


a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


3.- La Moción que da origen al proyecto en informe.


Destacan sus autores que la nacionalización por especial gracia constituye el más alto honor que el Estado chileno puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la nación, en áreas o actividades específicas de relevancia nacional.


En virtud de lo anterior y, en reconocimiento a su noble entrega de apostolado cristiano a la feligresía ortodoxa de nuestro país, sus autores manifiestan su deseo de que el Estado chileno otorgue la nacionalidad por especial gracia a don Sergio Abad Antoun, actual Arzobispo Metropolitano de la Iglesia para la Arquidiócesis de Santiago y de todo Chile, de la Iglesia Católica Apostólica Ortodoxa de la Santísima Virgen María, dependiente del Patriarcado de Antioquía.


A continuación, hacen una breve reseña de los aspectos más relevantes de la vida de Monseñor Abad.


En efecto, don Sergio Abad Antoun nació en Antioquía, Siria, el 14 de noviembre de 1930. Realizó sus estudios secundarios en el Seminario del Monasterio de la Virgen María, en Balamand, Líbano.


En 1956, obtuvo su licenciatura en teología, en la Facultad de Teología de Halki, perteneciente al Patriarcado Ecuménico en Estambul, Turquía.


Fue ordenado Diácono por el Metropolita Elías Mahouad de Alepo y, posteriormente, Sacerdote Archimandrita por el Metropolita Theodosios Abu-rejaile de Trípoli.


En ese mismo año, 1956, es elegido Rector del Seminario de Balamand, cargo que desempeña hasta el año 1961.


Posteriormente, entre 1962 y 1967, participa en diversas misiones pastorales en Damasco y Kuwait.


Luego, en 1968, es enviado a Brasil, y es nombrado Vicario Episcopal de su iglesia hasta 1975.


Una vez terminada su misión en Brasil, en 1975, es destinado a Venezuela, país en el que forma la primera comunidad ortodoxa. Allí permanece durante trece años desarrollando una extensa labor pastoral, además, de crear diversas parroquias.


En 1988 arriba a nuestro país y, el 4 de diciembre de ese mismo año, es ordenado Obispo y designado Vicario Patriarcal para la Iglesia Ortodoxa en nuestro país.  Posteriormente, el 8 de octubre de 1996, en reconocimiento a sus relevantes méritos pastorales, en la ciudad de Damasco, Siria, es elegido Metropolita para todo Chile, dignidad equivalente a la de Cardenal de la Iglesia Apostólica Romana.


Enfatizan los autores de esta iniciativa legal que Monseñor Abad lleva más de veinte años en nuestro país y que ha sobresalido por su entrega plena al ejercicio pastoral de su grey, compuesta mayoritariamente por ciudadanos de ascendencia árabe y griega.  En efecto, los ha evangelizado con gran entusiasmo, fervor y dedicación apostólica, transmitiéndoles la cultura, tradiciones e historia de sus antepasados.


Por otra parte, Monseñor Abab se destaca por su férrea defensa del ecumenismo, lo cual le ha validado el respeto y afecto de los dignatarios de todos los credos del país, así como también, el reconocimiento de las diversas autoridades políticas.


Finalmente, sus autores, estiman que el valioso aporte en el ámbito espiritual y desarrollo del ecumenismo en nuestro país, amerita que se le conceda la nacionalidad chilena por especial gracia. 


4.- Oficio N° 0418 del Registro Civil e Identificación en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Sergio Abad Antoun.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al inicio de la sesión el Honorable Senador señor Sabag, hizo presente que al tomar conocimiento de esta iniciativa legal  manifestó su deseo de adherirse en forma inmediata.  Expresó, a continuación, que con Monseñor Abad lo liga un conocimiento de muchos años y puede aseverar que ha dedicado su vida entera al servicio de Dios, de manera que es de toda justicia otorgarle la nacionalidad por gracia.


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Tuma, coautor de la Moción, agradeció la disposición de la Comisión y argumentó que Monseñor Abad es un evangelizador que ha realizado su labor pastoral durante más de veinte años en nuestro país, sin perjuicio de otras misiones que ha desarrollado en el extranjero. Enfatizó que es ampliamente reconocido por la comunidad internacional, particularmente, por las comunidades árabes. Agregó que es un representante de la Iglesia Ortodoxa y tanto su dedicación apostólica como su defensa por el ecumenismo constituyen méritos suficientes para ser acreedor de este reconocimiento.


Considerando lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio efectivo y relevante para la comunidad nacional, se formó la convicción razonada de que el señor Abad Antoun, con su abnegada labor pastoral y su trascendente actividad evangelizadora, ha prestado una esencial contribución al buen entendimiento de los distintos credos religiosos en nuestro país y al ejercicio pleno de la libertad de cultos, hechos que son, de por sí, justificación suficiente para hacerle merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado los valiosos servicios a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.  


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular, el siguiente proyecto de ley:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Jorge Abad Antoun.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 3 de agosto de 2010, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta), señores Hosain Sabag Castillo y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2010.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario

5

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES TUMA, BIANCHI, GÓMEZ, HORVATH Y QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE DERECHOS DEL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS

(7120-03)

Honorable Senado:

Vistos:
Lo previsto por los artículos 63 y 65 de la Constitución Política de la República; lo establecido por la Ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y lo previsto por el Reglamento del Honorable Senado.

Considerando:
1- Que nuestro país se ha organizado como una economía social de mercado, que asegura la libertad de emprendimiento, la libertad de contratación y el derecho de propiedad en todas sus formas. Sin perjuicio de lo cual, ésta debe estar al servicio de la persona humana, tratando de proveerle de los bienes y servicios que permitan la satisfacción de sus necesidades materiales y a partir de ello un desarrollo pleno e íntegro de su vida personal, familiar y social.

2- Que fruto del proceso de desarrollo económico y social del país y precisamente del aseguramiento de un orden público económico fundado en principios liberales, a partir de la Carta Constitucional de 1980, se produjo un importante desarrollo del mercado de productos financieros, que ha ido permitiendo a lo largo de los años el surgimientos de mayores actores, la diversificación de productos y lo más importante  el acceso al crédito, que permite a las familias satisfacer sus necesidades, sin necesidad de postergarlas.

3- Que sin embargo, la ampliación del mercado financiero chileno en cuanto al número de oferentes y demandantes de tales servicios no ha tenido como correlato necesario una baja de los costos de estos servicios. Muy por el contrario, a lo largo de los años se ha podido apreciar como la banca especialmente se ha encargado de redefinir sus negocios, reorientándolos a nichos específicos, vulnerando de paso su rol público de intermediarios financieros y generando productos, que en lugar de favorecer a los consumidores solo abultan sus utilidades.

Esta anomalía en el funcionamiento de los mercados, tiene su origen en una escasa regulación. Tras las crisis económicas de los años ochenta, el Estado se ocupó de regular el sector financiero en general y financiero en particular, tratando de dar sustentabilidad al sistema en su conjunto, para lo cual se busca asegurar esencialmente su solvencia y la transparencia de sus transacciones y la seguridad de los ahorrantes, sin desarrollar paralelamente esfuerzos orientados a crear un estatuto de derechos de los usuarios del sistema, como son los depositantes y los deudores o tomadores de créditos, titulares de cuentas corrientes, titulares de tarjetas de créditos, etc.

4- Que hoy en día, cuando ya van casi 30 años de desarrollo libre del mercado financiero, que ha logrado un nivel de sofisticación propia del Primer Mundo, sin embargo nos encontramos con un panorama abrumador. Las denuncias por abusos de los usuarios se multiplican con los años. Los contratos de adhesión que impiden a la parte más débil negociar los clausulados contractuales son la regla, la imposición de tasas de interés que no están a tono con el nivel de desarrollo de nuestro país, tienen a los deudores de Chile a merced de sus acreedores sin que existan ni normas ni instituciones que se ocupen de poner coto a los abusos.

5- Que el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera acaba de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que ha sido dado a conocer públicamente como el SERNAC Financiero, por medio del cual, se le entregan competencias al Servicio Nacional del Consumidor, para intervenir en el mercado financiero por la vía exclusiva de superar lo que se califica como asimetrías de información entre los agentes intervinientes.

En efecto, las normas sometidas a consideración del Congreso Nacional tratan de evitar los abusos mejorando la capacidad de los consumidores de adoptar decisiones económicas racionales. Para ello se obliga al SERNAC a través de su unidad especializada en materias financieras a recabar información que permita adoptar mejores decisiones de consumo para los usuarios.

Este proyecto, es a todas luces ineficaz para los fines prometidos durante la última campaña electoral. Es un proyecto que pone el abuso de cargo del usuario y no del que le impone condiciones gravosas de contratación y desde esa perspectiva en lugar de ser una amenaza para las grandes empresas financieras, es casi una legitimación política y jurídica de su actual forma de operar.

6- Que a nuestro juicio lo primordial, es asegurar un estatuto básico, un decálogo de derechos mínimos e irrenunciables de los usuarios del sistema financiero que permita equilibrar las relaciones jurídicas entre partes que no se encuentran en una posición material de igualdad ni tampoco de equilibrio. Es deber del Derecho equilibrar esos poderes diversos, por la vía precisamente de asegurar derechos especiales a la parte más débil. Ese es un principio esencial del derecho de la contratación que debiera ser la base de una reforma seria del mercado financiero.

7- Que por lo expuesto es que nos permitimos someter a consideración de ambas ramas del Congreso Nacional este proyecto de ley que modifica la Ley Nº 19.496 de Derechos del Consumidor, con la finalidad de agregar un artículo 3 Quáter que contenga un catálogo de los derechos de los usuarios de los servicios financieros.

Estos derechos que proponemos reconocer, los concebimos como derechos irrenunciables cuyo respeto, debe ser la base de desarrollo de toda la legislación sobre contratación de servicios financieros en el mercado.

Por tanto:
Los senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley
Artículo único.- Agréguese el siguiente Artículo 3 quáter a la Ley Nº 19.496 Sobre Derechos de los Consumidores.

Artículo Tercero Quáter.- Son derechos de los usuarios de servicios financieros los siguientes:

a) El acceso a la información veraz, integra y oportuna sobre costos totales de los créditos y los cargos que se apliquen por concepto de comisiones, intereses, gastos de cobranza u otros cualquiera que sea su naturaleza y que se devenguen con ocasión del otorgamiento de un crédito principal.

Este derecho incluye el de conocer las condiciones objetivas por las cuales se decide el otorgamiento de un crédito. La negativa de otorgamiento de un crédito deberá expresarse por escrito y se deberá justificar únicamente en razones de orden jurídico o comercial objetivamente demostrables.

b) A recibir un trato no discriminatorio, por razones de edad, género y opción sexual, raza o creencia. Queda prohibido establecer estándares de atención diferente en las salas de atención de público para clientes y no clientes de las instituciones bancarias y financieras.

c) A contratar los productos y servicios financieros por separado. No se podrá condicionar la contratación de un determinado servicio financiero a la contratación de otro que tenga una individualidad clara y definida.

d) A la movilidad de las garantías constituidas para asegurar sus obligaciones. Las entidades acreedoras deberán acceder a liberar las garantías dentro de un plazo no superior a quince días, una vez que se hayan cumplido las obligaciones principales garantidas.

e) A pagar tasas de intereses justas. Queda prohibido el cobro de intereses sobre intereses. No puede estipularse un interés que exceda en más de un 10% al corriente que rija al momento de la convención, ya sea que se pacte tasa fija o variable.

f) A terminar de manera expedita su relación con los bancos e instituciones financieras. A la sola petición por escrito del interesado y no existiendo deudas por créditos o cargos pendientes, se dará por terminada la relación contractual existente.

g) A efectuar pagos anticipados de las obligaciones vigentes. Realizado el pago completo del capital, no podrá exigirse el pago de intereses no devengados o de comisiones de prepago.

h) A conocer la información sobre comportamiento comercial que manejan los bancos e instituciones financieras y a que ésta, cuando esté caduca, no sean transmitida sin que previamente lo autorice el deudor.

i) A la justa valoración de las garantías que ofrezca. El deudor siempre tendrá el derecho a pedir, en caso de no conformarse con la tasación realizada, a pedir que se realice una segunda, con cargo a él. El tasador será designado de común acuerdo y su informe se tendrá como la tasación correcta a efectos de la evaluación de la idoneidad y suficiencia de las garantías ofrecidas.

j) A la liquidación justa y oportuna de las deudas. Realizada la petición de liquidación de una deuda, el acreedor deberá dentro de veinticuatro horas ponerla a disposición del deudor. Los gastos de cobranza de los créditos siempre serán de cargo del acreedor, sin perjuicio del pago de las costas procesales y personales establecidas por ley.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHADWICK, COLOMA Y LONGUEIRA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE RECONOCE LA CALIDAD DE LEGÍTIMO OCUPANTE DE INMUEBLE DAÑADO A CAUSA DE CATÁSTROFE DEL 27 DE FEBRERO

(7121-14)

Honorable Senado:

Recordamos con amargura el dolor y sufrimiento que padecieron muchos compatriotas el día 27 de febrero de 2010, en cual en horas de la madrugada de aquel fatídico día todo el sector centro-sur de nuestro país fue afectado por una de las catástrofes más graves de la que se tiene memoria, como resultado de un sismo que alcanzó los 8,8 grados en la escala de Richter y luego en horas de la mañana además fue azotada por cuatro violentas entradas de mar, parte de una serie de maremotos que se produjeron en un importante número de localidades costeras de la Regiones del Libertador Bernardo O'Higgins, del Maule y del Bio Bío, con consecuencias físicas, emocionales y materiales que hasta hoy se prolongan.

Que, en un esfuerzo común entre el poder ejecutivo y el Congreso Nacional, se han dictado una serie de leyes, para paliar los daños, sufrimientos y dificultades, cuyo origen es el día luctuoso antes señalado, y también para avanzar a paso firme en la reconstrucción nacional, estos cuerpos legales han sido las leyes 20.436, 20.439, 20.440, 20.444, 20.446, 20.451,20.452 y 20.455.

Pero este ímpetu legislativo, lamentablemente ha dejado en el camino a un grupo significativo de chilenos, para los cuales por intermedio del presente proyecto de ley, pretendemos ampararlos con un reconocimiento legal de su condición de legítimos ocupantes de inmuebles que hayan sido dañadas o destruidas por el terremoto y maremotos del día 27 de febrero de 2010.

El reconocimiento legal de “legítimo ocupante”, que pretende el proyecto de ley, no es una completa innovación en derecho chileno, sino que nuestro ánimo es continuar con una tradición legislativa que surge tiempo tras tiempo con los periódicos desastres naturales que asolan nuestro querido país, y que también en su tiempo se hacían cargo en parte de las condiciones de pobreza e irregular condición de las poblaciones llamadas “callampas”.

Así, los llamados “legítimo ocupante” o “simplemente ocupantes” de inmuebles, son reconocidos entre otros por los siguientes cuerpos normativos: Artículo 26 inciso 5to y artículo 34 del D.L 3.063 de 1979 sobre rentas municipales, incorporados por la Ley 19.749; Ley 16.741 sobre poblaciones declaradas en situación irregular; artículo 5° del DFL Nº 5 de 1968 de Agricultura sobre comunidades agrícolas; artículo 5° del Reglamento sobre la Ley 19.749 conforme texto refundido por el Decreto 102 de 2002 de Hacienda sobre normas para la creación de microempresas familiares; Ley 19.537 sobre Copropiedad Inmobiliaria; Decreto Nº 46 de 1998 de Vivienda Reglamento de la Ley 19.537 sobre copropiedad inmobiliaria de la Ley 19.537; D.F.L Nº 336 de 1953 sobre administración, tuición y disposición de bienes del Estado, del Ministerio de Tierras y Colonización, Texto refundido por el Decreto Ley Nº 574 de 1974; Título I de la Ley 16.282 sobre disposiciones permanentes para los casos de sismos o catástrofes, texto refundido por el Decreto 104 de 1977 de Interior; y Ley 17.564 que crea las corporaciones de desarrollo que indica, establece normas para la reconstrucción de la zona afectada por los sismos de 8 de julio de 1971 y modifica la ley 16.282.

Que en circunstancias normales, cualquier persona debe acreditar su condición de propietarios de un inmueble, o que el propietario le haya autorizado el uso y goce del mismo, lo que significa en uno u otro caso acreditar con inscripción vigente el dominio de la propiedad, acompañando con copias o certificados del Registro de Propiedad emitidos por el respectivo Conservador de Bienes Raíces.

Pero sucede que existe un grupo importante de personas que son legítimos ocupantes de propiedades dañadas por el terremoto y maremotos, las poseen materialmente en forma legítima exenta de violencia, clandestinidad u otro vicio, como poseedores regulares, tanto por ser herederos por sucesión por causa de muerte de los propietarios pero sin poseer una declaración de posesión efectiva intestada definitivamente tramitada conforme a las normas de la Ley 19.903 y su reglamento ante el Servicio de Registro Civil e Identificación; o por no haber aún obtenido sentencia que concede la posesión efectiva de herencia testadas ante la justicia ordinaria; o por gozar de algún derecho aún no declarado administrativa o judicialmente o imperfectamente constituido; o por encontrarse pendiente o en tramitación su regularización de la pequeña propiedad raíz del Decreto Ley 2.695 de 1979; o por ser miembros de una comunidad hereditaria aún indivisa; o por cualquier otro título.
Que, en la búsqueda de una rápida respuesta para este importante grupo de chilenos, estimamos imperioso adoptar disposiciones legales excepcionales, transitorias y restrictivas, que les permitan a cualquier legítimo ocupante de viviendas o propiedades no fiscales dañadas o destruidas por el terremoto y maremotos, acreditar esta condición, y obtener de pleno derecho el reconocimiento legal de "legítimo ocupante" y de esta forma quedar habilitados para los eventuales beneficios que a futuro el Estado de Chile pudiera concederles. Todo ello, acompañados de los necesarios resguardos y controles para que estas herramientas legales excepcionales, transitorias y restrictivas se utilicen sin abuso ni mala fe.

Corresponde destacar que para salvaguardar el correcto uso del mecanismo legal que se propone y a su vez prevenir su uso fraudulento, se tipifica una figura penal que sancionará cualquiera uso fraudulento en que incurra con la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados, otorgándose acción penal pública para la persecución de la responsabilidad criminal correspondiente y presumiéndose de derecho que siempre hay interés fiscal comprometido.

De todas formas, entendiendo que es un régimen excepcional, transitorio y restrictivo, el presente proyecto de ley jamás afectará los derechos de terceros poseedores o propietarios de inmuebles, jamás afectará los derechos del Fisco de Chile sobre inmuebles, y nunca tal declaración jurada podrá ser utilizada en juicio, salvo cuando se persiga la responsabilidad criminal de las figuras penales establecidas por la ley.

Para ser expedito y eficaz el régimen excepcional y transitorio, los legítimos ocupantes que recurran a él se beneficiarán con privilegio de pobreza, por el sólo ministerio de la ley, esto es, sin que se requiera la promoción de un incidente especial o intervención judicial, para todas las gestiones, trámites y actuaciones ante Notarios Públicos a que se refiere esta ley.

Importante es señalar que el reconocimiento legal de legítimo ocupante, es únicamente una habilitación de derecho, para eventualmente obtener en el futuro los beneficios fiscales que el Poder Ejecutivo dentro del ámbito de sus potestades exclusivas estime crear en el futuro para estos efectos. En este mismo ámbito es necesario resaltar que el proyecto de ley no obliga directa ni indirectamente al poder ejecutivo para entregar beneficios económicos o subsidios de ningún orden.

Expresado de otra forma el presente proyecto: a) no propone ni legisla sobre nuevos criterios distributivos de los recurso a entregar por la vía de subsidio; b) no propone ni legisla sobre quiénes son los beneficiarios de un programa de gobierno, cuáles son los requisitos de postulación, qué condiciones objetivas deben cumplirse, qué cantidad de recursos recibirá cada postulante seleccionado y cómo se fiscaliza la inversión de los recursos asignados; c) no propone ni legisla sobre los destinos o fines de los recursos fiscales; d) no propone ni legisla sobre ayuda estatal de carácter especial de ciertas personas; y e) no propone ni legisla aumentar el número de beneficiarios como una forma de intervención en la distribución de los fondos disponibles para financiar subsidios o ayudas estatales.

Las razones extraordinarias para proponer un régimen excepcional en el proyecto de ley, no significará alterar en forma alguna la legislación permanente y general.

Por lo tanto,
El Senador patrocinante y los demás adherentes que suscriben, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente:

Proyecto de Ley
“Artículo 1°.- Los habitantes o ocupantes de viviendas o propiedades no fiscales, dañadas o destruidas por el terremoto y maremotos del día 27 de febrero de 2010 ubicadas en las Regiones del Libertador Bernardo O'higgins, Maule y Bio Bío, que las ocupaban en forma legítima exenta de violencia, clandestinidad u otro vicio, como poseedores regulares, tanto por ser herederos por sucesión por causa de muerte de los propietarios pero sin poseer una declaración de posesión efectiva de herencia intestada definitivamente tramitada conforme a las normas de la Ley 19.903 y su reglamento ante el Servicio de Registro Civil e Identificación; o por no haber aún obtenido sentencia que concede la posesión efectiva de herencia testadas ante la justicia ordinaria; o por gozar de algún derecho aún no declarado administrativa o judicialmente o imperfectamente constituido; o por encontrarse pendiente o en tramitación su regularización de la pequeña propiedad raíz del Decreto Ley 2.695 de 1979; o por encontrarse pendiente o en tramitación la reconstitución del título de dominio conforme a la Ley 16.665; o por ser miembros de una comunidad hereditaria aún indivisa; o por cualquier otro título, podrán obtener el reconocimiento legal de su condición de legítimo ocupante, que permitan asegurarles el efectivo goce de sus derechos para los eventuales beneficios que a futuro el Estado de Chile pudiera concederles, mediante el procedimiento que se indica en los artículos siguientes.

Artículo 2°.- Para acreditar la calidad de legítimo ocupante, el interesado deberá requerir la incorporación en el protocolo o registro de instrumentos públicos de un notario público de la comuna respectiva, cualquiera de los siguientes documentos:

a.- Certificado de la Dirección de Obras Municipales que declare que la propiedad o inmueble fue:
i) Dañada;

ii) Dañada en forma irreparable;
iii) Destruida en forma total;
iv) Que deberá ser demolida; o

v) Que ya fue demolida.

Todo esto como consecuencia directa del terremoto o maremotos del día 27 de febrero de 2010, en además se señale la individualización del legítimo ocupante o del jefe de hogar afectado y de su cónyuge, cuando corresponda, con indicación del número de sus cédulas nacionales de identidad, R.U.T. o R.U.N.; y dirección del inmueble afectado.

b.- El Decreto de demolición, con indicación de la dirección del inmueble afectado.

c.- Certificado o copia autorizada de la Ficha de Registro de Damnificados extendida por la respectiva Municipalidad, la cual ya se encuentre ingresada en el sistema computacional que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo tiene implementado para estos efectos.

d.- Certificado de la Municipalidad correspondiente que ha determinado la inhabitabilidad del inmueble.

e.- Certificado emitido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, que acredite que el interesado es legitimario del propietario del inmueble o está solicitando la posesión efectiva de la herencia intestada o es uno de los herederos señalados en la solicitud respectiva, singularizando el bien raíz indicado en el inventario de los bienes del causante.

f.- Certificado emitido por los Tribunales de Justicia, que acredite que el interesado se encuentra solicitando la posesión efectiva de la herencia testada o es uno de los herederos o legatarios señalados en el testamento respectivo, singularizando el bien raíz indicado en el inventario de los bienes del causante.

g.- Certificado emitido por los Tribunales de Justicia, que acredite que el interesado se encuentra solicitando la reconstitución de su título de dominio conforme a las normas de la Ley 16.665, en las comunas de Talcahuano y Hualpén, singularizando el bien raíz respectivo.-

Artículo 3°.- Sin necesidad de un acto administrativo adicional o de una declaración o intervención judicial, se reconoce la calidad de legítimo ocupante de una vivienda o propiedad dañadas o destruidas por el terremoto y maremotos del día 27 de febrero de 2010, a aquel interesado que exhiba en copias autorizadas uno cualquiera de los documentos signados con las letras a.-, b.-, c-, conjuntamente con uno cualquiera de los documentos signados con las letras d.-. e.-, f.- y g.- debidamente protocolizados como indica el artículo segundo anterior.
Artículo 4°.- La presente ley sólo será aplicable para los legítimos ocupantes de los inmuebles ubicados en las Regiones del Libertador Bernardo O'higgins, Maule y Bio Bío.
Artículo 5°.- Para cualquier otro objeto distinto de aquellos que emanan directamente del terremoto y maremotos del día 27 de febrero de 2010, los documentos singularizados en el artículo segundo anterior no producen efecto jurídico alguno; y carecerán también de todo valor para acreditar el dominio o la posesión material o inscrita de inmuebles, tanto para obtener el dominio por prescripción adquisitiva ordinaria o extraordinaria, tanto para reclamar prescripciones extintivas, tanto para acreditar posesión material para los efectos del Decreto Ley 2.695 de 1979. Tales documentos nunca serán justo título.

De igual forma tales documentos, no afectarán los derechos de otros terceros poseedores o propietarios de inmuebles, o los derechos del Fisco de Chile sobre inmuebles, y nunca tales documentos podrán ser utilizados en juicio o en gestiones prejudiciales o preparatorias de cualquier entidad o naturaleza, salvo cuando se persiga la responsabilidad penal, y entre estas la figura penal tipificada en el artículo sexto siguiente.
Artículo 6°.- El que utilizaré fraudulentamente cualquiera de los documentos indicados en el artículo segundo anterior, será sancionado con la pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados.

Artículo 7°.- Se otorga acción penal pública para la persecución de la responsabilidad criminal correspondiente que establece la presente ley, presumiéndose de derecho que siempre hay interés fiscal comprometido.-

Artículo 8°.- Los legítimos ocupantes que recurran al procedimiento establecido en la presente ley, se beneficiarán con el privilegio de pobreza, por el sólo ministerio de la ley, esto es, sin que se requiera la promoción de un incidente especial o intervención judicial, para todas las gestiones, trámites y actuaciones ante Notarios Públicos a que se refiere esta ley.

Artículo 9°.- La presente ley tendrá vigencia de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial”

(Fdo.): Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Juan Antonio, Coloma Correa, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, CHAHUÁN, HORVATH Y TUMA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A CONTRATO DE TRABAJADOR DE TEMPORADA

(7122-13)

Honorable Senado:

El Código del Trabajo define en el párrafo 2 del título 2° del Capítulo II en los artículos 93 y siguientes una serie de normas especiales para los trabajadores agrícolas de temporada.

Según el artículo 93, se entiende por trabajadores agrícolas de temporada, “todos aquellos que desempeñen faenas transitorias o de temporada en actividades de cultivo de la tierra, comerciales o industriales derivadas de la agricultura y en aserraderos y plantas de explotación de madera y otras afines.”
Según este artículo son trabajadores de temporada aquellos que desarrollen algunas de las siguientes actividades:

Actividades de cultivo de tierra

Comerciales o industriales derivadas de la agricultura

En aserraderos y plantas de explotación de madera y otras afines

Ahora bien, en los artículos siguientes se establecen una serie de normas que se adecuan a la realidad en que se efectúan estas labores transitorias, muchas de las cuales carecen de la debida protección legal en las normas generales del Código del Trabajo.

La primera modificación dice relación con que el contrato de trabajo debe escriturarse para estos trabajadores en cuatro ejemplares, dentro de los cinco días siguientes a la incorporación del trabajador.

Otra norma especial dice relación con los saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, puesto que para estos trabajadores los empleadores deberán depositarlos, dentro del plazo de 60 días, contado desde la fecha de término de la relación laboral, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley Nº 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma.

Por otro lado, en el artículo 95 se establecen una serie de garantías especiales para este tipo de trabajadores que dicen relación la obligación del empleador de proporcionar al trabajador condiciones adecuadas e higiénicas de alojamiento, de acuerdo a las características de la zona, condiciones climáticas y demás propias de la faena de temporada de que se trate así como también la obligación del empleador de proporcionar a los trabajadores, las condiciones higiénicas y adecuadas que les permitan mantener, preparar y consumir los alimentos.

Por último, en los últimos incisos del artículo 95 se establecen obligaciones sobre información y protección para los trabajadores tengan contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, así como también la obligación del empleador de proporcionar los medios de movilización necesarios para estos trabajadores.
La recientemente descrita regulación del trabajador temporero desde hace bastante tiempo ha sido superada por toda una nueva realidad que ha tornado a los 5 artículos del Código del trabajo al interior de la regulación del contrato especial de trabajadores agrícolas en una legislación insuficiente, precaria y que exclusiva.

Esta realidad ha sido muy bien diagnosticada por las conclusiones de la mesa agrícola de finales del año 2007.

La denominada Mesa Agrícola, estuvo compuesta en su origen, por las Subsecretarías del Trabajo y de Agricultura, la Dirección del Trabajo, empresarios y trabajadores, quienes expresaron su interés por elaborar un estatuto especial para temporeras y temporeros.
Dentro de los principales temas a abordar según el informe de esta mesa están:
Definición de trabajador temporal:

Previsión Social y de salud efectiva y permanente: Por la temporalidad de sus actividades las cotizaciones no les alcanzan para jubilar; y junto con ello mejorar el acceso a la salud.

Protección Laboral: en cuanto a sindicalización la negociación colectiva y formalidad de la contratación

Subsidios y bonos: Crear políticas públicas y mejorar los accesos a beneficios estatales para sector rural en esto es interesante la propuesta de la creación de un bono de sala cuna para las trabajadoras temporeras como modalidad de cumplimento de la obligación de empleador de proveer de salas cunas cuando tiene 20 o mas trabajadoras contratadas temporeras.

Flexibilización del el acceso al seguro de cesantía para adecuarlo con las características del sector.

Subcontratación y provisión de mano de obra de manera que la figura del suministro de servicios transitorios sea aplicable en la agricultura,

Establecimiento de Jornadas especiales de trabajo pactadas entre trabajador y empleador.

En virtud de todas estas demandas que demuestran la urgente necesidad de legislar en forma profunda el trabajo temporal en nuestro país es que este proyecto de ley viene en proponer una primera modificación que pretende abrir la discusión legislativa del trabajo temporal.

Es por esto que proponemos crear un capítulo especial dentro del Código del Trabajo, dentro de la regulación de los contratos especiales y que se denomine del “Contrato del Trabajador Temporal”
Además se propone una nueva definición del trabajador temporal en el cual se incluyen a un nuevo grupo de de trabajadores que no están contemplados en la definición actual, pero que sin embargo desarrollan labores de carácter temporal, como son los trabajadores de plantas pesqueras.
Esto sin perjuicio de que en la discusión se puedan agregar otro tipo de trabajadores no contemplados actualmente y sin perjuicio también de perfeccionar la definición según los criterios aportados por la Mesa Agrícola.
Respecto al actual articulado del Código del Trabajo en torno al trabajador temporal, en este proyecto no proponemos ninguna modificación, así como tampoco incorporamos ninguna de las medidas propuestas por la Mesa Agrícola, pero sabemos que sin duda que en la discusión deberán discutirse modificaciones al los artículos existentes, y la incorporación de otros nuevos, además de la modificación de otras leyes en especial las que dicen relación con el seguro de cesantía y la salud y previsión de estos trabajadores.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de ley
Artículo Único: incorpórese en el Título II del libro Primero del Código del Trabajo el siguiente capítulo VIII nuevo

Capítulo VIII “Del contrato de trabajador de  temporada”
Artículo 152 quáter: Se entiende por trabajadores de temporada, todos aquellos que desempeñen faenas transitorias o de temporada en actividades de cultivo de la tierra, comerciales o industriales derivadas de la agricultura, en aserraderos y plantas de explotación de madera y otras afines y en actividades de transformación de productos de cualquier especie hidrobiológica mediante el procesamiento parcial de éstos.
Artículo 152 quáter b. El contrato de los trabajadores de temporada deberá escriturarse en cuatro ejemplares, dentro de los cinco días siguientes a la incorporación del trabajador.

Cuando la duración de las faenas para las que se contrata sea superior a veintiocho días, los empleadores deberán remitir una copia del contrato a la respectiva Inspección del Trabajo, dentro de los cinco días siguientes a su escrituración.

En el caso de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, los empleadores deberán depositarlos, dentro del plazo de 60 días, contado desde la fecha de término de la relación laboral, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley Nº 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma. Los dineros depositados conforme a este inciso serán siempre de libre disposición para el trabajador. Los mandantes responderán de estos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 64 y 64 bis.

Artículo 152 quáter c. En el contrato de los trabajadores transitorios o de temporada, se entenderá siempre incluida la obligación del empleador de proporcionar al trabajador condiciones adecuadas e higiénicas de alojamiento, de acuerdo a las características de la zona, condiciones climáticas y demás propias de la faena de temporada de que se trate, salvo que éste acceda o pueda acceder a su residencia o a un lugar de alojamiento adecuado e higiénico que, atendida la distancia y medios de comunicación, le permita desempeñar sus labores.

En las faenas de temporada, el empleador deberá proporcionar a los trabajadores, las condiciones higiénicas y adecuadas que les permitan mantener, preparar y consumir los alimentos. En el caso que, por la distancia o las dificultades de transporte no sea posible a los trabajadores adquirir sus alimentos, el empleador deberá, además, proporcionárselos.

Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización. Deberá proporcionar al trabajador, además, los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.

En el caso que entre la ubicación de las faenas y el lugar donde el trabajador aloje o pueda alojar de conformidad al inciso primero de este artículo, medie una distancia igual o superior a tres kilómetros y no existiesen medios de transporte público, el empleador deberá proporcionar entre ambos puntos los medios de movilización necesarios, que reúnan los requisitos de seguridad que determine el reglamento.

Las obligaciones que establece este artículo son de costo del empleador y no serán compensables en dinero ni constituirán en ningún caso remuneración.

Artículo 152 quáter d. Para dar cumplimiento a la obligación contenida en el artículo 203, los empleadores cuyos predios o recintos de empaque se encuentren dentro de una misma comuna, podrán habilitar y mantener durante la respectiva temporada, uno o más servicios comunes de sala cuna.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHADWICK, ALLAMAND Y CANTERO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE VIOLENCIA ESCOLAR

(7123-04)

Honorable Senado:

En Chile la violencia escolar se ha ido transformando en un problema grave que urge abordar en todas sus dimensiones y en particular desde el punto de vista legislativo.

Estudios de Paz Ciudadana señalan que un 32% de los alumnos (niños y niñas entre 7 y 10 años) dice haber sido víctimas de agresiones sicológicas e intimidación por parte de sus compañeros de escuela. De estos, alrededor de un 13% lo ha sido “a veces” o “frecuentemente”.

La UNICEF, por su parte, tiene estudios que señalan que un 31% de alumnos (niños y niñas entre 12 y 18 años) se han sentido discriminados “a veces o siempre” en su escuela. Un 85% de ellos dice que quiénes los discriminan son sus propios compañeros.

Ese mismo estudio arroja que un 18% de niños y niñas entre 12 y 18 dice haber sido víctima de maltrato, abuso o amenaza por parte de sus compañeros, a veces (14%) y frecuentemente (2%). Los que más han sufrido este tipo de violencia son los niños y niñas de 12 y 13 años.

Chile se ubica según ranking de la Organización de Naciones Unidas en el séptimo lugar de los países con más agresiones de este tipo.

En Chile, según el último Estudio de Violencia en el Ámbito Escolar (2008) realizado por el Ministerio del Interior, el 10,7% de los estudiantes se declaran víctimas de amenaza permanente y discriminación. Según el mismo sondeo, más del 35% de los alumnos entre primero y segundo básico declararon percibir agresiones entre escolares al menos una vez a la semana.

Las cifras del MINEDUC, en esta materia, son elocuentes: sólo en lo que va del año se han recibido más de 600 denuncias por maltrato escolar.

Uno de los últimos casos de conmoción pública sobre maltrato escolar ocurrió en abril de este año. Vicente Gamboa de sólo 7 años cayó por un ventanal mientras arrancaba de sus compañeros. El accidente le provocó graves heridas en ambos brazos. La madre, al momento del accidente, se encontraba precisamente en el colegio, reunida con sus directivos, planteándoles su preocupación por el hostigamiento que sufría su hijo.

El 23 de noviembre del 2006, el suicidio en Iquique de Pamela Pizarro, de sólo 13 años, que no pudo resistir más el continuo hostigamiento escolar del que era víctima, impactó al país y fue el primer caso de este tipo del que se tuvo conocimiento.

Dos años después, en octubre del 2008, otro adolescente, de 15 años, murió a semanas de haberse colgado en el patio de su casa producto de las burlas y amenazas de sus compañeros de colegio.

El concepto de acoso escolar, según estudios de la Fundación Paz Ciudadana, tiene su origen en los estudios del noruego Dan Olweus (1998), que fue el primero en hablar de “bullying”, y es definido “como un tipo de comportamiento agresivo ejercido de forma intencional y repetido sobre una víctima que se encuentra en una posición de poder asimétrica frente a su agresor”. Es decir, deben concurrir tres factores para estar en presencia de acoso escolar: Intencionalidad del agresor, reiteración de la violencia, e indefensión de la víctima.

Es indispensable abordar este tema en nuestra legislación. Si bien la Ley General de Educación contempla derechos y deberes de todos los integrantes de la comunidad escolar en cuanto a la convivencia escolar, se hace imprescindible precisar y regular la forma en que esos derechos y deberes deben llevarse a la práctica.

En mayo del 2008 un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago, posteriormente ratificado por la Corte Suprema, confirmó el derecho que tiene un colegio a aplicar sanciones cuando ocurren casos de maltrato entre alumnos

La Corte, rechazó un Recurso de protección presentado en contra del Colegio Alemán de Santiago, por el padre de un menor, que estando en Primero Medio fue expulsado del colegio por las amenazas y agresiones que hizo a un compañero durante las vacaciones de verano a través de un fotolog.

La sentencia es elocuente porque se trata de hechos ocurridos durante las vacaciones escolares y a través de Internet. Los padres del menor expulsado alegaban que se había vulnerado la libertad de enseñanza, que había sido sancionado sin debido proceso y además por hechos ocurridos fuera del año escolar.

Entre los considerandos del fallo hay dos que queremos señalar porque sirven de antecedente importante al proyecto de ley que estamos presentando a tramitación:

“...Séptimo: Que, en relación a la garantía constitucional alegada por la recurrente del artículo 19 Nº 11 inciso 49 de la Constitución Política de la República, esto es, la libertad de enseñanza, en el entendido de lo aludido por la actora, de que los padres tienen el derecho de escoger el establecimiento de enseñanza para sus hijos, cabe hacer presente que dicha garantía está referida a las circunstancias de que los padres pueden escoger el lugar donde sus hijos estudien, pero estos no puede obligar a una institución educacional el admitir alumnos que no respeten la estructura y reglamentación del colegio, de modo que la medida de expulsión debe ser fundada y tal como ocurre en la especie, el fundamento está sustentado en una falta gravísima cometida por el menor T.V.B., todo lo cual redunda en que el establecimiento educacional ha obrado ajustado a su normativa reglamentaria y su violación, ha implicado, necesariamente, la aplicación de una sanción, que en modo alguno podría significar una vulneración de la garantía constitucional precitada”;
“...Octavo: Que, de los antecedentes consta que la Sociedad Colegio Alemán de Santiago actuó dentro de sus estatutos y bajo el amparo del Reglamento de Convivencia para el Alumno, como también, la conducta desplegada por el alumno T.V.B. , al calificar a su compañero de curso como negro, comunista y maricón, han significado conductas reprochables y antirreglamentarias y no sólo en el plano de la sana convivencia, sino también en un plano humano y educativo, que requiere que todo establecimiento educacional, repudie las manifiestas actitudes agresivas y amenazantes de sus educandos y en particular, la del citado T.V.B., en cuanto sus acciones de menoscabo y persecución a su compañero de curso, constituyen con su actuar, conductas discriminatorias y homofóbicas, las cuales de modo alguno pueden ser promovidas ni permitidas por establecimiento educacional alguno, circunstancias todas que llevaran a estos sentenciadores a rechazar el recurso deducido....”
Este fallo reconoce el derecho que tiene un colegio a enfrentar un caso de hostigamiento y acoso en contra de un alumno y aplicar las sanciones por drásticas que sean, pero son numerosos los casos de violencia escolar que permanecen en la impunidad al interior de los colegios.

Es por ello que hemos elaborado un proyecto de ley que regule, impida, prevenga y sancione los casos no sólo de violencia física y sicológica en la comunidad escolar sino también toda forma de hostigamiento y acoso que hoy se realiza por cualquier medio, en especial los virtuales o cibernéticos.

Si bien la responsabilidad primera recae en los colegios que deben tener formas de prevenir y sancionar dichas conductas, los padres deben ser parte activa de ese proceso. Tienen derecho a estar informados cuando su hijo sea víctima de un caso de “bullying” (que quizás él mismo no se ha atrevido a denunciar por temor a mayores represalias), y tienen el deber también de informar al colegio cuando sean ellos quienes tomen conocimiento de casos de hostigamiento que estén ocurriendo entre miembros de la comunidad escolar.

Este proyecto de ley busca regular la forma en que los colegios deben asumir este problema, ya I mismo tiempo, establece sanciones para aquellos colegios, en los que acreditándose un hecho de violencia escolar, no hayan actuado con el rigor y la premura necesaria.

Proyecto de Ley
Artículo 1º:

Deberes de los Integrantes de la Comunidad Escolar

Deberes de los alumnos

Para agregar al artículo 10 letra A) inciso segundo de la Ley General de Educación, a continuación de la palabra escolar y antes de la coma, la siguiente frase:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido entre ellos y hacia sus profesores o asistentes de la educación, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos”;

Deberes de los Profesionales de la Educación

Para agregar al artículo 10 letra C) inciso segundo de la Ley General de Educación, a continuación de la palabra educativa, eliminándose el punto final, la siguiente frase:

“como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar , denunciando dichas conductas y aplicando las sanciones cuando correspondan”
Deberes de los Equipos Docentes Directivos

Para agregar al artículo 10 letra E) inciso segundo de la Ley General de Educación, a continuación de la palabra conducen, eliminándose el punto final, la siguiente frase:

“como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar que dirigen, aplicando las sanciones cuando correspondan”
Artículo 2º
Para agregar un nuevo Artículo 15 B y 15 C a la Ley General de Educación que señalen lo siguiente:

Art. 15 B : Constituirá un deber prioritario de la Comunidad Escolar promover y velar por una sana convivencia escolar en donde esté estrictamente prohibido toda forma de agresión física o psicológica entre sus miembros, incluyéndose alumnos, profesores, directivos y asistentes de la educación.

Para estos efectos, se deberá constituir un Comité denominado de la Sana Convivencia Escolar, que estará constituido por el Director del Establecimiento; un representante de los profesores; el presidente del Centro de Padres y Apoderados, y a falta de el, un representante de los padres y apoderados; el presidente del Centro de Alumnos, y a falta de él, un representante de los alumnos y un representante de los Asistentes de la Educación.

Este Comité deberá impulsar todas aquellas medidas que se estimen necesarias    para promover, prevenir y controlar una sana convivencia escolar.

Art. 15 C: En el Reglamento Interno de cada establecimiento se deberá incorporar las diversas conductas que constituyen una falta a la sana convivencia escolar, graduándose estas de acuerdo a su mayor o menor gravedad. De igual forma, se establecerán las sanciones correspondientes a estas conductas que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento.

Todos los profesores tendrán la obligación de denunciar los hechos de violencia física y sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometidos por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, a la Dirección del Establecimiento. Tratándose de conductas leves o menos graves podrán aplicar directamente las sanciones correspondientes o de lo contrario dar cuenta de ellas a la Dirección para que aplique las sanciones de mayor gravedad

La Dirección del colegio tendrá la obligación de informar a los padres respectivos cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos, de la que esté siendo víctima su hijo

Del mismo modo, los padres deberán informar a la Dirección del colegio, cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido cometido por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, en contra de algún integrante de la comunidad escolar, de la que ellos hayan tomado conocimiento.

Si establecidos los hechos constitutivos de violencia física o psicológica, de hostigamiento y de acoso sostenido, la Dirección del Establecimiento no adoptase las medidas disciplinarías o correctivas correspondientes podrán ser sancionados con una multa de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales, las que podrán duplicarse en caso de reincidencia.

Las sanciones que se impongan deberán fundarse en el procedimiento establecido en el artículo 50 de la Ley General de Educación.

(Fdo.): Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, RINCÓN (DOÑA XIMENA) Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD DE PERSONAS NATURALES QUE COMPONEN UN SOCIEDAD

(7124-07)

Honorable Senado:

Fundamentos
El recorrido de la persona jurídica como respuesta del Derecho a la necesidad del hombre, a asociarse, ha sido extensa. El legislador ha dotado a ciertas agrupaciones de hombres, con personalidad jurídica, para facilitar determinadas funciones de la vida económica y social.

La persona jurídica, es un sujeto de Derecho, independiente de los individuos que componen la organización, pero debemos tener presente que siempre serán las personas naturales quienes determinen el actuar de una persona jurídica y la conducta de aquéllas es decisiva para saber si existe o no un abuso de esta última.

En nuestro ordenamiento jurídico, la persona jurídica está regulada en forma general en el Código Civil, particularmente en los artículos 545 y siguientes. Señala la norma que “Se llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente.”
La regulación de las sociedades la encontramos tanto en el Código Civil, en el Código de Comercio y en leyes especiales. El artículo 2053 del Código Civil, señala que “la sociedad o compañía es un contrato en que dos o mas personas estipulan poner algo en común con la mira de repartirse entre si los beneficios que de ello provengan”. Agrega que la sociedad forma una persona jurídica, distinta de los socios individualmente considerados.

El afianzamiento de una concepción meramente formalista de esta figura legal ha traído como consecuencia que ésta se preste para su utilización con objetivos diversos de la realidad social para la que nació la figura, privativos de los individuos que la integran. Así la persona jurídica puede ser empleada como un mero recurso técnico para eludir el cumplimiento de las leyes, desligarse de las obligaciones contraídas, y en general, para defraudar los intereses de terceras personas.

El abuso sólo puede determinarse si se indaga en la persona jurídica, alcanzando a los sujetos que se hallan detrás de la misma. Y en este sentido, las sociedades no puede ser considerada separadamente de las personas que la componen, pues sólo con el “levantamiento del velo” corporativo, se podrá evidenciar si actúa dentro del marco jurídico creado por el legislador.

La teoría del levantamiento del velo, fue desarrollada en Estados Unidos de Norteamérica, para efectos de indagar en el sustrato de las personas jurídicas y alcanzar a las personas que se han encubierto tras el manto corporativo, con el objeto de realizar actos contrarios al ordenamiento jurídico. De este modo, nace la doctrina del “disregard of legal entity” (desentenderse de la entidad legal) o “lifting of piercing the corporate veil” (levantar o correr el velo), en la época de la primera guerra mundial para determinar la nacionalidad de las sociedades durante ese período. Posteriormente, el alemán Rolf Serick, publica una traducida bajo el nombre de “Apariencia y realidad en las sociedades mercantiles” lo que importa que esta teoría sea recogida el sistema continental.

En España se elaborará a través del Tribunal Supremo la doctrina del “levantamiento del velo de la persona jurídica”; en Italia se desarrolla la “superación de la personalidad jurídica”; en Argentina de la “teoría de la penetración”, “desestimación” o “allanamiento de la personalidad jurídica”.

La doctrina nace en el derecho anglo americano al amparo de la equity (jurisdicción de equidad); como aplicación jurisprudencial de los tribunales de equidad de EEUU, quienes determinaron que, es lícito y necesario desentenderse de la entidad legal de una persona jurídica cuando esta ha sido utilizada con fines contrarios al Derecho, para buscar en su sustrato quiénes se benefician bajo del velo de dicha entidad. Hay que hacer presente que los tribunales de equidad sólo intervienen cuando el tribunal de Derecho no puede amparar y/o proteger de forma efectiva una situación que de lo contrario produciría un daño irreparable. Entra en juego el principio de la certeza en cuanto a la existencia de la persona jurídica como ente reconocido por el Derecho, con existencia independiente de sus miembros.

La doctrina se encuentra relacionada con la teoría del “trust fund”, que considera al capital con que se ha constituido la sociedad, como un fondo tenido en calidad de fiduciario por los socios, en favor de los acreedores. Los terceros o acreedores tienen un derecho sobre el patrimonio social más acentuado que los mismos socios, quienes sólo tendrán derecho sobre aquél en caso de liquidación, luego que todos los créditos de sus acreedores hayan sido satisfechos. Si en caso de liquidación los socios reciben bienes del “trust fund” antes de ser pagados los créditos, los acreedores pueden accionar directamente contra el socio.

Además de la equidad, importante fundamento de esta doctrina es el fraude. En el sistema del common law, su alcance es muy amplio, ya que abarcan las figuras del fraude propiamente tal, el dolo y la simulación.

La doctrina en comento, no tiene consagración legal en nuestro ordenamiento. Sin embargo, nuestro sistema contiene ciertas instituciones que podrían ser utilizadas como una vía para solucionar los problemas que acarrea el abuso de la personalidad jurídica, a saber, la simulación, la acción pauliana, la institución del abuso del Derecho y el fraude a la ley. No obstante la existencia de las instituciones recién señaladas, no podemos desconocer que enfrentamos una ausencia normativa que frene la instrumentalización de la personalidad jurídica para cometer fraudes a la Ley, ya que los mecanismos contemplados en nuestro ordenamiento no han tenido la eficacia en el mundo jurídico, suficiente como para detener una serie de abusos y fraudes cometidos día a día en perjuicio de terceros que inocentemente ven burlados su derechos.

Por lo anterior es que consideramos que no es suficiente el entregar a una solución jurisprudencial basada en los principios generales del derecho la problemática precedentemente descrita sino que es necesario que se dicten normas reguladoras del abuso de la personalidad jurídica, permitiéndole al Tribunal prescindir de las estructuras jurídicas creadas, haciendo primar la realidad cuando dichas estructuras han sido creadas para cometer un fraude a la ley, llevar a cabo la burla o lesión de un contrato o provocar un daño fraudulento a terceros.

En este ámbito, ya se han dado pasos legislativos, tales como el Nº 2 del artículo 84 de la Ley General de Bancos, sobre créditos a personas vinculadas a la propiedad o administración de un Banco; a su vez, la Ley 18.045 sobre Mercado de Capitales, establece reglas sobre grupos empresariales, controladores y personas relacionadas, donde se dan los supuestos de la “unidad de empresa”. Por su parte, la Ley 18.046, contiene normas que reglamentan las relaciones entre las sociedades matrices, filiales y coligadas. Por otro lado, la Ley 19.335, incorporó el régimen matrimonial de participación en los gananciales y creó la institución de los “bienes familiares”, hace aplicable las normas sobre declaración de bien familiar a aquellos inmuebles que sirviendo de residencia principal de la familia, pertenezcan, no obstante, a sociedades en que uno o ambos cónyuges tengan participación social; de esta forma, lo que se pretende es evitar que mediante la utilización de la forma societaria, uno de los cónyuges intente burlar el régimen de bienes familiares, para lo cual expresamente “levanta el velo” de la persona jurídica.

Creemos que el abuso de la personalidad jurídica, debe enfrentarse con la creación de una norma de carácter general, en el Código Civil, incorporando un nuevo artículo al título XXVIII del Libro IV, que regula las sociedades, otorgándole al juez la facultad expresa de prescindir de la figura jurídica de la sociedad, en caso de que ésta sea utilizada con fines antijurídicos, pudiendo en tal caso imputar los actos ejecutados en nombre de la sociedad directamente a las personas naturales que la componen.

Por las razones expuestas, vengo en presentar el siguiente:

Artículo Único: Incorpórese al Código Civil, el siguiente artículo 2058 (bis):

“En caso que la sociedad sea utilizada para fines ajenos a los que dieron origen a su constitución, tales como el fraude a la ley, el incumplimiento de un contrato y/o el perjuicio de terceros, el juez podrá prescindir de la forma societaria, pudiendo imputar directamente sus actos a las personas naturales que la componen.”
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE SENADORA ALLENDE, CON EL QUE SOLICITA CONSTITUIR UNA MESA DE DIÁLOGO SOCIAL MINERO, ADOPTAR MEDIDAS RESPECTO DE TRABAJADORES DE MINERA SAN ESTEBAN Y REESTRUCTURAR SERNAGEOMIN

(S 1281-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO QUE:
1° La tragedia ocurrida en la mina San José ha puesto en discusión las condiciones de seguridad en que se desarrolla la actividad minera en nuestro país, respecto de los miles de trabajadores que arriesgan su vida en dichas labores a nivel nacional.
2° Que los problemas de seguridad que se suscitan en la actividad minera no constituyen un problema sólo de quienes pertenecen a dicha actividad, sino que, en un país esencialmente minero, constituye un tema que debe tratarse por todos los estamentos nacionales correspondientes para efectos de encontrar una solución que permita entregar seguridad en el desarrollo de la actividad minera, tanto para los trabajadores como para las empresas.
3° Que en este sentido sería interesante y oportuno, desarrollar una estrategia que apunte al diálogo, Un Gran Dialogo Social Minero de la Región de Atacama a través de una mesa que involucre a distintos actores, esto es, Trabajadores –tanto de la empresa principal domo de las empresas contratistas y subcontratistas-, empresas señaladas, Gobierno, Parlamentarios de las Regiones Mineras, Empresa Nacional de Minería, Sociedad Nacional de Minería y el Consejo Minero.
4° Que es importante establecer en la situación que quedan los trabajadores afectados, directa e indirectamente, y sus respectivas las familias. Sería importante que el Gobierno a través de la Dirección del Trabajo estableciera la responsabilidad que debe sumir la Compañía Minera San Esteban respecto de los trabajadores que se encuentran atrapados por el derrumbe como de aquellos trabajadores que prestaban servicios personales en la misma mina y que no pudieron seguir prestando servicios producto del lamentable accidente Una solución adecuada sería solicitar que la empresa se haga responsable del pago de remuneraciones de todos estos trabajadores hasta que SERNAGEOMIN no declare el cierre de la faena.
5° Que resulta absolutamente necesario comenzar a estudiar modificaciones importantes al Servicio Nacional de Geología y Minería y a la Dirección del Trabajo, en función de las autorizaciones para la realización de faenas mineras y la fiscalización del cumplimiento de las normas de seguridad que permitan un adecuado funcionamiento de dichas faenas.
Por todo lo expuesto, el Senado acuerda enviar a S.E. el Presidente de la República la presente solicitud para:
Solicita al Presidente de la/República que en uso de sus atribuciones constitucionales y legislativas instruya la constitución de una mesa de Diálogo Social Minero de la Región de Atacama, adopte medidas en relación a la situación de los trabajadores de la Minera San Esteban y reformule la estructura del Servicio Nacional de Geología y Minería y de la Dirección del Trabajo
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- 
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